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TÉCNICA JURÍDICA
EL PROCESO DE CONOCIMIENTO ORDINARIO


1.- El Proceso de Conocimiento Ordinario. Concepto: Es el  proceso tipo de carácter general. Es el que ofrece mayores garantías para el ejercicio de los derechos porque en él los plazos son más extensos, se permite un mayor debate, la prueba es amplia y es libre la impugnación de las resoluciones.
2.- Regla General: el Art. 207 del C.PC. Establece que: “Las contiendas judiciales que no tengan establecido un procedimiento especial, se tramitarán conforme a las normas del proceso de conocimiento ordinario”. 
La norma procesal civil transcripta establece un proceso tipo “EL PROCESO DE CONOCIMIENTO ORDINARIO”, a fin de evitar la multiplicidad de procesos especiales, por cuyo trámite debe sustanciarse cualquier cuestión que el código procesal civil no tenga previsto un procedimiento especial para la resolución del caso.


 3.- Aplicación subsidiaria: Art. 208 del C.PC: Las disposiciones del Libro II del CPC, que regulan el Proceso Ordinario, por ser el proceso tipo, de carácter general y el más detallado en su regulación legal, se aplican en forma subsidiaria a todos los procesos especiales, en cuanto que no se opongan a las particulares disposiciones de éstos.
Consecuentemente, el proceso ordinario, es el proceso común a cuyas previsiones y reglas deben someterse todas las controversias que no tengan señalado un procedimiento expresamente determinado en la ley.

 
• Aplicación subsidiaria: Las disposiciones de este Libro II son aplicables subsidiariamente a los procesos especiales. 

• Aplicación supletoria: los principios y normas del C.P.C son aplicables supletoriamente en los procesos sustanciados en otros fueros. Art. 386 del C.PC, ya sea en fuero laboral, penal, niñez y adolescencia, y en lo contencioso-administrativo.


 4.- Estructura: El Proceso de Conocimiento Ordinario siguiendo a GUASP se estructura de la siguiente forma:

 a) Etapa introductoria o expositiva: que comienza con la promoción de la demanda por parte del actor o demandante, y la contestación de la demanda o (reconvención en su caso) por parte del demandado.

b) Etapa probatoria: normal pero no esencial ya que sólo procede cuando se aleguen hechos conducentes y controvertidos.

c) Etapa decisoria: que comienza con la providencia de “Autos para Sentencia” y concluye con la Sentencia Definitiva resolviendo la litis. 


5.- Concepto de Demanda Ordinaria: 
Demanda dice ALSINA es toda petición formulada por las partes al Juez, en cuanto traduce una manifestación de voluntad encaminada a satisfacer un interés. 
Según CUTURE: es el acto procesal introductivo de instancia, por virtud del cual el actor somete su pretensión al Juez, con las formas requeridas por la ley, pidiendo una sentencia favorable a su interés. 
 Acto procesal por el cual se pretende el otorgamiento de la tutela jurídica a través de una sentencia, dice Carnelutti. 

En síntesis la Demanda es el  acto central del proceso y el primero, salvo las diligencias preparatorias (si las hubo).


6.- Efectos de la Demanda: Por el solo hecho de su presentación, produce los siguientes efectos:

1. Queda abierta la instancia y el actor tiene la carga de proseguirla.
2. Queda fijada la competencia del Juez con relación al actor.
3. El Juez asume el deber de:
4. Conocer la demanda o rechazarla de oficio.
5. Pronunciarse sobre su competencia.
6. Juzgar en la sentencia la acción promovida.
7. Limita los poderes del Juez, quien en la sentencia debe atenerse a los términos de la demanda, bajo pena de nulidad.
8. Caduca la facultad de recusar sin expresión de causa.
9. Nace el estado de litis pendencia.
10. Produce efectos respecto del derecho material: conservándolo (al interrumpir la prescripción) o modificándolo (en las obligaciones alternativas).
11. El juez debe colocarse el día de la promoción de la demanda cuando decida la litis, por el efecto retroactivo que tiene la sentencia, la cual debe ser pronunciada como si hubiese sido el mismo momento de la interposición de la demanda.

7.- Importancia:
Su redacción y formulación requieren sumo cuidado y atención, ya que constituye la base del juicio y de ella depende en gran medida el éxito de la pretensión deducida.

8.- Finalidad: 

Mediante la demanda, como resultado de la prohibición constitucional de la autotutela, se somete un conflicto a la decisión del Estado, para que éste a 
través del órgano jurisdiccional (poder judicial) decida mediante el debido proceso, en forma definitiva la controversia.

9.- Forma de la Demanda. Art 215 del C.PC: La demanda será deducida por escrito y contendrá:
a)- el nombre y domicilio real del demandante;
b)- el nombre y domicilio real del demandado;
c)- la designación precisa de lo que se demanda;
d)-los hechos en que se funde, explicados claramente;
e)- el derecho expuesto sucintamente; y 
f)- la petición en términos claros y positivos.

La demanda deberá precisar el monto reclamado, salvo que al actor no le fuere posible determinarlo al promoverla, por las circunstancias del caso, o porque la estimación dependiente de elementos aún no definitivamente fijados, y la promoción de la demanda fuere imprescindible para evitar la prescripción de la acción. En estos supuestos, no procederá la excepción de defecto legal. (Art. 215).
LA FORMA DE LA DEMANDA: es la corresponde a todo acto procesal escrito:
a- redacción por escrito,  no se requiere fórmulas sacramentales, basta que sea redactada en términos claros y precisos.
b- en idioma español (castellano debió decir la norma),

c- mecanografiada o manuscrita con tinta obscura e indeleble, 

d- firmada y, con copias para traslado.
 CONTENIDO DE LA DEMANDA: 
A.- Nombres y domicilios: Del demandante o actor: individualización con sus nombres y apellidos, denuncia del domicilio real, constitución del domicilio procesal. 
Del demandado: individualización del mismo con nombres y apellidos, denuncia del domicilio real,  legal o especial, según el caso.

B- Determinación de la cosa demandada: 
 Designación precisa de lo que se demanda, es decir del objeto de la pretensión, lo que se desea que se resuelva favorablemente en la sentencia.
 Ejemplos: nulidad de contrato, reivindicación de inmueble, cobro de una suma de dinero, etc. 
C- Exposición de los hechos: Hechos en los que se funde la demanda, explicados claramente. Los hechos son el fundamento y sustento fáctico de la pretensión. 
La exposición de los hechos tiene capital importancia porque el demandado tiene la carga de reconocer o negar categóricamente cada uno de ellos sobre los hechos alegados por el actor, y en su caso por el demandado (en la contestación) y sobre los cuales deberá versar la prueba. La sentencia solo podrá hacer mérito de los hechos alegados por las partes. Autoriza la excepción de defecto legal, cuando no sean clara y precisamente expuestos.
D- Fundamento Jurídico:
El derecho debe ser expuesto sucintamente, se debe invocar y pedir la aplicación de las normas legales que avalan la pretensión.
 Ejemplo: Fundamos la demanda de reivindicación en la normativa de fondo que legisla la acción – Art. 2407/8 y siguientes del CC. 
E.- Petición: En términos claros y positivos, formulada con precisión en el “Petitorio” Contribuye a determinar el objeto del litigio. Pueden ser Principal: referente a lo que reclama el demandado, y Accesoria como los daños y perjuicios, los intereses, las costas.
F.- Determinación del Monto: La demanda debe precisar el monto reclamado, como regla esta estimación debe ser exacta y obligatoria. 

Así es que la falta de determinación solo puede ser admitida excepcionalmente cuando para establecer el monto se necesite actividad probatoria o cuando su determinación derive de elementos aún no fijados. 
El C.O.J prescribe  en su Art. 15 inc. g) que cuando el valor de la cosa demandada no pueda ser determinado, el actor debe manifestarlo bajo juramento, sin perjuicio del derecho del demandado a declinar la jurisdicción.
El art. 452 del CC. Prescribe que cuando se hubiere justificado la existencia de un perjuicio, pero no fuere posible determinar su monto, la indemnización será fijada por el Juez.
- Requisitos Fiscales: Pago de Tasas Judiciales correspondientes a cada tipo de juicio, establecidas en la Ley 1273/98.

10.- RECHAZO DE OFICIO DEL ESCRITO DE DEMANDA. Art. 216.C.P.C: los jueces podrán rechazar de oficio los escritos de demanda que no se ajustaren a las reglas establecidas, expresando el defecto que contengan.

Si no resultare claramente de ellos que son de su competencia, mandara que el actor exprese lo necesario a este respecto.

Cuando la demanda no reúne los requisitos establecidos en el Art.215 del C.P.C. o cuando de la exposición del actor resulte no ser de la competencia del juez ante quien se deduce (Art.7. C.P.C.) Éste podrá rechazarla de oficio “IN LIMINE”, expresando el defecto que contengan.

11.- MODIFICACIÓN DE LA DEMANDA: antes de ser notificada la demanda, el actor podrá modificar el escrito inicial, y ampliar o restringir sus pretensiones.

Solo después de notificada la demanda  no se podrá variar los términos de la misma, salvo el desistimiento.

.
12. – Fundamento: Esta regla general de modificaciones (de la demanda) se fundamenta en que el actor dispone de la acción, puede retirarla o modificarla a voluntad, ampliando o restringiendo sus pretensiones. 

13.- Hecho nuevo: Cuando con posterioridad a la contestación de la demanda o reconvención ocurriere o llegar a conocimiento de las partes algún hecho que tuviere relación con la cuestión que se ventila, podrán alegarlo hasta 6 días después de notificada la providencia de apertura a prueba. (Art. 250 CPC), siempre que con ello no se varíen los fundamentos de la demanda y contestación. 
Del escrito en que se alegue se dará traslado a la otra parte, quien dentro del plazo para contestarlo, podrá también alegar otros hechos en contraposición a los nuevos aducidos. 
En este caso, quedará suspendido el plazo de prueba hasta la notificación de la resolución que los admita o los deniegue. 
En los supuestos mencionados en los párrafos precedentes, las pruebas podrán recaer también sobre los hechos nuevos invocados. 
Será irrecurrible la resolución que admitiere hechos nuevos. (Art. 250). 


14.- Agregación de la prueba documental. 
El actor deberá acompañar con la demanda la prueba documental que tuviere en su poder. 
Si no la tuviere a su disposición, la individualizara indicando su contenido, el lugar, archivo, oficina pública o persona en cuyo poder se encuentre (art. 219)
Se debe distinguir el "documento" del "instrumento", documento es toda representación objetiva de una idea, la que puede ser material o literal. Ej.: un monumento. 
El instrumento es el documento literal, escrito, destinado a constatar una relación jurídica o una manifestación de voluntad susceptible de producir efectos jurídicos. 
Así, el documento es la especie y el instrumento es el género. 

15.- Regla general: Es que el actor debe acompañar la prueba documental que tenga en su poder al promover la demanda, igual carga que tiene el demandado que ha de cumplirla al contestar la demanda, y cuando en su caso reconviene, o quien deduce una excepción previa o un incidente. 
La prueba documental que debe acompañarse va más allá de los instrumentos públicos y privados del CC, extendiéndose a todo objeto en el que los hechos se encuentren registrados o testimoniados, pudiendo ser de distintas clases y tipos (Por ejemplo: Una filmación o grabación de sonido, etc.). 


16.- Excepciones: Las excepciones la regla general son las siguientes: 
1- Documentos no tenidos a disposición: se deben individualizar, indicando su contenido y el lugar, archivo, oficina pública o persona en cuyo poder se encuentren.
2- Documentos de fecha posteriores a la demanda. 
3- Documentos anteriores (desconocidos). 

17.- Efecto de la no presentación: El incumplimiento de la carga procesal de acompañar documentos en la oportunidad procesal que la ley establece, es que no deben ser admitidos posteriormente y si lo fueren debe solicitarse su desglose de autos, oponiéndose a su agregación.


18.- Agregación Tardía: Si la agregación fuese tardía, en razón del principio dispositivo que rige el proceso civil, la otra parte podrá aceptar en forma expresa o tácita la agregación tardía de documentos que haga la contraparte, en caso contrario, debe oponerse a la agregación por extemporánea. 

19.- Documentos posteriores o desconocidos. 
Después de contestada la demanda, no se admiten al actor sino documentos de fecha posterior. 
Documentos anteriores: sólo serán admitidos bajo fe de juramento de no haber tenido antes conocimiento de ellos. 

20.- Agregación: documentos de fecha posterior a la promoción de la demanda y documentos anteriores 
Es otro de los supuestos de excepción a la regla general en materia de agregación de prueba documental en el proceso. 
Por el mismo se acepta que el actor pueda agregar documentos de fecha posterior a la promoción de la demanda y documentos anteriores bajo fe de juramento de no haber tenido antes conocimiento de ellos. 

21.- Vista: En cualquiera de las hipótesis mencionadas, se debe cumplir con el principio de bilateralidad corriendo vista a la otra parte, la que debe reconocer o negar la autenticidad de los documentos que se le atribuyen y la recepción de las cartas, telegramas e instrumentos a ella dirigidos. 
Su silencio o evasivas o la negativa meramente general produce el efecto de tenerlos por reconocidos o recibidos, según el caso.Art.235 inc. a) del  CPC. 
La notificación de la vista debe realizarse por cédula de acuerdo con el Art.133, inc. a).del C.P.C.

 
22.- Traslado de la Demanda. Presentada la demanda en la forma prescripta, el juez dará traslado de ella al demandado, citándolo y remplazándolo para que la conteste dentro del plazo de 18 días. (Art. 222). 

23.- Fundamento: 
A los efectos de cumplir con los principios de Defensa en Juicio y Bilateralidad de la audiencia o contradictorio, el Juez, mediante el traslado de la demanda, pone en conocimiento de demandado las pretensiones del actor.
El traslado constituye al mismo tiempo un derecho y una carga para el demandado, porque al ser notificado de la promoción de la demanda en su contra, surge para el la carga de comparecer y contestar la misma dentro del plazo perentorio e improrrogable de 18 días que fija la ley. 

.
24.- Citación y emplazamiento. 
Al demandado se lo cita y emplaza para que conteste la demanda dentro del plazo de ley (18 días).
El plazo para contestar la demanda es ampliado "Ministerio Legis" en razón a la distancia (1 día x cada 50 Km. en la región Oriental; 1 día x cada 25 Km en la Occidental). Art.149 del CPC.


La Citación es el acto en virtud del cual se dispone la comparecencia de la parte o el tercero ¬ante el Juez-, para que practique un acto en un momento determinado (Ej. Citación de testigo). 
El Emplazamiento es el acto por cual el Juez fija un plazo, un espacio de tiempo, para que la parte o el tercero ejecute un acto procesal (Ej.: emplazamiento para contestar un traslado). 

25.- Modalidades de la Citación y del Emplazamiento. 
Si el demandado tiene domicilio en la sede del Juzgado se le notifica por cédula, dejándose aviso en caso de no encontrársele presente (art. 133 inc. Inc. a) y 138 del CPC).
 
26.-Demandado con domicilio fuera de la sede del juzgado: 
Si se halla domiciliado en el país, se libra oficio comisivo dirigido al Juez de Paz del lugar, para que éste proceda a la notificación. Si se halla domiciliado en extranjero, se libra exhorto a los mismos efectos. 

27.- Demandado incierto o con domicilio ignorado: Se debe pedir previamente informe del Registro de Poderes acerca de si tiene nombrado o apoderado o no.
Si existe apoderado se le da intervención, y si esto no puede o no quiere intervenir está obligado a manifestar el domicilio de su mandante. 
Sólo después de ésta diligencia se publican los edictos por 15 veces para que comparezca a estar a derecho bajo apercibimiento de designarle como representante al Defensor de Ausentes.
Si comparece se le corre traslado de la demanda.
Si no comparece, se le nombra defensor en la persona del representante del Ministerio de la Defensa Pública. 

28.-Plazos para contestar la Demanda: Demandado Notificado en la sede del Juzgado: La demanda se debe contestar en el plazo de 18 días perentorios e improrrogables desde la notificación de la demanda. 
Este plazo es individual aunque sean varios los demandados.

29.-Excepción 
- Concepto: Es toda defensa procesal que el demandado opone a la pretensión del actor, negando los hechos en que se funda la demanda, desconociendo el derecho que, de ellos derive, o limitándose a impugnar la regularidad del proceso. 
En sentido estricto la excepción es la defensa dilatoria, perentoria o mixta mediante la cual el demandado denuncia la falta de un presupuesto procesal o pide el rechazo de la pretensión o la extinción de la acción. 
Tienen fundamento constitucional en el artículo 16 de la Constitución que establece que la defensa en juicio de las personas y sus derechos es inviolable. 

30.- Clases  de Excepciones: En nuestro derecho procesal y considerando su vinculación con el proceso, pueden ser: 
1-Dilatorias 
2-Perentorias y,
3- Mixtas 
 Excepciones Dilatorias: Son las defensas que se fundan en la omisión de un requisito procesal. 
Versan sobre el proceso y no sobre el derecho material alegado por el actor. 
Generalmente son el medio de denunciar la falta de un presupuesto procesal. 
Están dirigidas a impedir un proceso nulo (incompetencia, falta de personería), o inútil (Litispendencia), o a corregir errores que obstan a la decisión (defecto legal), o a asegurar el resultado del juicio (arraigo), o constituyen un obstáculo para el proceso (convenio arbitral).-por lo general son un medio de denunciar la falta de un presupuesto procesal.
Se oponen como de previo y especial pronunciamiento, vale decir que deben substanciarse y resolverse antes de proseguir con el proceso principal, el cual queda interrumpido. 
Deben decidirse previamente a toda cuestión.
 
Excepciones Perentorias: Son aquellas en cuya virtud el demandado se opone a la pretensión del actor.
No son defensas sobre el proceso sino sobre el derecho. 
Pueden ser opuestas como previas  o al contestar la demanda, en el primer caso deben substanciarse y resolverse con carácter previo, quedando interrumpido el principal (falta de acción manifiesta, pago, transacción, conciliación, desistimiento de la acción, falta de acción manifiesta etc., en el segundo caso, se oponer al contestar la demanda, no interrumpiendo la sustanciación del principal y que son resueltas en la sentencia definitiva. 
Las perentorias se distinguen las que atacan el derecho, (exceptio iure: pago) y las que atacan los hechos (exceptio facti: error, dolo, fuerza, temor). 
La enumeración de las perentorias no es taxativa a diferencia de las dilatorias cuya enumeración si es taxativa. 
Puede decirse, que las excepciones perentorias coinciden con los modos generales de la extinción de las obligaciones.


 Excepciones Mixtas: Se oponen como previas y se deciden como tales. 
Tienen de común con las dilatorias que intentan evitar un proceso inútil o nulo, y se diferencian que las perentorias en que no buscan un pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia del derecho, sino el reconocimiento de una situación jurídica que hace innecesario entrar a analizar el fondo mismo del derecho (cosa juzgada, transacción). 
- Oportunidad para oponerlas: Pueden oponerse en forma previa o al contestar la demanda. 
Las previas son numeradas en el CPC, deben deducirse todas a un mismo tiempo, en un solo escrito, dentro del plazo para contestar la demanda o reconvención: 18 días desde el día siguiente a la notificación de la demanda o reconvención.
El efecto que producen es la interrupción del plazo para contestar la demanda, el que comenzará a computarse de nuevo una vez resueltas o rechazadas las excepciones. 
Al contestar la demanda: 
Se oponen las Defensas Generales: todas las que NO tengan el carácter de previas, se oponen al contestar la demanda y que se tramitan conjuntamente con el principal y se resuelven en la sentencia definitiva. 

Art.224 del CPC. Excepciones admisibles: Solo serán admisibles como previas las siguientes excepciones:
-  Incompetencia.
-  Falta de personería en el demandante, en el demandado o sus representantes, por carecer de capacidad civil para estar en juicio, o de representación suficiente. El demandante hará valer esta excepción por la vía del recurso de reposición; 
-  Falta de acción cuando fuere manifiesta, sin perjuicio, en caso de no ocurrir esta última circunstancia de que el juez la considere en la sentencia definitiva.
-  Litispendencia. La acción intentada ante un tribunal extranjero no importa litispendencia 
-  Defecto legal en la forma de deducir la demanda:
-  Cosa juzgada
-  Pago, transacción, conciliación, desistimiento de la acción y prescripción, cuando pudieren resolver como de puro derecho.
-  Convenio arbitral.
-  Arraigo; y
-  Las defensas temporarias que se consagran en las leyes generales. 

Carácter: El carácter de la enumeración es taxativo pues la norma establece que solo son admisibles como previas las que se indican en la enumeración legal. 
Todas tienen carácter previo, vale decir que deben substanciarse y resolverse antes de seguirse el trámite del principal, el cual queda interrumpido. 
Deben decidirse previamente a toda cuestión. 

 Enumeración.  1- Incompetencia: La competencia del Juez o Tribunal es un presupuesto sin el cual no puede existir relación procesal alguna. La excepción de incompetencia es el medio en virtud del cual el demandado declina (de allí en nombre de "declinatoria") la competencia del Juez ante quien el actor promovió la demanda, porque considera que de acuerdo a las reglas de competencia establecidas en la ley, él no es el competente para entender en la controversia. 
Si se declara procedente, el interesado puede recurrir ante quien corresponda, si es rechazada las partes no pueden volver a cuestionar la competencia en lo sucesivo, ni podrá ser declarada de oficio. 

2.-  Falta de Personería: La personería es otro presupuesto de validez del proceso (Iegitimatio ad processum). Puede manifestarse en cualquier momento, debiendo el Juez considerarla porque carece de razón dictar una sentencia que no podrá ser cumplida. La falta de personería puede producirse -por dos motivos:
I- Por ausencia de capacidad civil de la parte para estar enjuicio (falta de personalidad): pues si las parte carecen de ella no habrá relación procesal válida y la sentencia que se dicte carecerá de eficacia.
Así, la excepción procede siempre que cualquiera de las partes carezca de la aptitud necesaria para actuar en el proceso personalmente (menor de edad, insano, quebrado). 
- Falta de Personería: (Motivos) II- Por la falta, defecto o Insuficiencia de la representación legal o convencional: pues los representantes necesarios o convencionales deben acompañar en el primer escrito los documentos que acrediten el carácter que Invisten salvo que se indique en dónde se encuentren, individualizándolos suficientemente, caso en el que se podrán agregar posteriormente al expediente (dentro de un plazo de 30 días para presentar y ratificar la gestión, además de otorgar caución a formalizar en el plazo que fije el Juez). 
Las deficiencias del poder quedan subsanadas por ratificación del mandante o la presentación de un nuevo poder, supuesto en que la concepción no procede, pero las costas se impondrán al que dio motivo a la excepción. 

3.- Falta de acción: La calidad para obrar (Iegifimatio ad causam) es la condición jurídica en que se halla una persona con relación al concreto derecho que invoca en el proceso, en razón de su titularidad u otra circunstancia que justifique su pretensión. 
La falta de ésta calidad se denuncia mediante la excepción de falla de acción. Se distinguen las siguientes situaciones: 
Si la falta de acción es manifiesta: patente, indudable, así se declara y firme la resolución la litis concluye exclusivamente, sin llegarse a la etapa de contestación de la demanda. 
Si es manifiesto que se tiene acción: se rechaza la excepción y no se pude volver a deducirla en la contestación de la demanda, porque existirá al respecto "cosa Juzgada". 
Si faltan elementos de juicio para decidir si existe o no; es decir si el caso es dudoso, el Juez debe señalar los elementos de juicio que a su criterio faltan y le impiden adquirir certeza sobre la existencia o inexistencia de la falta de acción, en consecuencia, declarará formalmente inadmisible la falta de acción, por insuficiencia de pruebas o material de convicción. 
Esta declaración de "inadmisibilidad formal" ni juzga ni prejuzga sobre si existe o no falta de acción, solo significa que al Juez le faltan en ése momento elementos de convicción suficientes. 

4- Litispendencia: Toda acción se extingue con su ejercicio, así en presencia de 2 demandas corresponde establecer si se trata de acciones distintas o si es la misma acción promovida 2 veces, para lo que se usa el método de las Identidades; sujeto, objeto y causa.
Si existen estas 3 identidades, procede la excepción y su finalidad radica en la necesidad de evitar que una misma pretensión sea objeto de doble proceso, con el posible riesgo de que recaigan sentencias contradictorias sobre la misma cuestión (escándalo Jurídico). 
Para que procesa debe tratarse de otro juicio pendiente, es decir que cuando menos se haya promovido y notificado la demanda puede considerarse en cualquier estado del proceso, incluso de oficio. 
No existe litispendencia cuando el proceso. Concluyo con sentencia firme o sea declaro la caducidad, se produjo desistimiento o se ordenó el archivo del expediente o se declaro la nulidad de todo lo actuado. 
Son diferentes los conceptos de Litispendencia y de acumulación de procesos, aunque por vía de la litispendencia se puede obtener la acumulación.
La acumulación es procedente cuando no existe la triple Identidad, pero por ser conexos los procesos y para no dividir la continencia de la causa que haría posible sentencia contradictorias y de cumplimiento imposible, se permite la acumulación.
Hay continencia de la causa (un todo único) cuando una causa (contenida) es idéntica a una parte de otra (continente). 
La Litispendencia tiene como consecuencia dejar sin efecto el juicio iniciado con posterioridad, a fin de evitar el escándalo jurídico de 2 sentencias contradictorias. 

5.- Defecto Legal: Se configura la excepción de defecto legal (oscuro Libelo) cuando el escrito en que se promueve la demanda adolece de oscuridad, omisión o imperfección, por no ajustarse a las formas establecidas por la ley. 
El demandado tiene el derecho a conocer con exactitud quién le demanda y porqué: de otra forma se vería imposibilitado de ejercer debidamente su defensa porque no podría reconocer o negar los hechos y el derecho invocados por el actor en la demanda. 
Para que sea procedente la excepción, el escrito de demanda debe afectar el derecho a la defensa del demandado, privándolo de oponerse adecuadamente a la pretensión o dificultándole la producción de la prueba. 
De acuerdo a la jurisprudencia:
-  procede la excepción de defecto legal cuando no aparecen debidamente individualizados los nombres de actor o demandado (se demanda a Juan y/o Pedro); 
-  no se denuncia el domicilio real del actor, salvo que surja del poder u otros documentos acompañados; 
-  el actor no indica la "cosa Demandada", o 
-  no precisa o estima el monto reclamado; 
-  no se puede conocer el tipo de pronunciamiento que se pretende, 
-  no se acompaña la traducción de documentos presentados no otro Idioma, o no se encuentran legalizados, 
-  no procede cuando el actor omite o se equivoca en la mención de las normas legales en que funda su pretensión, por el principio de lura novit curia, en el que el Juez suple esta clase de deficiencia.
 
6.- Cosa Juzgada: La cosa juzgada es la autoridad y eficacia que adquiere la Sentencia Judicial, cuando no proceden contra ella recursos ni otros medios de impugnación y no puede ser revisada; en otro proceso o posterior. 
Vale decir que es una cualidad de la sentencia firme, por la cual es inmutable e inimpugnable en cuanto a las cuestiones que decide. 
Para que la excepción sea procedente es necesario que la pretensión actual y la pretensión juzgada sean idénticas por concurrir las 3 identidades de sujetos, objeto y causa. 
Hay que distinguir entre la Cosa Juzgada Material: en virtud de la cual la sentencia es irrecurrible e inmutable. 
Sus caracteres son la irrecurribilidad y la coercibilidad, además de otorgar a las partes la defensa de cosa juzgada Cosa Juzgada Formal: por la que la sentencia se vuelve inimpugnable (Irrecurrible), en virtud de haberse agotado los recursos o porque se halle consentida. 
Es posible que exista solo cosa Juzgada formal sin cosa juzgada material. 
Pero no pude ser a la inversa, en razón de que la cosa juzgada formal constituye un presupuesto de la Material. 
Las decisiones que hacen cosa juzgada son las pronunciadas en juicio contradictorio. 
Las dictadas en procedimientos voluntarios, alimentos, sentencias cautelares, el, no hacen cosa juzgada. 
La parte de la sentencia que hace cosa juzgada es la dispositiva: que si contiene todos los elementos necesarios para establecer los límites objetivos y subjetivos de la cosa Juzgada, será autosuficiente. 

7.- Pago: Es el acto mediante el cual el deudor o un tercero satisfacen la obligación, cancelándola. 
La obligación puede ser de dar, hacer o no hacer. 
De haber sido satisfecha, la obligación reclamada por el actor carecerá de sentido y de razón la tramitación de un proceso. 
La prueba del pago corresponde a quien lo invoca, pero en las obligaciones de NO hacer es el acreedor quien debe acreditar que la obligación ha sido Incumplida, produciéndose la inversión de la carga de la prueba. 
Se admite todo tipo de pruebas, pero cuando la excepción tiene carácter previo sólo se puede acreditar mediante la prueba documental, que de ordinario es el recibo.
 
8.- Transacción, Conciliación y Desistimiento de la Acción: 
Constituyen otros tantos modos de terminación de los procesos, cuya eficacia equivale a la Cosa Juzgada. 
Son procedentes cuando concurran en ellos las 3 Identidades de la acción o pretensión: sujetos, objeto y causa, en el proceso concluido y en el actual. 
Pueden oponerse como previas cuando pudieren resolverse como de puro derecho. 

9- Prescripción: Es el modo de extinguirse los derechos y obligaciones, derivado del no uso o ejercicio de los mismos durante el plazo señalado por la ley. 
No están sometidos a prescripción los derechos derivados de las relaciones de familia. 
La excepción de prescripción puede referirse a una cuestión de puro derecho, como cuando se controvierte exclusiva mete sobre cómputo del plazo que opere la prescripción, en cuyo caso se opondrá como previa. 
También puede relacionarse con los hechos y abrirse a prueba, como cuando se cuestiona la existencia y efectos de un acto interruptivo de la descripción, en cuyo caso debe oponerse al contestar la demanda. 

10.- Convenio Arbitral: Es el acuerdo de voluntades mediante el cual las partes convienen en someter una cuestión litigiosa a la decisión de árbitros, arbitradores o amigables componedores, prescindiendo de la Justicia ordinaria. 
La excepción procede cuando la demanda se interpone ante la justicia ordinaria, prescindiendo de la Jurisdicción arbitral que era competente en razón del convenio o la cláusula especial suscripta por las partes. 
Si la otra parte se somete voluntariamente a la jurisdicción ordinaria, que no es la fijada en el acuerdo, se entiende que ha renunciado al derecho de que la cuestión sea sometida a la jurisdicción arbitral. 

11.- Arraigo: Consiste en la radicación. 
En derecho procesal significa propiedad de bienes raíces, seguridad o cautela que debe prestar el actor que no tiene domicilio ni bienes registrados, casas de comercio o establecimientos de valor suficiente en la República, para cubrir el pago de las costas a que pueda ser eventualmente condenado en el proceso (cautio pro-expensis). 
En el ámbito del MERCOSUR no se exige el arraigo entre los ciudadanos de los Estados partes.


12.- Defensas temporarias: o previas que se consagran en las leyes generales, actúan como excepciones dilatorias porque producen el efecto de rechazar la acción deducida SIN extinguirla. 
Buscan poner de manifiesto la falta de cumplimiento por el actor de las cargas que las leyes le imponen como condición previa para el ejercicio de ciertas pretensiones; así impiden que el Juez pueda substanciar el proceso y emitir un pronunciamiento sobre el mérito de la causa una vez satisfechas las cargas, el actor podrá intentar de nuevo su demanda. 
Ellas son: El Beneficio de Excusión consagrado en el CC al expresar que las partes pueden convenir que el fijador no sea obligado a pagar antes de la excusión de los bienes del deudor principal. 
Los días de llanto y luto, consagrados en el CC que dice que hasta transcurridos sí días de la muerte del causante, los acreedores o legatarios no podrán intentar acción alguna contra la sucesión; 
Por su parte el CPC establece que los acreedores no podrán iniciar el juicio sucesorio sino después de transcurridos 30 días desde el fallecimiento del causante.
 
Planteamiento del las excepciones. Con el escrito en que se opusieren las excepciones, se agregará toda la prueba documental y se ofrecerá la restante.
De todo ello se dará traslado al actor por 6 días, quien deberá cumplir con idéntico requisito. (Art. 227). 

Oportunidad: El demandado debe oponer las excepciones previas dentro del plazo para contestar la demanda o reconvención, es decir dentro de los 18 días perentorios e improrrogables que empiezan a computarse en forma individual desde el día siguiente a la notificación de la demanda o reconvención. 
Corresponde la ampliación del plazo en razón de la distancia. 

 Forma: Se oponen por escrito y si son varias deben deducirse conjuntamente en un solo escrito, de acuerdo con el principio de eventualidad. 
El excepcionante tiene la carga procesal de agregar toda la prueba documental y ofrecer, además, la restante prueba, en el mismo escrito. 
Debe acompañar copias para traslado. 
Traslado: De las excepciones opuestas se debe correr traslado al ACTOR es por el plazo perentorio e improrrogable de 6 días.
 Notificación: La excepción (el traslado) se notifica por cédula, dada la innegable trascendencia que para la suerte del proceso tienen las excepciones. 
 Apertura a prueba. Si el juez lo estimare necesario abrirá a prueba la excepción y se procederá conforme. En lo dispuesto para los incidentes en general.
En caso contrario, dictará resolución sin más trámite. (Art. 229) 
 Facultad del Juez: Tiene la facultad de abrir o no la excepción a prueba, aunque las partes lo soliciten. 
Plazo: El plazo de prueba no puede ser mayor de 10 días, es perentorio e improrrogable. 
Pruebas: Son admisibles todos los medios de prueba admitidos para el juicio de conocimiento ordinario. 
Se aplican las reglas generales en materia de prueba, con las restricciones establecidas para los incidentes que son: 
Si procede la prueba pericial será realizada por 1 solo perito designado de oficio salvo que el juez estime que por la importancia del asunto sea necesario más de 1. 
No se admiten más de 4 testigos por cada parte y las declaraciones no pueden recibirse fuera de la sede del juzgado. 
 Resolución: Si el Juez no dispone la apertura a prueba por no estimarla necesaria, debe resolver sin más trámite. 
Contestación de Demanda 
 Concepto: Es la respuesta que da el demandado a la pretensión del actor contenida, en la demanda. 
Significa para el demandado la facultad de pedir la protección jurídica del Estado y el ejercicio de una acción. Es la forma civilizada que asume la defensa.

 Importancia: Con ella se integra la relación procesal, se fijan los hechos sobre los que versará la prueba y se establecen los límites de la sentencia, (se “traba la litis”).
 
Posiciones procesales del demandado: 
El demandado ante la notificación de una demanda puede: 
Comparecer a estar a derecho y optar por: 
– oponer excepciones Previas. (Art. 224) 
Defensas generales se deducen al contestar la demanda. Dentro de estas se encuentran: 
– Excepciones destinadas a producir la extinción de la acción o el rechazo de la pretensión que no hayan sido admitidas y juzgadas como previas Art. 233. 
– Excepciones o defensas que no tengan el carácter de previas (art 233).
1-Contestar la demanda; en cuyo caso podrá:
– Reconocer los hechos y negar el derecho (cuestión de puro derecho. (Art. 241).
– Negar los hechos y el derecho. 
– Admitir las pretensiones del actor. Allanamiento. (Art. 169).
– Reconvenir. (Art. 237). 
2-No contestar la demanda: En este supuesto caduca el derecho de hacerlo después, autorizando a interpretar su silencio cómo reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes y lícitos (Art. 235 inc. a) No comparecer: En esta hipótesis, habrá que tener en cuenta la clase de notificación que se practicó: 
– Notificación por cédula o personal: autoriza el proceso en rebeldía. (Art. 68.) 
– Notificación por edictos: Se le designa defensor en la persona del representante del Ministerio de la Defensa Pública.-
 
Plazo: El demandado deberá contestar la demanda dentro del plazo de 18 días. Si es notificado en la Sede del Juzgado, 18 días a contar desde el día siguiente a la notificación. Si es notificado fuera de la sede del Juzgado, se amplía el plazo en 25 km, por día para la región Occidentaly 50 Km. para la Oriental.

 
Carga Procesal: Distingue y caracteriza al contenido de la contestación de la demanda. La carga procesal que tiene el demandado consiste en reconocer o negar categóricamente cada uno de los hechos expuestos en la demanda, la autenticidad de los documentos acompañados que se le atribuyen y la recepción (NO el contenido) de las cartas, telegramas e instrumentos a él dirigidos cuyas copias se hubiesen acompañado. Las excepciones a esta carga procesal están previstas para: el defensor en ejercicio de una función pública y el demandado que interviniere en el proceso como sucesor a título universal de quien participó en los hechos o suscribió los documentos o recibió las cartas o telegramas, en razón de que los mismos pueden carecer de información necesaria para asumir una determinada conducta. No obstante, una vez producida la prueba deberán dar su respuesta definitiva. El efecto del incumplimiento de la carga impuesta como imperativo legal es que el silencio, las respuestas evasivas o la negativa meramente general podrán estimarse por el juez o tribunal, como reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes y lícitos; y en cuanto a los documentos se los tendrá como reconocidos o recibidos. 
Negativa General de los Hechos: 
No se admite la negativa general de los hechos; como una consecuencia de la teoría de la substanciación, que rige en nuestro proceso para el actor y el demandado.  Objeto: La contestación de la demanda cumple con el objetivo de determinar la prueba, especificar la carga de ella, centrar los términos de litis y facilitar la decisión de la causa. 
Forma y requisitos: La contestación de la demanda debe hacerse por escrito, en la forma en que ésta previsto el escrito de demanda en idioma castellano, tinta indeleble, firmado por el demandado y por Profesional Abogado. Debe contener su domicilio real, constituir el procesal, reconocer o negar cada uno de los hechos de la demanda, la autenticidad de los documentos acampanados que se le atribuyen y la recepción de las cartas, telegramas y otros documentos a él dirigidos. Debe especificar claramente los hechos en los que funda su defensa y agregar la prueba documental que tuviere en su poder. 
Traslado de Documentos. Si el demandado presentare documentos, se dará traslado de los mismos al actor, quien deberá responder dentro de 6 días. (Art. 236). 
La resolución que ordena el traslado se notifica por cédula en el domicilio constituido, acompañando las respectivas copias (firmadas en cada hoja).
Esta norma tiene fundamento en el principio de bilateralidad que debe regir el proceso. La contestación del actor debe referirse concretamente a la prueba documental, es decir reconocer o negar categóricamente la autenticidad o recepción de los documentos, en su caso. 
El actor en su responde, no podrá introducir, obviamente, nuevas cuestiones, ni variar o modificar las pretensiones de su demanda. 

Reconvención. Concepto: La reconvención o demanda reconvencional es la pretensión que el demandado deduce al contestar la demanda, por la cual se constituye en demandante el actor, a fin de que se decidan las dos pretensiones en una sola sentencia. 
Constituye una pretensión autónoma promovida por el demandado, que tiene por objeto obtener una sentencia favorable, que puede no implicar, necesariamente, el rechazo de la pretensión del actor esgrimida en la demanda. 

 Carácter: La Reconvención es un supuesto de acumulación objetiva de acciones, en las que se acumulan pretensiones autónomas del actor y del demandado, fundamentadas en la economía procesal. 
Su carácter específico es ejercitar una acción independiente, de allí que la suerte que pueda correr la demanda no tiene consecuencia sobre la reconvención. 
Tanto el actor (reconvenido), como el demandado (reconviniente), son demandantes, pudiendo acumular todas las acciones que posean, mediante la acumulación objetiva de acciones. La acción introducida por el reconviniente puede ser acogida o desestimada, con prescindencia de lo que pueda acontecer con la acción del actor. 
La demanda reconvencional es facultativa para el demandado, quien puede ejercer su pretensión por separado en otro proceso.
 
 Oportunidad: La oportunidad para deducir la reconvención que tiene el demandado es al contestar la demanda ni antes, ni después. 
 Forma: La reconvención se deduce por escrito, guardando todos los requisitos exigidos para la demanda, incluso la agregación de la prueba documental, además de los requisitos de admisibilidad establecidos en el art. 238 CPC, porque la reconvención importa la promoción de una nueva demanda, independiente de allí que se reconoce el derecho que tiene el demandado de interponer sus pretensiones en otro juicio.(Art.237). 
Requisitos para que proceda. 
Para reconvenir es necesario que la acción que se ejerce en la reconvención. 
– Sea de la competencia del juez que entiende en la demanda. La materia civil y comercial no se consideran diferentes a este respecto:
– Tenga su origen en la misma relación jurídica en que se origina la ejercida en la demanda, o sea común con ella; y 
– Sea promovida en proceso de conocimiento originario. (Art. 238). 

Competencia: Como consecuencia lógica de la existencia de un único proceso, existe un solo proceso y pluralidad de litis, por ello el Juez que entiende en la demanda es el competente para entender en la reconvención. La reconvención importa una derogación de las reglas de competencia territorial, por ello no puede el actor oponer al reconviniente la excepción fundada en el distinto domicilio o distinta cuantía si son conexas. Tampoco procede la excepción de arraigo contra el reconviniente. 

Procesos de Ejecución, sumarios y especiales: La acción reconvencional sólo puede ejercerse en un proceso de conocimiento ordinario, cualquiera sea el objeto de la demanda. La acción reconvencional sólo puede ejercerse en un proceso de conocimiento ordinario, cualquiera sea el objeto de la demanda. 

 Reconvención de la Reconvención. No se admitirá la reconvención de la demanda reconvencional. (Art. 239). El reconvenido (actor) no tiene la facultad de deducir a su vez, una demanda reconvencional. Por imperativo legal, no existe la reconvención de la reconvención “reconventio reconventionis", a fin de preservar el desenvolvimiento ordenado y regular del proceso. 

 Normas aplicables. Propuesta la reconvención, regirán las normas relativas a la demanda, las excepciones previas y la contestación de la demanda. 
El desistimiento de la acción no impedirá la prosecución del juicio en cuanto a la reconvención. (Art. 240). Por ser una acción independiente se aplican a la reconvención todas las reglas estatuidas para la demanda, las excepciones previas y la contestación. Por la misma razón, el desistimiento de la acción, no impide la substanciación y decisión de la reconvención.

La Prueba. Concepto: El concepto de prueba ha sido definido por los autores de diferentes maneras: Es la demostración de la verdad de un hecho realizada por los medios legales. (Carnelutti). Es la verificación las afirmaciones formuladas en el proceso, conducentes a la sentencia. (Sentís Melendo). En general dícese de todo aquello que sirve para averiguar un hecho, yendo de lo conocido hacia lo desconocido. Forma de verificación de la exactitud o error de una proposición (Couture). Es la verificación judicial por los modos que la ley establece, de la verdad de un hecho 
controvertido del cual depende el derecho que se pretende (Alsina). 
Art.243 CPC. APERTURA A PRUEBA: El juez recibirá la causa a prueba, aunque las partes no lo pidan, siempre que se hubieren alegado hechos conducentes acerca de los cuales aquellas no estuvieron conformes.
Pruebas: 
 Importancia: Todo proceso controvertido requiere, como regla general, la apertura de la causa a prueba, como un modo de garantizar el derecho a la defensa. 
Todo derecho nace, se transforma o extingue como consecuencia de un hecho, y a las partes, en primer término y de manera principalísima corresponde producir la prueba de hechos alegados que sean conducentes, para que en la sentencia el juez deduzca el derecho que surja de ellos. 
Verdad Real (Material o absoluta) y Verdad Formal (Relativa). 
Probar es demostrar la verdad; ésta verdad debe ser la material, la que guarda conformidad con lo realmente acontecido; la verdad verdadera.
La verdad del proceso muchas veces no coincide con la verdad real en el sentido de que ella es consecuencia del material probatorio del expediente que puede ser insuficiente o no corresponder a la realidad. 
A las partes incumbe la prueba de los hechos
. 
 Objeto (de la prueba): Se prueban los hechos. 
 Prueba de los hechos: El objeto de la prueba son los hechos que las partes alegan como fundamento de sus pretensiones. Los hechos sobre los que debe versar la prueba en el proceso son los controvertidos y conducentes: Siendo así, la prueba tendrá por objeto la demostración de la existencia o inexistencia de los hechos con el fin de formar la convicción del juez. 

Prueba del derecho: El juez debe conocer el derecho, de acuerdo al principio "iura novit curiae". El derecho normalmente no se prueba, se interpreta. La ley extranjera puede aplicarse cuando las partes lo soliciten en cuyo caso el juez podrá aplicarla de oficio (siempre que no se opongan a las instituciones políticas, las leyes de orden público, la moral y las buenas costumbres), sin perjuicio de que las partes prueben su existencia y su contenido. 
La Costumbre: El uso, la costumbre o la práctica, no pueden crear derechos, sino cuando las leyes se refieran a ellos. 
Hechos que no necesitan probarse: Son los hechos admitidos o confesados por las partes, los hechos notorios y los hechos presumidos por la ley. 
Hechos confesados o admitidos por las partes: Existe confesión cuando se reconoce expresamente un hecho. Existe admisión cuando se guarda silencio o se dan respuestas evasivas. 
Hechos notorios: No necesitan ser probados. Son aquellos cuya existencia es conocida por la generalidad de los ciudadanos en el tiempo y en el lugar en que se emite la decisión (CARNELUTTI). Es aquél cuyo conocimiento forma parte de la cultura general, normal, propia de un determinado círculo social en el momento en que la decisión se pronuncia (CALAMANDREI). 
Su característica es que pertenecen al dominio público, es decir nadie lo pone en duda. Pueden referirse a acontecimientos políticos, históricos, atmosféricos. 
El juez debe tener por cierto un hecho notorio aunque las partes no lo hayan invocado. La calificación de un hecho como notorio corresponde al juez. 
Hechos presumidos por la ley: Son los constituidos por las presunciones "luris Tamtum". 
La persona a quien beneficien no necesita probar el hecho sobre el cual la presunción recae. Se tiene: por existente el hecho presumido siempre que se halle acreditado el hecho que es su antecedente (P/Ej.: acreditado el matrimonio, la ley presume que los hijos son matrimoniales). 

Carga de la Prueba: La carga de la prueba incumbe a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el Juez o Tribunal no tengan el deber de conocer. Cada parte debe probar el presupuesto de hecho de la norma que invoca como fundamento de su pretensión o defensa. La presunción produce el efecto de invertir la carga de la prueba, vale decir quien se ampare en la presunción no necesita probarla, debe hacerlo quien la niegue o desconozca. 

Oposición a la Apertura a prueba. Sí alguna de las partes se opusiere dentro de tercero día, el juez resolverá lo que sea procedente, previo traslado. 
La resolución sólo será apelable si dejare sin efecto la apertura a prueba. (Art. 244). 
Las partes tiene la facultad de oponerse a la apertura (de la causa a prueba, cuando: 
• a) considere que no existen hechos controvertidos o conducentes, y 
• b) cuando haya conformidad que la causa se sustancie, como de puro derecho. 
La resolución del juez que abre la causa a prueba es irrecurrible, pero la parte disconforme puede formular su oposición dentro del 3° día de la notificación de la providencia, que debe llevarse a cabo en el domicilio constituido. 
De dicho pedido el juez correrá traslado a la otra parte por el plazo de 5 días y dictará resolución, la que solo será apelable dentro del 3° día de notificada solo si decide no abrir a prueba el juicio. 
La oposición tiene el efecto de producir la interrupción del plazo de prueba.
  Prescindencia de la Apertura a prueba. Casos: Prescindencia de apertura a prueba por conformidad de partes. 
• La causa quedará conclusa para definitiva, si dentro del plazo de 3 días de quedar firme la providencia de apertura a prueba, todas las partes manifiestan: 
• Que no tienen ninguna prueba que producir.
• Que éstas consisten únicamente en las constancias del expediente o en la prueba documental y agregada y no cuestionada.
• Antes de la declaración, se corre nuevo traslado a las partes por 5 días, 1º. Al actor y luego al demandado (por su orden). 
La notificación se realiza por cédula. 

Facultad del Juez: El Juez, en uso de sus facultades instructoras, puede ordenar las diligencias que crea necesarias para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos."El juez recibirá la causa a prueba, aunque las partes no la pidan, siempre que se hubieren alegado hechos conducentes acerca de los cuales aquellas no estuvieren conformes" (art. 213). 
 Medios de Prueba no Previstos. El juez podrá disponer a pedido de parte el diligenciamiento de los medios de prueba no previstos en la ley, siempre que no afecten la moral, la libertad personal de los litigantes o de terceros, o no estén expresamente prohibidos para el caso.
Los medios de prueba no previstos se diligenciarán aplicando por analogía las disposiciones de los que sean semejantes, o su defecto, en la forma que establezca el juez." (Art. 246). Los medios de prueba previstos y tipificados por el CPC son: la confesoria, documental, testimonial, pericial, reproducciones y exámenes, reconocimiento judicial e Informes. 

 Importancia (de los medios probatorios no previstos): Tienen un futuro asegurado en el campo probatorio, dado que el incontenible y constante avance de la tecnología permite pensar que los mismos se convertirán en los medios más seguros y eficaces que los medíos tradicionales (por ejemplo el ADN para la filiación).
 
 Principio de amplitud de la prueba: El juez podrá disponer a pedido de parte el diligenciamiento de pruebas no previstos en la ley siempre que se cumplan con los requisitos de admisibilidad que son comunes a todos los medios probatorios, estén o no previstos en la norma (que no afecten la moral, la libertad personal de los litigantes o de terceros, o no estén expresamente prohibido para el caso).
La eficacia como elementos de convicción queda sometida a la apreciación de los jueces de acuerdo a las reglas de la sana crítica 
Prueba Pre constituida: Los medios de prueba no previstos, en el mayor de los casos adquieren la forma de prueba pre constituida que es aquella que se produce o prepara de antemano, con el objeto de emplearla en un eventual juicio que pudiera surgir. (Ej. Un acta notarial sobre algún hecho o alguna manifestación) 
 Pertinencia. (De la prueba) Sólo deberán producirse pruebas sobre hechos que hayan sido articulados por las partes en sus escritos respectivos. 
Las que se refieran a hechos no articulados serán desechadas en la sentencia definitiva, salvo lo dispuesto respecto de los hechos nuevos alegados…. (Art. 247).
La pertinencia de la prueba se refiere a la idoneidad o eficacia de los medios probatorios. 
Un medio de prueba es pertinente cuando resulta idóneo, eficaz para acreditar un hecho. La prueba es impertinente por no corresponder a los hechos articulados por la partes en los escritos de demanda, contestación, reconvención y su responde salvo los hechos nuevos; debe ser rechazada por el juez en la sentencia definitiva que es en la oportunidad donde se pronunciará sobre la impertinencia o no de la prueba.  Admisibilidad de la Prueba. “No serán admitidas pruebas que fueren prohibidas por la ley, manifiestamente improcedentes, superfluas o meramente dilatorias, si lo hubieren sido, no serán consideradas en la sentencia". (Art. 247). 
La admisibilidad de la prueba se vincula con su objeto y 
Siendo así, no será admisible una prueba: 
a) que atente contra fa moral, la libertad de las partes, la dignidad de las personas, 
b) que se halle prohibida por la ley, 
c) que sea extemporánea, 
d) que sea innecesaria, superflua o meramente dilataría. 
La prueba inadmisible deberá ser rechazada in limine por el juez en el supuesto de que no lo haya hecho así, no deberá ser considerada por él en la sentencia. 
Constancias de Expedientes. Cuando la prueba consistiere en constancias de otros expedientes judiciales o administrativos no terminados, la parte agregará los testimonios o certificados de las piezas pertinentes, sin perjuicio de la facultad del Juez de requerir dichas constancias o los expedientes, en oportunidad de encontrarse la causa en estado de dictar sentencia. (Art. 248). 
Carga de la Prueba. “Incumbirá la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto Jurídico que el juez o tribunal no tengan el deber de conocer. Los hechos notorios no necesitan ser probados; la calificación de los mismos corresponde al juez. ". (Art. 249). 
Regla General: En el régimen dispositivo que rige nuestro proceso civil, la formación de material de conocimiento en el proceso constituye una carga para las partes y condiciona la actuación del juez en razón de que no puede en la sentencia referirse a otros hechos que no sean los alegados y probados. 
Cada litigante, cualquiera sea su posición procesal, debe acreditar los hechos y circunstancias en los que funda su pretensión o defensa. 
La prueba de los hechos alegado es una condición para la admisión de las pretensiones. Consiste en una carga NO en una obligación para las partes. 
 Concepto de la carga de la prueba: es acreditar los hechos y circunstancias en los que se fundan pretensiones o defensas. La carga consiste en la necesidad de realizar determinado acto para evitar que sobrevenga un prejuicio procesal. 
Su no producción supone un riesgo del cual puede derivarse un perjuicio.
En el proceso civil probar es vencer y la carga es un imperativo del propio interés 

 Hechos Nuevos. Cuando con posterioridad en la contestación de la demanda o reconvención ocurriere o llegar a conocimiento de las partes algún hecho que tuviere relación con la cuestión que se ventila, podrán alegarlo hasta seis días después de notificada la providencia de apertura a prueba. 
Del escrito en que se dará traslado a la otra parte, quien dentro del plazo para contestarlo, podrá también alegar otros hechos contraposición a los nuevos aducidos. 
En este caso, quedará suspendido el plazo de prueba hasta la notificación de la resolución que los admita o los deniegue.
En los supuestos mencionados en los párrafos precedentes, las pruebas podrán recaer también sobre los hechos nuevos invocados. 
Será irrecurrible la resolución que admitiere hechos nuevos. (Art. 250)
Concepto: El hecho nuevo es aquel que teniendo relación con la cuestión controvertida en el proceso, se produce o recién es conocido por quien lo alega después de trabada la relación procesal por demanda y contestación o reconvención en su caso. Supone la incorporación al proceso de nuevos datos fácticos que, sin alterar los elementos constitutivos de la pretensión, tienden a confirmar, complementar o desvirtuar la causa. 
 Admisibilidad: Los requisitos necesarios para que pueda admitirse la alegación de hechos nuevos son:
1- Que el hecho se haya producido con posterioridad a la contestación de la demanda o reconvención, es decir después de la constitución del proceso.
2- Que siendo el hecho anterior, sea conocido por las partes recién después de la demanda o reconvención; la contraparte puede contradecir la supuesta ignorancia. 
3- Que el hecho tenga relación con la cuestión que se ventila o sea debe referirse a las pretensiones deducidas, sin alterar los elementos fundamentales de la acción;
4- Que el hecho se alegue hasta 6 días después de notificada la providencia de apertura de la causa a prueba.
Es un plazo individual para cada parte, la que debe proponer el hecho nuevo en el plazo mencionado de 6 días, que se computa desde que fue notificada del auto de prueba. 
SUSPENSIÓN DEL PLAZO DE PRUEBA: el plazo de prueba se suspende hasta la notificación de la resolución que los admita o deniegue, siendo ésta irrecurrible en el supuesto de que los admita.

 Inversión de la carga de la prueba: Cada parte debe probar el presupuesto de hecho de la norma que invoca como fundamento de la pretensión o defensa. 
La inversión de ésta carga se produce cuando alguien niega la existencia de hecho, entonces la contraparte debe probar que el hecho cuya existencia se niega ocurrió en realidad. También se produce cuando la parte se funda en un presunción legal, a la contraria le corresponde la carga de la prueba para desvirtuar esta presunción.
Por ejemplo: justificado el matrimonio, la ley presume que los hijos son matrimoniales.
 
PLAZO ORDINARIO DE PRUEBA. Art. 253.
Plazo ordinario de prueba y plazo para ofrecimiento de ellas. 
El plazo será fijado por el juez y no excederá de 40 días. 
Las pruebas deberán ofrecerse dentro de los primeros diez días, salvo lo dispuesto para la prueba documental (219) y la de absolución de posiciones. (Art. 277) dentro de los 20 días de la apertura de la causa a pruebas. 

 Duración: La duración máxima del plazo ordinario de prueba es de 40 días, el Juez está facultado para fijarlo, pudiendo tener una duración menor. 
Puede clausurarse anticipadamente por acuerdo de partes o porque todas las pruebas se hayan producido. 
Carácter: El plazo ordinario de pruebas es común. 
Comienza a correr para todos por igual desde el día siguiente de la notificación a las parles de la providencia que ordenó la apertura a prueba. 

 Plazo para el ofrecimiento. Regla general: La regla general indica que el ofrecimiento de la prueba en el proceso de conocimiento ordinario debe realizarse dentro de los primeros 10 días de haber quedado firme la providencia que abrió a prueba le causa. 

Régimen especial: Un régimen especial se halla previsto para el ofrecimiento: 
a) De la prueba documental debe ajustarse a las previsiones del 219: Agregación de la prueba documental. 
El actor deberá acompañar con la demanda la prueba documental que hubiere en su poder no la tuviere a su disposición, la individualizará indicando su contenido, el lugar, archivo, ofician pública o persona en cuyo poder se encuentro y acompañarse con los escritos de demanda, contestación reconvención y su responda, salvo que no se lo tuviere disposición, en cuyo caso deberá individualizarse indicando su contenido, el lugar, archivo, oficina pública o persona en cuyo poder se encuentre...
b) Absolución de posiciones la que deberá ser ofrecida por las partes dentro de los primeros 20 días del plazo probatorio. (Art 277).

 PLAZO ORDINARIO AMPLIADO: Cuando las pruebas deban practicarse en la república, pero fuera del asiento del juzgado o tribunal, se estará a lo dispuesto por el Art. 149.- Ampliación. Para toda diligencia que deba practicarse dentro de la República y fuera del lugar del asiento del juzgado o tribunal, quedan ampliados los plazos fijados por este Código a razón de 1 día por cada 50 km., para la región oriental, y de 1 día por cada 25, para la región occidental (Art. 254). 
 Procedencia: La ampliación del plazo de prueba en razón de la distancia, se halla previsto para el caso del diligenciamiento de medios probatorios en el territorio de la república pero fuera del asiento del juzgado se opera por mandato expreso de la ley "ministerio legis", no necesita pedido de parte ni resolución judicial. 
 Regla General: Esta consagrada en el 149 del CPC, que dispone la ampliación a razón de 1 día por cada 50 Km. en la región oriental, y 1 día por cada 25 Km. en la región occidental o chaco. La ampliación del plazo debe estar referida y beneficia sólo a la diligencia probatoria de que se trate. 

PROCEDENCIA DEL PLAZO EXTRAORDINARIO DE PRUEBA: se concede para la prueba que haya de producirse fuera del territorio de la república. 
 Requisitos: Es menester que medie pedido de parte y pronunciamiento judicial fijando el plazo, el cual, queda sujeto al arbitrio judicial atendiendo a las distancia y a la mayor o menor facilidad de las comunicaciones. Procede en el proceso de conocimiento ordinario y debe llenarse los siguientes requisitos: 
a- debe solicitarse dentro de los 10 días de notificada la providencia de apertura a prueba. 
b- Que se indique con precisión la prueba cuyo diligenciamiento se solicita. 
Si es testifical, se indicaran los nombres y domicilios de los testigos;
Cuando deban testimoniarse documentos, se mencionaran los archivos o registros donde se encuentren. 
 Caracteres: El término extraordinario corre en forma independiente y paralela al plazo ordinario, beneficia solo a quien lo solicitó. No puede vencer antes que el ordinario. 
 Costas: Cuando ambos litigantes hubieren solicitado plazo extraordinario, las costas serán satisfechas en la misma forma que las demás del pleito. 
Pero si se hubiere concedido a uno solo, y éste no ejecutare la prueba propuesta, abonará todas las costas, inclusive los gastos en que hubiera incurrido la otra parle para hacerse representar donde debieron practicarse las diligencias. ". (Art. 260) 

Constancias de Expedientes. Cuando la prueba consistiere en constancias de otros expedientes judiciales o administrativas, no terminados la parte agregará los testimonios o certificados de las piezas pertinentes, sin perjuicios de la facultad del juez de requerir dichas constancias o los expedientes, en oportunidad de encontrarse la causa de dictar sentencia. (Art. 248) (Facultad oficiosa del Juez) 
Inapelabilidad de la providencia que ordena prueba. “Será inapelable toda providencia que ordenare diligencia de prueba dentro del periodo, respectivo". (Art. 251) 
Fundamento: Esta inapelabilidad de la resolución que ordena abrir a prueba se funda en el principio de amplitud de la prueba y en razón de que el mérito de las mismas será apreciado recién en la sentencia. 
Apelabilidad: A contrario sensu y fundado en el principio de la defensa en juicio, toda resolución judicial que no admita alguna diligencia de prueba es recurrible por ante el superior. 
 FIJACIÓN Y CONCENTRACIÓN (DE LAS AUDIENCIAS) “Las audiencias deberán señalarse dentro del periodo de prueba y en lo posible, simultáneamente en ambos cuadernos” 
Se concentraran en la misma fecha o en días sucesivos, teniendo en cuenta la naturaleza de las pruebas”. (Art. 252).
 Constituye un deber del Juez la concentración en un mismo acto o audiencia de todas las diligencias que sea menester realizar, lo que contribuye a la vigencia del principio de Inmediación, de capital importancia en materia de pruebas. 
Cuaderno de prueba. "Se formarán cuadernos separados de las pruebas de cada parte, que se agregarán al expediente al vencimiento del plazo probatorio". (Art. 263)  Objeto: La disposición prevé la formación de los llamados cuadernos de pruebas, cuyo objetivo es hacer más ordenada la producción y documentación del material probatorio, su formación es tarea y responsabilidad de los secretarios. 
Contenido: Son uno para cada parte, se constituyen con los respectivos escritos de ofrecimiento de prueba. En ellos el Juez debe dictar las correspondientes resoluciones de admisión o rechazo de las pruebas para su diligenciamiento, señalar las audiencias y cumplir las demás diligencias. 
Agregación: Vencido el plazo de prueba y realizado el informe del secretario sobre las pruebas producidas por las partes, el Juez ordenará la agregación de los cuadernos al expediente principal la agregación debe ser hecha por su orden, por el del actor, luego el del demandado, cuidando de foliar el expediente con numeración corrida en su parte superior, en razón de que la de los cuadernos es realizada en la inferior. 
 Prueba dentro del radio urbano. "Los jueces asistirán a las actuaciones de prueba que deban practicarse fuera de la sede del juzgado, pero dentro del radio urbano". (Art. 264). Deber de asistir: la norma, basada en el principio de inmediación, impone a los Jueces el deber de asistir a las actuaciones de prueba que deban practicarse fuera de la sede del Juzgado, siempre que sea dentro del radio urbano. 
Prueba fuera del radio urbano. "Cuando las actuaciones deban practicarse fuera del radio urbano, pero dentro de la circunscripción judicial, los jueces podrán trasladarse para recibirlas, o encomendar las diligencia a los de las respectivas localidades. Si se tratare de reconocimiento judicial o prueba pericial, los jueces podrán constituirse en cualquier punto de la república donde debe tener lugar la diligencia" (Art. 265). 
 Opción: Cuando las pruebas deban practicarse fuera del radio urbano, pero, dentro de la circunscripción judicial del Juez que entiende en la causa y ordenó la medida, se le otorga al mismo la alternativa siguiente: 
1.- trasladarse al lugar del diligenciamiento para recibirlas personalmente;
2.- encomendar su diligenciamiento a las autoridades judiciales de las respectivas localidades (Juez de Paz). 
Facultad legal: También se le concede al Juez la facultad legal de constituirse en cualquier punto de la república donde se deba llevar a cabo la diligencia, cuando se trata de reconocimiento judicial o prueba penal, pudiendo ejercer en virtud del texto legal, facultades jurisdiccionales fuera de los límites territoriales de la circunscripción judicial en la que ejerce competencia. 
Fundamento: • La razón de ser de la norma radica en la importancia que adquiere la percepción directa del Juez (principio de inmediación) en el diligenciamiento de las pruebas. 
Diligencia. Las medidas de prueba deberán ser pedidas y practicadas dentro del plazo. A los interesados incumbe urgirlas para que sean diligenciadas oportunamente. 266 
 Regla. General: Las pruebas deben ser pedidas, ordenadas y practicadas dentro del plazo probatorio. A las partes Incumbe la carga de ofrecerlas en la oportunidad señalada en la ley y de realizar todos los actos tendientes a que se diligencien dentro del plazo de prueba. 
Urgimiento: Al Juez le corresponde el deber de admitir la prueba, salvo que sea inadmisible y ordenar su practicamiento dentro del plazo. Las partes tienen la carga de ofrecerlas y practicarlas, como también la de urgir cuando no sean diligenciadas por motivos ajenos a su voluntad, para que sea diligenciadas oportunamente. 
El urgimiento no debe consistir en la presentación de un simple escrito, sino que debe ser eficaz, indicando cual es el obstáculo que impide su practicamiento y cuáles son los medios propuestos para superarlo y llevar a cabo la diligencia probatoria. 
Negligencia: Consiste en el abandono, omisión o falta de diligencia en la realización de la prueba en que incurre la parte que no la produjo en la oportunidad debida. 
Si la parte muestra negligencia en el practicamiento de las pruebas, se produce la caducidad de éstas. 
SUSPENSIÓN DEL PLAZO: “La parte que hubiese mostrado diligencia en el ofrecimiento y producción de sus pruebas, podrá solicitar dentro de tercero día de notificada la providencia que declaró cerrado el periodo de prueba, la suspensión de la etapa procesal siguiente por un plazo máximo de 20 días en el proceso de conocimiento ordinario, y de 10 días en los procesos especiales o incidentes, a fin de producir las pruebas pendientes". (Art. 267). 
 Facultad de la parte diligente: La norma consagra la facultad de la parte diligente en el ofrecimiento y de producción de la prueba, de poder solicitar y obtener la suspensión de la etapa procesal siguiente, a fin de, producir las pruebas pendientes. 
Trámite: La solicitud debe formularse ante el Juez de la causa dentro del plazo de 3 días de notificada la providencia que declaró cerrado el período de prueba (que se notifica por automática). 
Se deduce por medio del trámite del incidente. 
Del pedido se corre traslado a la otra parte, quien en el plazo de 3 días debe manifestar su conformidad u oposición al pedido, debiendo manifestar en este último caso los motivos. 
Resolución: El juez resolverá el incidente dentro del plazo de 10 días. 
Apelación: La resolución es recurrible ante el superior, debiendo concederse en relación y con efecto suspensivo. 
 Plazo: Si el juez considera procedente el pedido, acordará un plazo máximo de 20 días en el proceso de conocimiento ordinario, y de 10 días en los procesos especiales e incidentes. 
 Reglas: 
I.- la negligencia debe ser examinada en relación a cada prueba. 
II.- sólo beneficia a la prueba para la cual fue solicitada. 
III.- el Juez no puede suplir la negligencia de las partes. 
IV.- la prueba de que se trate debió ser convenientemente urgida, mediante su oportuna y precisa individualización, con indicación de los obstáculos que impidieron su diligenciamiento y señalando los medios propuestos para superarlos y poder practicar la diligencia. 
V.- en caso de duda debe estarse por la realización de la prueba. 
Habilitación de días y horas inhábiles: Si se suspendiere el plazo respectivo, los jueces pondrán la máxima diligencia en la recepción de las pruebas, habilitando días y horas inhábiles cuando ello fuere necesario para que aquéllas se realicen. (Art. 268).
 
 Apreciación de la prueba. Salvo disposición legal en contrario los jueces formarán su convicción de conformidad con las reglas de la sana crítica. 
Deberán examinar y valorar en la sentencia todas las pruebas producidas, que sean esenciales y decisivas para el fallo de la pausa. 
No están obligados a hacerlo respecto a aquellas que no lo fueren". (Art. 269). 
CONCEPTO DE APRECIACIÓN DE LAS PRUEBAS: 
La apreciación de la prueba consiste en el acto por el cual el órgano judicial estima elemento o valor de las pruebas producidas sobre los hechos controvertidos en el juicio a fin de formar su convicción. Mediante ella se determina la eficacia concreta de la prueba. La oportunidad para apreciar la prueba se produce con motivo de dictar sentencia. 
SISTEMAS. TRES SON LOS SISTEMAS DE VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS:

1.-Prueba legal: llamada también tasada o tarifada en la que la valoración esta impuesta por la ley. Resulta independiente del criterio del juez.
Ej.: presunciones iure et de iure o cuando la ley establece una forma determinada de prueba (Por escrito, los contratos que tienen por objeto más de diez jornales mínimos legales, las donaciones de inmuebles con cargo y las que tienen por objeto prestaciones periódicas o vitalicias, testamentos). 
2.-Libres convicciones: El juez al valorar la prueba no está sujeto obligatoriamente a ninguna regla que haya sido directa o indirectamente indicada por la ley. Su libertad de apreciación es amplia y no se encuentra restringida ni limitada.
3.-Sana crítica: En este sistema la valoración de la prueba excluye la discrecionalidad judicial irrestricta. 
En su apreciación el juez debe fundarse en los principio de la lógica y de la experiencia, es decir, en los principios extraídos de la observación del normal comportamiento humano confirmado por la realidad. 
El sistema de la sana critica es el seguido como regla general, salvo disposición legal en contrario, dice la norma por nuestro CPC. 
Art.261. CLAUSURA DEL PERIODO DE PRUEBA:
El periodo probatorio podrá ser clausurado antes de su vencimiento, habiendo conformidad de partes, o si todas las pruebas hubiesen sido producidas.


Pruebas anticipadas. Finalidad: Las diligencias anticipadas de prueba tienen por objeto el diligenciamiento de las mismas antes de iniciarse el juicio. La finalidad es preservativa o conservativa, atendiendo a que su practicamiento en la etapa procesal oportuna puede ser difícil o imposible por existir riesgo serio de que desaparezcan. 
Quienes pueden solicitarlas?: Tanto el que pretende demandar como el que cree que será demandado. El juez admitirá sin substanciación el pedido formulado, vale decir sin correr traslado, salvo que las rechace de oficio por considerarlas inadmisibles o improcedentes. 
 Enumeración legal: No es taxativa, sin embargo no será admisible la absolución de posiciones porque la misma sólo puede producirse entre las partes de un proceso ya iniciado.
 Los que pretendan demandar o crean que van a ser demandados, podrán pedir, antes de la demanda: 
a) que se verifique un reconocimiento judicial de los lugares o las cosas que habrán de ser motivo de prueba en el juicio y que están expuestas a transformarse o desaparecer en breve plazo; 
b) el reconocimiento de la firma de un documento privado emanado del que habrá de ser su adversario o de sus causantes a título universal singular;
c) que se reciba declaración de algún testigo de muy avanzada edad, o que se halle gravemente enfermo o próximo a ausentarse de la República: y
d) el reconocimiento pericial del estado: calidad y cantidad de cosa de fácil descomposición, o que no pueda ser efectuado durante el juicio en condiciones convenientes. 
El juez admitirá sin sustanciación alguna las pruebas solicitadas, salvo que las considere notoriamente procedentes. Art. 270 

-Reconocimiento judicial. De lugares o cosas expuestos a transformarse o desaparecer., El juez debe constituirse en el lugar del inmueble o en el que se encuentre la cosa mueble, si no es posible su exhibición en la sede del juzgado, debe labrarse acta detallada del estado y condiciones en que se encuentren. 
- Reconocimiento de firma: De un documento privado, para lo cual el Juez debe fijar un plazo o señalar una audiencia a los efectos de que se reconozca o niegue la autenticidad de la firma. 
- Declaración de testigos: De muy avanzada edad, gravemente enfermos o próximos a ausentarse de la república. El Juez debe señalar audiencia al efecto, notificando por cédula al testigo, salvo que tenga que trasladarse al lugar donde éste se encuentre por ser muy anciano o enfermo. 
- Reconocimiento Pericial: De cosas de fácil descomposición o que no pueda ser efectuado en juicio en condiciones convenientes. El juez nombrará un perito cuando se requieran conocimientos técnicos, caso contrario bastará con el reconocimiento judicial. 
- Competencia. El pedido de pruebas anticipadas deberá presentarse ante el juez que sería competente para conocer de la demanda. Las pruebas así obtenidas no perderán validez por la circunstancia de que el pleito radique en definitiva ante otro juez, ni por el transcurso del tiempo. Art. 271. El pedido de diligenciamiento de pruebas anticipadas debe solicitarse ante el Juez que sería el competente para conocer en la demanda principal, aunque finalmente se la tenga que radicar ante otro juez que fuere competente al momento de promoverla. Se halla fundada en razones de conexidad. 

Validez de la Prueba: Las pruebas llevadas a cabo en forma anticipada no pierden su validez por la circunstancia de que el pleito radique en forma definitiva ante otro juez, ni por el transcurso del tiempo. 
 Requisitos: El que solicite pruebas anticipadas deberá acreditar el motivo por el cual teme la perdida de la prueba. Además, deberá expresar claramente las acciones que se propone deducir o el litigio cuya iniciación teme, designando el adversario, con indicación de su domicilio, para proceder a su citación. Si la urgencia del caso no permite la citación de parte, las pruebas se realizarán con intervención del Ministerio de la Defensa Publica. Art. 272. 
 Forma y requisitos; El pedido de diligenciamiento anticipado de pruebas debe ser por escrito, indicando claramente el motivo de la petición, además debe expresar las acciones que se propone deducir o el litigio cuya iniciación se teme. Se debe individualizar al adversario en el futuro litigio, indicando el lugar de su domicilio real a los efectos de su notificación y citación. 
Recurribilidad de la Resolución. El auto que admita las pruebas anticipadas será irrecurrible, pero podrá apelarse del que las deniegue. Art. 273. 
Pedido incidental de pruebas anticipadas. En los casos previstos por el art. 270, los litigantes también podrán pedir el anticipo de diligencias probatorias, después de trabada la litis. Art. 275.
Estos casos son: 
a- que se verifique un reconocimiento judicial de los lugares o las cosas que habrán de ser motivo de prueba en el juicio y que están expuestas a transformarse o desaparecer en breve plazo;
b- el reconocimiento de la firma de un documento privado emanado del que habrá de ser su adversario o de sus causantes a titulo universal o singular, 
c- que se reciba declaración de algún testigo de muy avanzada edad, o que se halle gravemente enfermo o próximo a ausentarse de la República, y 
d- el reconocimiento pericial del estado, calidad y cantidad de cosa de fácil descomposición, o que no pueda ser efectuado durante el juicio en condiciones convenientes.

 TIPOS DE PRUEBA QUE EXISTEN EN EL PROCEDIMIENTO ORDINARIO     
        1.- PRUEBA CONFESORIA.
Concepto y clases de confesión: Reviste el carácter de confesión la manifestación de una parte de ser cierto un hecho contrarío a su interés y favorable a la otra. Ella puede ser Judicial o extra judicial. La judicial, espontánea o provocada. Esta última resultará de posiciones o preguntas puestas o dirigidas por la parte contraria, que ofreció en tiempo este medio de prueba, o de interrogaciones del juez. Art. 276.
       Confesión Concepto: La confesión consiste en la declaración que uno de los litigantes hace de la verdad de un hecho susceptible de producir consecuencias jurídicas a su cargo. La confesión siempre ha sido considerada como la prueba más completa “probatio probatissima” en cuanto a su eficacia y efectos, la rema de las pruebas "regina probationum". Se funda en la presunción de veracidad del confesante, por ello se dice: la confesión de parte relevo de prueba. Si es espontánea constituye suficiente prueba como para que el Juez falle apoyado en las manifestaciones del confesante. En nuestra legislación procesal, se le da a la confesión provocada un valor que será apreciado por el juez, de acuerdo con los principios de la sana crítica.
Clasificación  de la prueba confesoria: Se clasifica la confesión en judicial o extrajudicial, pudiendo ser la judicial espontánea o provocada. 
( Judicial es la que se presta durante el curso del proceso, de acuerdo con las reglas legales. La prestada ante juez incompetente es válida siempre que haya sido entre las mismas partes.
( Extrajudicial: se produce fuera del proceso, pero su existencia puede ser invocada en juicio como un hecho que deberá ser objeto de prueba. 
( Espontánea: es la que se efectúa sin previo requerimiento de la parte contraria o del juez. Se puede prestar en cualquier etapa del juicio y no requiere formas especiales. 
( Provocada: Se produce mediante posiciones o preguntas de la parte contraria o que el Juez.
( Expresa: Es la presentada en forma categórica, eje Reconocimiento de los hechos expuestos en la demanda; allanamiento; absolución de posiciones. Hace plena prueba y es irrevocable, salvo error o violencia (Art 297 CPC) 
( Tácita: “ficta confessio”, se produce cuando la ley considera reconocido un hecho, aunque no haya habido reconocimiento expreso. Tiene los efectos del reconocimiento expreso, salvo prueba en contrario 
( Simple: cuando se reconoce un hecho sin agregar ninguna circunstancia que modifique sus efectos. 
( Calificada: cuando se reconoce el hecho pero se le atribuye distinta significación jurídica lo que hace que se modifiquen sus efectos. 
( Compleja: cuando se alega un hecho destinado a destruir sus efectos, puro puede ser separado del hecho principal. Se propone un hecho extintivo, restrictivo o modificativo. 
( Verbal o escrita: por la forma en que se produce, en una audiencia o mediante la presentación de un escrito judicial o un documento en donde conste. 
( Divisible o indivisible: cuando sus efectos son susceptibles de separarse. La simple y calificada por lo general, es indivisible. La compleja puede ser divisible.

ABSOLUCIÓN DE POSICIONES: De la confesión provocada. Cada parte podrá exigir dentro de los 20 primeros días del plazo probatorio, que lo contraria absuelva posiciones relativas a la cuestión que se ventila. Se considerará también parte contraria al colitigante que asumiere o sostuviere en el proceso actitudes o pretensiones contrarias a las de su comparte. Art. 277. 
 Concepto: La absolución de posiciones es el medio por el cual a pedido de parte o de oficio, se, trata de obtener la confesión de la otra parte en el proceso, de acuerdo con las reglas legales. 
 Pliego de Posiciones. Presentación del pliego o incomparecencia del ponente: El pliego deberá ser entregado en Secretaría por lo menos una hora antes de la fijada para la audiencia, en sobre cerrado, al que se le pondrá el cargo agregara a los autos, y no haciéndolo así el ponente, sólo podrá formular verbalmente las posiciones en la audiencia, si compareciere el absolvente. Si la parte que pidió las posiciones no compareciere sin justa causa a la audiencia, ni hubiere dejado el pliego, y compareciere el citado, perderá el derecho de exigirlas en esa instancia. Pero si el pliego fue presentando en tiempo oportuno, la audiencia deberá realizarse aunque no se encontrare presente el ponente. 
 Concepto: Se denomina pliego de posiciones al escrito en el cual consignan las posiciones que una parte pone a la otra en juicio. El conjunto de aserciones que el ponente presenta para que sean respondidas por el absolvente. Las posiciones son cada una de las proposiciones afirmativas que formula la parte que propone la prueba de absolución (ponente) a fin de obtener de la contraria (absolvente) una respuesta afirmativa o negativa sobre las mismas. 
 Reserva del Pliego: El pliego será reservado por el absolvente hasta el día de la audiencia. Podrá hacerlo en sobre cerrado, a los efectos de que no se conozca su contenido. Deberá ser entregado en secretaria con por lo menos 1 hora de anticipación de la fijada para la realización de la respectiva audiencia. Se le pondrá cargo y se lo agregará al expediente para su apertura en el acto de la audiencia. Debe ir firmado por el representante convencional o patrocinante. Puede ser ampliado verbalmente en el acto de la audiencia.
 Reglas:
a.- Las posiciones deben redactarse en forma afirmativa, o asertiva y ser claras y concreta; no o susceptibles de interpretarse en distintos sentidos.-
b.- Las posiciones deben versar sobre hechos y no sobre cuestiones de derecho, opiniones o puntos de vistas del absolvente. Deben ser relativas a la actuación del absolvente o que tiene obligación de conocer.
c.- No versarán más que sobre u hecho el que constituye una afirmación o confesión para el ponente sobre la existencia de ese hecho, y que requiere del absolvente que lo admita.
d.- Deben hallarse redactadas en forma tal que permita una contestación afirmativa o negativa. Por ej.: Posición: diga cómo es verdad y le consta. Respuesta: Si; o no, no es verdad.
e.- Deben ser referidas a puntos, es decir, no reconocidos o admitidos por la otra parte. 

2.- PRUEBA DOCUMENTAL: Podrá presentarse como prueba toda clase de documentos, tales como fotografías, radiografías, películas cinematográficas, diagrama, calcos y grabaciones fonográficas.Art.303CPC.
 Concepto: Documento en sentido general, es toda representación material destinada e idónea para reproducir una determinada manifestación del pensamiento. La enumeración de documentos que realiza el Art 303 es simplemente ejemplificativa, siendo admitidas en juicio, como prueba, toda clase de documentos. 
Carga Procesal: el CPC impone a las partes a la carga de acompañar, con la demanda, la prueba documental que tuviere en su poder, si no la tuviere a disposición debe individualizarla indicando su contenido, el lugar, archivo, oficina pública o persona en cuyo poder se encuentre. Esta regla general se aplica a la contestación de la demanda, la reconvención y su contestación, la oposición de excepciones, la deducción de incidentes, el proceso de conocimiento sumario. 
Clases de documentos: 
a) Por el contenido: pueden ser: 
Declarativos: comportan una declaración de la persona, a su vez pueden ser: 
Dispositivos: Cuando en virtud de la declaración formulada se constituyen, modifican o extinguen relaciones jurídicas (contrato, pagaré, laudo arbitral, resolución administrativa etc.). Informativos: Cuando sólo dejan constancia de una situación de hecho. (Asientos en los libros de los comerciantes, fichas medicas)." 
Representativos: Cuando no contienen ninguna declaración. (Planos, fotografías). 
b) Por la función: Constitutivos (de los actos jurídicos): Cuando la Ley exige como requisito formal indispensable para la validez del acto jurídico. Su incumplimiento trae aparejada la nulidad del acto; Por ej. Las donaciones de inmuebles, etc., deben hacerse por escritura pública bajo pena de nulidad.
Probatorios: Se sirven para constatar la existencia de un acto jurídico respectó del cual la Ley no exige forma determinada. Se utilizan como medios de prueba del acto, sin excluir los demás de prueba. 
C) Por los sujetos: Se dividen en instrumentos públicos y privados
6.- Instrumentos públicos:Son aquellos que han sido otorgados o autorizado por los funcionario: públicos o depositarios del la fe pública dentro de los límites de su competencia (territorial y material) y de acuerdo con las formas prescriptas por la Ley. 
7.- Caracteres fundamentales: Los caracteres fundamentales de los instrumentos públicos son: I.- Autenticidad: Es la calidad o atributo del documento que tiene autor cierto en razón de las circunstancias que concurren en él y que lo hacen indubitable. II.- Fecha Cierta: Resulta y es consecuencia de las manifestaciones del otorgante y no necesita ser probada. 
 Instrumentos privados. Concepto: Son los elaborados por las partes, sin intervención de funcionarios públicos o notarios (Ej.: contratos) no requieren forma determinada y pueden redactarse en cualquier idioma.
 Los instrumentos privados por lo general no requieren forma determinada, pueden redactarse en cualquier idioma y ser fechado en cualquier día:
- Firma: Tiene por objeto individualizar a su autor y constituye una condición esencial para su validez. No puede ser reemplazada ni por iníciales ni por signos la impresión digital puesta en un instrumento no es suficiente para acreditar por sí sola, de un modo fehaciente, la voluntad del que la ha estampado. 
- Doble Ejemplar: Los instrumentos privados que contengan convenciones bilaterales deben redactarse en tantos ejemplares como partes haya con interés distinto. Se subsana la omisión si se produce alguna de las circunstancias señaladas en el CC. Los instrumentos privados carecen de autenticidad y de fecha cierta. 
- Autenticidad: La autenticidad de un instrumento privado se obtiene mediante el reconocimiento de la firma por su autor, que puede ser voluntario o tácito, o la comprobación judicial en caso de negación, mediante el cotejo.
- Fecha: Los instrumentos privados aunque estén reconocidos no prueban contra los terceros o los sucesores a título singular, la verdad de la fecha expresada en ellos. Su fecha cierta será de dichas personas: 
I- la de su exhibición en juicio, o en una repartición pública, si allí quedare archivado; 
II- la de su autenticidad o certificación por un escribano; 
III- la de su trascripción en cualquier registro público; y 
IV.- la del fallecimiento o la imposibilidad física permanente para escribir de la parte que lo firmó, o de la que lo extendió o del que firmó. 

3.-PRUEBA TESTIMONIAL
CONCEPTO: La prueba testimonial es la que se lleva a cabo mediante las declaraciones de personas físicas, denominados testigos, distintas de las partes y del órgano judicial. 
Reviste el carácter de tal el “Acto procesal mediante el cual una persona informa al magistrado lo que sabe sobre determinados hechos”.
Todo ciudadano puede ser llamado a prestar declaración testifical, salvo excepciones expresas de la ley en razón a la edad, el estado, o circunstancias personales propias o vinculadas a la causa.
OBJETO: La prueba debe recaer sobre todo tipo de hechos siempre que los mismos sean admisibles y pertinentes conforme a la regla general en materia probatoria contenida en el Art. 247 del CPC.
Art. 247 CPC “Pertinencia y admisibilidad de la prueba: Sólo deberán producirse pruebas sobre hechos que hayan sido articulados por las partes en sus escritos respectivos. Las que se refieran a hechos no articulados serán desechadas en la sentencia definitiva, salvo lo dispuesto respecto de los hechos nuevos alegados.
No serán admitidas pruebas que fueren prohibidas por la ley, manifiestamente improcedentes, superfluas o meramente dilatorias; si lo hubieren sido, no serán consideradas en la sentencia”. 
PRUEBA DE LOS HECHOS Y DE LOS CONTRATOS: 
HECHOS: La cuestión del objeto se vincula con la materia que será la sustancia de la declaración, en el caso, con los concretos hechos acerca de los cuales podrá declarar el testigo.
En primer lugar debe tratarse de acontecimientos pasados o pretéritos, acaecidos con anterioridad al acto mismo aunque pueden subsistir o no en el momento de la declaración.
Como principio general se sostiene, que el objeto del testimonio lo constituyen los hechos que han caído bajo el dominio de los sentidos, memoria y lenguaje del testigo. Pero hay quienes sostienen, que el testimonio solo puede comprender hechos directamente percibidos por el testigo. Y otros consideran que el objeto del testimonio son los hechos conocidos por el testigo por sus sentidos, o los que este ha deducido de sus percepciones y los por él realizados.
Pueden ser objeto de este tipo de prueba: 
1.- Hechos que hayan sido percibidos directamente por el testigo. El testigo puede ser examinado sobre sus propias observaciones respecto de los hechos que relata los cuales valen –dice Chiovenda - como hechos subjetivos, esto es, personales suyos, no como expresión de lo que objetivamente debe estimarse como consecuencia de determinados hechos, según las enseñanzas de una ciencia o de un arte, lo cual es misión propia del perito.
2.- Hechos que el testigo haya cumplido personalmente.
3.- El testigo de referencia que es aquel que declara sobre hechos que ha oído relatar a otras personas y que, por lo tanto, él no los conoció directamente. Aunque se discute su valor, es importante para acreditar hechos lejanos en el tiempo o que se vinculan a cuestiones íntimas o reservadas, que por lo general están fuera del alcance de las partes directamente involucradas, sobre todo cuando concurre con otros elementos de convicción.


CONTRATOS: La prueba de los contratos se halla regulad en el Código Civil (Arts. 703 al 707), el cual establece que los mismos se probaran de acuerdo a las leyes procesales, si no tuvieren una forma prescripta por dicho Código Civil.
1. Los contratos que tengan una forma determinada por las leyes no se juzgarán probados si no revistieren la forma prescripta, a no ser que:
a) Hubiese habido imposibilidad de obtener la prueba designada por la ley. Se juzgará que hay imposibilidad de obtener o de presentar prueba escrita del contrato, cuando hubiese sido celebrado en circunstancias imprevistas en que hubiese sido imposible formularlo por escrito.
b) Hubiese un principio de prueba por escrito en los contratos que pueden hacerse por instrumento privado. Se considerará principio de prueba por escrito cualquier documento público o privado que emane del adversario, de su causante o de parte interesada en el asunto, o que tendría interés si viviera y que haga verosímil el hecho litigioso.
c) Cuando una de las partes hubiere recibido alguna prestación y se negare a cumplir el contrato.
En los casos señalados precedentemente son admisibles todos los medios de prueba y, por supuesto, la testifical.
El Art. 706 del CC establece: “Los contratos que tengan por objeto una cantidad de más de diez jornales mínimos establecidos para la capital deben hacerse por escrito y no podrán ser probados por testigos”.

TESTIGO
Concepto: Es toda persona física, que da testimonio de una cosa. Distinta de las partes, quien es llamada por el juez a declarar sobre hechos que presencio o adquirió directo y verdadero conocimiento de las mismas. 
Los testigos son terceros respectos de los sujetos del juicio, personas que carecen de toda vinculación procesal con las partes, o con el proceso en trámite. Las personas jurídicas no pueden oficiar de testigos, por cuanto carecen de órganos de percepción para captar hechos. 
CONDICIONES PARA SER TESTIGO:
a) Capacidad: El Art. 314 del CPC, establece: “Toda persona mayor de 14 años podrá ser propuesta como testigo y tendrá el deber de comparecer y declarar, salvo la excepciones establecidas por la ley”.
Para ser propuesto como testigo deberá tratarse de una persona física mayor de 14 años, esto es, menores que al momento de declarar tengan cumplida esa edad mínima. Ahora bien, lo que la ley exige es que el menor cuente con la edad de 14 años al tiempo de ser propuesto como testigo, y no que haya tenido tal edad al momento en que percibió o conoció los hechos por los que se lo llama a declarar, aunque la valoración quedara en este sentido y de igual modo sujeta al criterio que se “haya formado el juez acerca del grado de madurez intelectual alcanzado por el testigo”, sin duda que por aplicación de los principios de la sana crítica.
b) Extraneidad: Debe tratarse de personas distintas de las partes y del órgano judicial.
Por eso para Chiovenda el testigo es la “persona, distinta de los sujetos procesales, a quien se llama para exponer al juez las observaciones propias de hechos ocurridos de importancia para el proceso”.
No pueden ser testigos las partes, sin embargo, una de ellas puede ofrecer como testigo a uno de sus litisconsortes.
Para Palacio, en lo que atañe al litisconsorte, el consorte no podría ser testigo desde que en ese concreto proceso es parte, sin embargo sostiene que en ciertos supuestos podría darse la nota de extraneidad que torne admisible su declaración, así para probar un hecho propio, por oposición a uno común de ambos litisconsortes.
Morello enseña también que “se admite la declaración testimonial del litisconsorte, cuando está referida a hechos propios de otro litisconsorte que lo propone y a condición de que se encuentre asegurada la imparcialidad de sus declaraciones”.
c) Citación Judicial: Acto por el cual un juez o tribunal ordena la comparecencia de una persona, sea parte, testigo o perito, o cualquier otro tercero, para realizar o presenciar una diligencia que afecte a un proceso. Toda persona tendrá obligación de concurrir a la citación judicial. 
De lo dicho precedentemente se desprende, que la calidad de testigo se adquiere a partir de la providencia judicial que dispone su citación para el proceso.
d) Conocimiento: El juez podrá ordenar la citación de oficio de las personas propuestas por las partes en los escritos de constitución del proceso o cuando, según resultare de otras pruebas producidas, o que tuvieren conocimiento de hechos que pudiesen gravitar en la decisión de la causa.

OPORTUNIDAD: La prueba testimonial deberá ser ofrecida dentro del plazo de diez días del periodo probatorio en el proceso de conocimiento ordinario (Art 253, 2ª p. CPC). 
SISTEMA DEL CÓDIGO: Art. 318 CPC – “Número de testigos: En el proceso de
conocimiento ordinario cada parte podrá ofrecer hasta diez testigos como máximo, salvo petición expresa y debidamente fundada que justifique el ofrecimiento de un mayor número. Esta limitación no regirá para las citaciones de reconocimiento de firma. También podrán las partes proponer, subsidiariamente, hasta tres testigos para reemplazar a quienes no pudieren declarar por causa de muerte, incapacidad, o ausencia. Si el juez hubiere ampliado el número, podrán ofrecer hasta 5 más”.
El sistema que el Código adopta es el de establecer un número máximo de testigos, dependiendo de la naturaleza del proceso o cuestión.
• Proceso de conocimiento ordinario: Se permiten hasta diez testigos por cada parte.
- Testigos subsidiarios: Cada parte podrá ofrecer subsidiariamente hasta tres testigos, para remplazar a aquellos que no hayan podido declarar por muerte, incapacidad o ausencia.
-  Ampliación del número de testigos: Cuando la complejidad o cantidad de hechos que se necesitan probar justifique el ofrecimiento de un mayor número de testigos, deberá la parte solicitarlo en forma expresa y fundada. El número de testigos en este caso podrá llegar hasta cinco más.

SISTEMA DEL CÓDIGO: La norma establece como sistema para la producción de la prueba testifical, la fijación simultanea de dos audiencias: una principal y otra supletoria, que se rige por las reglas de los Arts. 153 al 155 del CPC.
Audiencia Principal: Cuando la prueba es admisible, el juez señalará una audiencia para el examen de todos los testigos ofrecidos en un mismo día.
Audiencias Principales Sucesivas: Cuando el número de testigos ofrecidos por las partes permitiere suponer la imposibilidad de que todos declaren en la misma fecha, se señalarán tantas audiencias como fueren necesarias en días seguidos, determinando cuales testigos depondrán en cada una de ellas. La norma persigue hacer efectivos los Principios de concentración de la prueba (Art. 252 CPC) y economía procesal, a fin de que el juez pueda recordar lo declarado e indague para obtener la verdad real, con lo cual la prueba testimonial efectivamente beneficiará a la justicia.
Audiencia Supletoria: Es la fijada por el juez en la misma resolución en que señaló la audiencia principal, pero con carácter de segunda citación, al solo efecto de que declaren los testigos que no hubiesen comparecido a la audiencia principal o cuando esta no haya podido llevarse a cabo por causas ajenas al testigo.


4-Prueba Pericial. Concepto
La prueba pericial: es la producida por peritos, cuando la comprobación de un hecho controvertido requiera conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, industria o actividad técnica, extraños al saber jurídico del juez.
La importancia de la prueba pericial radica en que muchas veces existen hechos que escapan al conocimiento del juez, y a través de esta figura encuentra el auxilio necesario para la apreciación exacta de los hechos controvertidos que se presentan en los diversos procesos.
 Perito.Concepto: Es la persona idónea cuya opinión es requerida cuando el juzgador no puede apreciar los hechos por sus propios medios.

Diferencia con el testigo:
En el perito lo que vale es su opinión fundada en la especialidad del cocimiento objetivo de los hechos que ha percibido.
En el testigo lo que se tiene en cuenta es el relato: objetivo de los hechos que ha percibido.
 Objeto: La pericia tiene por objeto, hechos. El dictamen pericial puede versar sobre:
a) La opinión o juicio del perito acerca del hecho mismo examinado o de sus causas o efectos (falsedad de un documento, causas de un siniestro).
b) La comprobación de un hecho que requiera una actividad técnica particular (dimensión de un terreno).
Clases de Pericia:
La prueba pericial puede ser voluntaria o necesaria.
a) Voluntaria: Cuando se lleva a cabo a petición de cualquiera de las partes o de Oficio por el Juez.
b) Necesaria: Existe cierto JUICIOS en los que la pericia se halla Impuesta por la ley (mensura, declaración de insania).
 Ofrecimiento.
Al ofrecer fa prueba pericial el interesado deberá:
a) indicar la especialización que han de tener los peritos:
b) proponer peritos, haciendo constar la aceptación de cargo juramento o promesa de decir verdad. A este efecto, el perito propuesto suscribirá también el escrito; y
c) Proponer los puntos de la pericia". 344.
Oportunidad (del ofrecimiento):
En el proceso de conocimiento ordinario, deberá ser ofrecida por escrito, dentro de los 10 días de haber quedado firme la providencia que decretó a apertura de la causa a prueba
 Requisito:
El escrito de ofrecimiento contendrá:
a) La proposición del perito, con los datos necesarios para su individualización, domicilio y, la especialización que posee.
b) Los puntos de la pericia, es decir, las cuestiones que serán sometidas al dictamen pericial,
c) La aceptación del cargo, el juramento o promesa de decir verdad y la firma, todo lo cual será hecho por el perito propuesto en el escrito de ofrecimiento.
Con relación al juramento COJ, dispone: "Producido el nombramiento y aceptado el cargo, los peritos prestarán juramento de desempeñarlo bien y fielmente, dentro del término que la ley le señale"

5.- Reproducciones y exámenes. Contenido de la prueba: 

El Juez podrá disponer a pedido de parte o de oficio, ejecución de planos, calcos, relevamientos, reproducciones fotográficas, cinematográficas u otras, de objetos, documentos, lugares o sonidos. 
Podrá igualmente ordenar la reconstrucción de los hechos y los exámenes científicos necesarios para su mejor esclarecimiento. 
Se aplicarán, en cuanto fuere pertinente, las disposiciones relativas a la prueba pericial o a la de reconocimiento judicial". Art. 364. 
Facultad del Juez y de las Partes: 
Tienen la facultad para producir el diligenciamiento el juez y las partes de todas las medidas que se mencionan en el artículo y que puedan servir para el esclarecimiento de la verdad de los hechos controvertidos. 
Alcance: La ejecución de planos, calcos, relevamientos, reproducciones fotográficas, cinematográficas u otros (grabaciones videos, etc.) de objetos, documentos, lugares o sonidos; abarca un amplio espectro de operaciones técnicas que el juez o las partes pueden encomendar realizar a la persona o entidad que sea idónea para ejecutar la diligencia de que se trate. 
 Importancia: 
Los exámenes científicos adquieren una extraordinaria, relevancia por las posibilidades que de ellos pueden emerger para el esclarecimiento de la verdad de los hechos, dado el constante e indeterminado avance de la ciencia y la tecnología. 
Su utilización podrá resultar en muchos casos, incluso más eficaz que los tradicionales medios de prueba. 
 Régimen Legal: 
Se hallan sometidas al régimen general de las pruebas y al control y fiscalización de las partes. Pueden ser preconstituidas unilateralmente por las partes, en cuyo caso son validas, pero debe ser más estricta su valoración.
La segunda parte del artículo establece, que cuando fuere pertinente (vale decir, no siempre y necesariamente) se aplicarán para el diligenciamiento de los medios señalados las disposiciones relativas a la prueba pericial o al reconocimiento judicial. 
6.- Reconocimiento judicial: 
El Juez podrá ordenar, a petición de parte o de oficio, el reconocimiento de lugares o cosas. 
Al decretar la medida determinará su objeto así como el lugar, fecha y hora en que se realizará. Art. 367. 
 Concepto: Consiste en comprobación personal por el juez, de la existencia y caracteres de una cosa o hecho en forma directa. 
Es un medio de prueba cuya realización es potestativa del juez, que podrá decretar de oficio o a pedido de parte. 
 Diligencia: 
Si las partes lo solicitan el juez podrá ordenar su realización en forma inmediata o reservarla hasta antes de dictar sentencia, en razón de que será la oportunidad de valorar si es o no necesaria su realización.
También podrá ordenarla como “medida de mejor proveer”. 
El Juez al ordenar la prueba deberá determinar el objeto de la misma, así como también el lugar, fecha y hora en que se llevará a cabo la diligencia, a fin de que las partes puedan participar en la misma y efectuar en pertinente control. 
Si el órgano judicial es colegiado, sus miembros deberán concurrir en pleno a la diligencia a fin de que cada uno forme su opinión personal de acuerdo al CPC, los jueces, podrán trasladarse a cualquier punto de la República en que tenga lugar la diligencia, extendiendo el límite legal de su competencia en razón del territorio. 
 Importancia. 
La prueba tiene como finalidad formar la convicción del juez. Siendo así, su experiencia personal constituye el medio más idóneo al eliminar cualquier intermediario y realizar en forma directa la apreciación de los hechos o cosas. 
A su vez, adquiere utilidad para valorar o desmeritar otros medios de prueba. 

 Procedimiento: Asistencia al reconocimiento. 
"El juez podrá ordenar a petición de parte o de oficio, que personas expertas asistan al acto de reconocimiento, las cuales podrán formular verbal mente sus observaciones.
Cumplido el procedimiento se levantará acta en que conste la realización de la diligencia, las observaciones hechas y los detalles de la misma.
Si el juez lo estimare oportunos dejará constancia de sus aplicaciones personales" Art.368. 
Las partes podrán concurrir acompañadas de sus abogados para participar y controlar la prueba. 
Acta: Se debe labrar un acta de todo lo referente a la diligencia. 
Reconocimiento de personas. Art.369 CPC: 
“El juez podrá disponer también el reconocimiento de personas, con el objeto de comprobar la existencia de un signo exterior y visible. 
Tal reconocimiento se hará sin ninguna violencia física o moral, debiendo el juez tomar disposiciones necesarias para el efecto. 
En caso de negativa infundada de la parte a colaborar con la prueba, regirá lo dispuesto en el Art. 365.
 
7.-  Prueba de informes. 
Los jueces podrán, de oficio o a petición de parte, requerir informes a las oficinas públicas, escribanos con registro o entidades privadas. 371. 
 Concepto: La prueba de informes es aquella en virtud de la cual se allegan al proceso datos provenientes obrantes en la documentación, archivos o registros de oficinas públicas escribanos con registro o entidades privadas. 
 Objetivo: La prueba de informes no debe estar dirigida para realizar averiguaciones, sino para constatar u obtener datos anteriores al juicio. 
 El pedido de informe: Se diligencia mediante oficio librado por el juez, con constancia en la copia del recibo del mismo por el destinatario, con indicación de la hora, fecha y persona que recibió y cargo que ocupa. 
Si es una oficina pública se debe presentar en mesa de entradas. 
Valor: Los informes de las oficinas públicas son instrumentos públicos, pueden constituir testimonios de instrumentos obrantes en la administración pública, expedidos por funcionarios públicos dentro de su competencia y en ejercicio de sus atribuciones. 
El grado de valor de las los informes provenientes de las entidades privadas será apreciado de acuerdo con el prestigio, la probidad y la importancia que las mismas posean: bancos y entidades financieras, Universidades, Asociaciones científicas, gremiales, culturales, etc. 
 Materia de los informes: Los informes deberán versar sobre hechos concretos, claramente individualizados en el proceso, relativo a actos o hecho que resultaren de los requisitos contables, documentación o archivo del informante. 
Así mismo, podrá requerirse a la oficina pública, la remisión de expedientes, testimonios o certificados, relacionados con el juicio. 
Cuando requerimiento fuere procedente, el informe o remisión de los documentos solicitados solo podrá ser negado si existiere justa causa o por razón de reserva o secreto circunstancia que deberá ponerse en conocimiento del juzgado dentro del quinto día de recibido el oficio. Art.372. 
 Preexistencia: 
El informe debe referirse a elementos probatorios ya existentes, que refieren o transmitan datos o hechos registrados y conservados en la contabilidad, archivo o documentación del informante.
Además deben ser concretos y claramente individualizados; es decir, no ambiguos, oscuros o vagos. 
 Carácter: La prueba de informes por su carácter es supletoria, sucedánea, subsidiaria de los otros medios probatorios. 
No será admisible si manifiestamente con su diligenciamiento se pretendiere sustituir este medio de prueba, con el propósito de cubrir o subsanar la negligencia de la parte. 
Sólo es admisible en los casos en que no sea posible, por circunstancias especiales, otras pruebas que sean susceptibles de un mayor y más eficaz control por las partes y el órgano judicial testimonia, pericial, documental, etc.), lo cual no obsta a su configuración como un auténtico y autónomo medio de prueba. 

Conclusión de la causa para definitiva 
Trámites posteriores a la apertura de la causa a prueba: 
Estos incluyen todos los pasos posteriores a la etapa probatoria, que consisten en: 
I- La agregación de los cuadernos de prueba al expediente principal 
II- La oportunidad procesal para que las partes aleguen sobre el mérito de la prueba producida. 
Luego, el juez llamará “Autos para Sentencia”. 
 Agregación de las pruebas.Alegatos:
“Si se hubiese producido pruebas, el juez, sin necesidad de gestión alguna de los interesados o sin sustanciarla si se hiciere, ordenará en una sola providencia que se agreguen al expediente los cuadernos de prueba con el certificado del secretario sobre las que se hubieren producido. Cumplido este trámite, el secretario entregará el expediente a los letrados, por su orden y por el plazo de 6 días él cada uno, sin necesidad de petición escrita y bajo su responsabilidad, para que presenten, si lo creyeren conveniente, un escrito alegando sobre el mérito de la prueba. 
Se considerará como una sola parte a quienes actúen bajo representación común.
El plazo para presentar alegatos es individual. El representante podrá pedir que se lo mantenga en reserva hasta que todas las partes hayan presentado el suyo”. (Art.379) 
Vencido el plazo de prueba, la norma exige que el juez y el secretario obren de oficio, por su propia y personal iniciativa. 
El secretario redactará un informe sobre las pruebas que se hubiesen producido y el juez dictará una providencia, disponiendo la agregación de los cuadernos de prueba de las partes y el informe respectivo del secretario al expediente principal. 
SUSPENSIÓN DEL PLAZO PARA ALEGAR: 
Podrán las partes pedir la suspensión del plazo para alegar, en cuyo caso se estar dispuesto en el Art. 257.
Del pedido de suspensión se dará traslado a la contraria por el plazo de 3 días. (Art. 380) 
 Requisito: La parte que hubiere demostrado diligencia en el ofrecimiento y producción de sus pruebas podrá solicitar la suspensión del plazo para alegar, por un plazo máximo de 20 días en el proceso de conocimiento ordinario y de 10 días en los procesos especiales e incidentes. 
 Oportunidad: El incidente de suspensión del plazo para alegar deberá ser deducido por el interesado en el plazo de 3 días de notificada la providencia que declaró cerrado el período de pruebas. Dicha resolución se notifica por automática. 
Trámite: Del pedido de suspensión, el juez correrá traslado a la contraparte por el plazo de 3 días perentorios e improrrogables, para después dictar la resolución correspondiente. 

Alegatos: 
Cumplido el trámite de agregación de las pruebas con el informe del secretario éste entregará el expediente a los letrados sin necesidad de petición escrita y bajo la responsabilidad de los mismos por su orden y por el plazo de seis días para que si lo creyeran conveniente presenten su escrito de alegatos. 
Concepto: Se denomina alegato al escrito de conclusión en el que el actor y el demandado exponen las razones de hecho y de derecho en que fundan sus respectivas pretensiones.
En los alegatos se debe expresar los hechos relevantes, comentar la prueba producida, luego efectuar la estimación y alcance de las normas jurídicas aplicables al caso. 
Contenido: 
Debe ser un escrito lógico y claro que debe contener:
I- La recapitulación o síntesis metódica y sucinta de lo actuado. 
II- El análisis de los hechos en que se fundan las pretensiones, vinculados a las pruebas y haciendo la valoración del merito fáctico y Jurídico de los que se ha probado (meritar las propias pruebas), a la vez que se pone de resalto las deficiencias de las pruebas del contrario para acreditar el hecho invocado como fundamento de su derecho (demeritar las pruebas del contrario). 
Consecuencia de su no presentación: 
La falta de presentación de alegato por la parte (la norma dice "si lo creyere conveniente") no tiene sanción, el perjuicio consiste en el menoscabo en la defensa de su derecho. 
Carácter: No obstante el carácter potestativo del alegato, el mismo puede constituir una pieza importante en el proceso escrito, en razón de que el juez podrá encontrar una inestimable colaboración del Abogado, porque mediante la exposición razonada y metódica de los hechos, prueba y derecho aplicable, se podrá facilitar la correcta y justa decisión de la causa. 
Plazo para presentar alegato:
El plazo para presentar el alegato es individual, vale decir, corre en forma particular para cada una de las partes de modo independiente. 
El plazo es de 6 días perentorios e improrrogables para cada parte debiendo el secretario entregar el expediente a los letrados por su orden, vale decir, primero al actor y luego al demandado. 
Comienza a correr desde la ejecutoriedad de la providencia que ordena la entrega del expediente a las partes para alegar y siempre que el expediente se encuentre en condiciones de ser retirado de secretaría. 
Para el demandado el término comienza efectivamente a correr desde que el expediente se encuentra en secretaría a su disposición. Si el actor no lo devolvió habiendo vencido el plazo que tenía para hacerla, el demandado debe intimar su devolución y solicitar mientras tanto la suspensión del plazo. 
Si existen más de dos litigantes con derecho a alegar se suman tantos plazos de 6 días como litigantes haya. 

Cuestiones de Puro Derecho. Art.381 del CPC: “Con los escritos de replica y duplica, en las cuestiones de puro derecho quedará conclusa la causa para definitiva. También quedará conclusa en el caso del art. 245”. (Conformidad de partes). Tramite: En las cuestiones de puro derecho o cuando por conformidad de las partes se prescinde de abrir la causa a prueba el juez deberá conferir traslado a las partes por su orden por el plazo de 5 días a fin de que el actor presente su escrito de réplica, y el demandado el de duplica, quedando con ello conclusa la causa para definitiva. 
 Plazo: El plazo de 5 días para presentar los escritos mencionados de réplica y duplica es individual, perentorio e improrrogable. 
 Carácter: La presentación de los escritos de réplica y duplica es facultativa. No existe sanción alguna prevista para el caso de que no se los presente, salvo el menoscabo del derecho a la defensa. 
Llamamiento de "'autos para sentencia" o para definitiva (Art. 382): 
“Sustanciado el pleito como de puro derecho o transcurrido el plazo fijado en el Art. 379, el secretario, si petición de parle, pondrá el expediente a despacho, agregando los alegatos, si se hubieren presentado. El juez, acto continuo, llamará “autos para sentencia”. 
La presentación de los alegatos es facultativa, como también lo es la presentación de los escritos de duplica y réplica en las cuestiones de puro derecho. 
El plazo de presentación de los escritos mencionados, es perentorio e improrrogable por lo que vencido, el secretario, sin necesidad de petición alguna, deberá agregar los alegatos y poner el expediente a despacho. 
 Notificación: La providencia "Autos para sentencia" se notifica por automática. 
Efectos (del llamamiento de autos): 
"Desde el llamamiento de autos quedará cerrada toda discusión, y no podrán presentarse más escritos producirse más pruebas, salvo las que el juez dispusiere en el uso de sus facultades ordenatorias". (Art. 383) 
Firme la providencia la providencia que llamó autos para sentencia: 
I.- Queda cerrada toda discusión, no pudiendo presentarse escritos ni producirse pruebas. 
II.- No se podrán deducir nulidades de procedimiento. 
El llamamiento de autos firme importa la convalidación de las eventuales nulidades que se pudieron haber producido en el curso de la instancia. 
III- El juez puede disponer diligencias de prueba “para mejor proveer” en uso de sus facultades instructorias.Art.18 CPC 
IV Comienza a correr el plazo que tiene el juez para dictar sentencia. 

 PLAZO PARA DICTAR SENTENCIA. ART 384 CPC: la sentencia definitiva deberá ajustarse a lo dispuesto por esta ley y será dictada en el plazo establecido por ella, contado desde que quede firme la providencia de autos.

Art.162 del CPC: PLAZOS PARA DICTAR LAS RESOLUCIONES: las resoluciones judiciales serán dictadas en los siguientes plazos:


Inc. c) las sentencias definitivas, salvo disposición en contrario, dentro de los 40 o 60 días, según se trate de juez o tribunal. El plazo se computará desde que el llamamiento de autos para sentencia quede firme.
Notificación de la sentencia: 
“La sentencia será notificada de oficio dentro del tercer día". (Art. 385) 
Notificación de oficio: La sentencia, por ser el acto procesal de mayor trascendencia e importancia, al resumirse en el acto del poder jurisdiccional del Estado, debe ser de oficio notificada a las partes dentro del plazo de tercero día de su pronunciamiento. 
La notificación se efectiviza por medio de cédula a las partes en su domicilio constituido.

TRABAJO Nº 2

CONCEPTO DE NULIDAD DE MATRIMONIO
La nulidad es la ineficacia de que adolece un determinado acto jurídico por carecer de los requisitos esenciales, sean de fondo o de forma, necesarios para su validez. Así la Nulidad de Matrimonio, al ser el matrimonio un acto jurídico solemne y al contrariar requisitos esenciales que hacen a su validez, la ley lo sanciona privándole de sus efectos legales.

Es el escrito que tiene por objeto anular el matrimonio cuando el mismo no cumple con los requisitos de forma establecidos por el Código Civil, la petición puede ser a instancia de cualquiera de los contrayentes u otra persona interesada en la declaración de nulidad del acto.

Podemos decir que los matrimonios nulos son actos jurídicos cuya nulidad absoluta responde no solo a un interés ético y moral de carácter privado, sino también a razones fundamentales de orden publico. Esto determina que sean inconfirmable y que la acción a que dan lugar se considera imprescindible.

DOCTRINA

Al decir de Miguel Ángel Pangrazio estos impedimentos son absolutos por el hecho de que de existir, se considera al matrimonio nulo. Esta norma tiene sus fundamentos en principios de orden moral y encuentra sus antecedentes en las prohibiciones canónicas.
Código civil paraguayo ley 1183 capitulo VIII
CAPITULO VIII

DE LA NULIDAD DEL MATRIMONIO

Art. 177.- La nulidad del matrimonio sólo puede ser declarada por las causas establecidas en el presente capítulo.

Art. 178.- Corresponde al juez del domicilio conyugal conocer de la nulidad y sus efectos, si los esposos tienen domicilio en la República. Si el cónyuge demandado no lo tuviere en el país y el matrimonio se hubiere celebrado en él, la acción de nulidad podrá intentarse ante el juez del último domicilio matrimonial en la República.

Art. 179.- El matrimonio es nulo:

a) cuando se realiza con alguno de los impedimentos establecidos en los artículos 140, 141 y 142; y

ART 140: no pueden contraer matrimonio entre si:

1. Los ascendientes descendientes en línea recta

2. Los hermanos

3. Los parientes afines en línea recta

4. El adoptante  y sus descendientes con el adoptado y sus descendientes

5. El adoptado con el cónyuge del adoptante, ni este con el cónyuge  de aquel

6. Los hijos adoptivos del mismo adoptante entre si, y

7. Las personas del mismo sexo.

ART. 141: no pueden contraer matrimonio quien esta vinculado por un matrimonio anterior.

ART. 142: no pueden contraer matrimonio entre si las personas de las cuales una ha sido condenada como autor o cómplice de homicidio consumado, frustrado o tentado del cónyuge de la otra. La instrucción del juicio criminal suspende la celebración del matrimonio.

b) cuando se ha contraído entre personas del mismo sexo.

Art. 180.- Esta nulidad deberá declararse a petición del Ministerio Público o de las personas que tengan interés en ella.

Art. 181.- El matrimonio es anulable:

a) si fuese celebrado por cualquiera de los esposos con el impedimento del artículo 143. Si al tiempo de la celebración del matrimonio, existía ya sentencia de interdicción pasada en autoridad de cosa juzgada, o bien si la interdicción se hubiere pronunciado posteriormente, pero existiendo la enfermedad mental en el momento del matrimonio, la impugnación podrá ser removida por el curador del interdicto, o por los que hubieren podido oponerse al matrimonio. La acción no podrá ser promovida si después de revocada la interdicción, los esposos han hecho vida marital;

b) cuando alguno de los contrayentes no tiene la edad mínima exigida por la Ley. La anulación podrá demandarse por la persona que podría oponerse a la celebración. El derecho a la impugnación se extinguirá desde que el menor haya cumplido la mayoría de edad, y tratándose de la mujer siempre que ésta haya concebido. Si la impugnación se hubiere intentado antes, el juicio se sobreseerá;

c) si el consentimiento de uno de los contrayentes estuviese viciado por dolo, violencia o error sobre la identidad de la persona del otro cónyuge;

d) por causa de impotencia permanente, absoluta o relativa, existente al tiempo de celebrarse el matrimonio; La acción puede ser promovida por cualquiera de los cónyuges; y

e) cuando el matrimonio no ha sido realizado con las formas y solemnidades prescriptas. La inobservancia de éstas no podrá alegarse contra la validez del matrimonio, si existiesen el acta de su celebración y la posesión de estado.

Art. 182.- La acción de nulidad por vicio del consentimiento sólo podrá intentarse dentro de los sesenta días desde que se conoció el error o cesó la violencia, y, en el supuesto de rapto, desde que la víctima recuperó su libertad.

Art. 183.- En los casos de matrimonio anulables, sólo podrá procederse a instancia de parte.

Dichos matrimonios pueden ser confirmados

La anulación del matrimonio por error sólo podrá intentarla el cónyuge engañado.

Art. 184.- La sentencia que declare la nulidad de un matrimonio tendrá los siguientes efectos:

a) si ambos cónyuges lo contrajeron de buena fe, producirá los efectos de un matrimonio válido hasta la fecha de la sentencia. En adelante, cesarán los derechos y obligaciones que produce el matrimonio, con excepción del deber recíproco de prestarse alimentos en caso necesario. Cesará igualmente la sociedad conyugal;

b) cuando medió buena fe de parte de uno de los esposos, se producirán a su respecto los efectos de una unión válida hasta el día de la sentencia. El cónyuge de mala fe no tendrá derecho a alimentos, ni a ventaja alguna otorgada por el contrato matrimonial, ni los derechos inherentes a la patria potestad respecto de los hijos, pero sí las obligaciones; y

c) si ambos cónyuges actuaron de mala fe, el matrimonio no producirá efecto alguno, salvo lo dispuesto por el artículo siguiente. En cuanto a los bienes, se aplicarán las normas que rigen las uniones de hecho, en su caso, o las sociedades de hecho.

Art. 185.- La anulación de un matrimonio aunque ambos cónyuges sean de mala fe, no obsta a la calidad de hijo matrimonial del que haya sido concebido antes de la sentencia que la declare.

Art. 186.- Consiste la mala fe de los cónyuges en el conocimiento que tenían, o debieron tener antes de la celebración del matrimonio, acerca de la causal que determinó su nulidad.

El esposo que no tuviere la edad necesaria para casarse y el que padeció la violencia al expresar su voluntad serán siempre considerados de buena fe.

El contrayente de mala fe deberá indemnizar al de buena fe de todo daño resultante de la nulidad del matrimonio.

Art. 187.- La nulidad del matrimonio no perjudica los derechos de terceros que de buena fe hubiesen contratado con los cónyuges o con algunos de ellos.

Art. 188.- La acción de nulidad de un matrimonio no puede intentarse sino en vida de los esposos.

Uno de los cónyuges puede, sin embargo, deducir en todo tiempo la que le compete contra un segundo matrimonio contraído por su cónyuge. Si se opusiere la nulidad del primero, se juzgará previamente esta oposición. La prohibición no rige si para determinar el derecho del accionante es necesario examinar la validez de la unión, cuando la nulidad se funda en los impedimentos de ligamen, incesto o crimen, y la acción es intentada por ascendientes o descendientes.

SUMARIO
En materia de nulidad matrimonial, la Ley establece un sistema autónomo, especial y diferente del sistema imperante en el Código Civil   para los restantes actos jurídicos. Este sistema autónomo se rige, efectivamente, por una serie de principios, entre los cuales se cuenta el favor matrimonii, que tiene por finalidad proteger y conservar la institución del matrimonio, atendiendo a sus fines y significado dentro de la sociedad. 

DE LA NULIDAD DEL MATRIMONIO.
DE LAS NULIDADES EN GENERAL.
Las nulidades solamente provienen de la ley y nunca de la voluntad de las partes.
Art. 355 c.c.: las únicas nulidades que los jueces pueden declarar son las que expresa o implícitamente se establecen en este código.
SISTEMA DE NULIDADES EN EL CÓDIGO CIVIL PARAGUAYO.
Art. 356 c.c.: los actos nulos no producen efectos, aunque su nulidad  no haya sido juzgada, salvo que la causa de la nulidad no aparezca en el acto, en cuyo caso deberá comprobarse judicialmente.

Los actos anulables se reputaran validos mientras no sean anulados y solo se tendrán por tales una vez pronunciada la sentencia.
LA TEORÍA DE LA INEXISTENCIA DEL ACTO MATRIMONIAL.
La teoría de la inexistencia ha sido rechazada manifiestamente por el legislador paraguayo.
Según nuestro código El matrimonio es nulo o anulable, pero no inexistente.
CAUSALES DE ANULACIÓN EN NUESTRO DERECHO.
1. Existencia de impedimentos matrimoniales;
2. Incapacidad de la partes (por edad o privación mental);
3. Vicios del consentimiento; 
4. Defectos en las formalidades de la celebración;
5. La impotencia.
NULIDAD POR EXISTENCIA DE IMPEDIMENTOS.
Art. 179 c.c. Art. 179.- El matrimonio es nulo:

a) cuando se realiza con alguno de los impedimentos establecidos en los artículos 140, 141 y 142; y
b) cuando se ha contraído entre personas del mismo sexo.
NULIDAD DEL MATRIMONIO DE PERSONAS DEL MISMO SEXO.
Art. 179 inciso b) cuando se ha contraído entre personas del mismo sexo.

Art. 140 inciso g) Las personas del mismo sexo Art. 4 ley 1/92.
ANULABILIDAD DEL MATRIMONIO POR FALTA DE CAPACIDAD.
Art. 181 c.c. El matrimonio es anulable:
a) si fuese celebrado por cualquiera de los esposos con el impedimento del artículo 143. Si al tiempo de la celebración del matrimonio, existía ya sentencia de interdicción pasada en autoridad de cosa juzgada, o bien si la interdicción se hubiere pronunciado posteriormente, pero existiendo la enfermedad mental en el momento del matrimonio, la impugnación podrá ser removida por el curador del interdicto, o por los que hubieren podido oponerse al matrimonio. La acción no podrá ser promovida si después de revocada la interdicción, los esposos han hecho vida marital;

b) cuando alguno de los contrayentes no tiene la edad mínima exigida por la Ley. La anulación podrá demandarse por la persona que podría oponerse a la celebración. El derecho a la impugnación se extinguirá desde que el menor haya cumplido la mayoría de edad, y tratándose de la mujer siempre que ésta haya concebido. Si la impugnación se hubiere intentado antes, el juicio se sobreseerá;

c) si el consentimiento de uno de los contrayentes estuviese viciado por dolo, violencia o error sobre la identidad de la persona del otro cónyuge;

d) por causa de impotencia permanente, absoluta o relativa, existente al tiempo de celebrarse el matrimonio; La acción puede ser promovida por cualquiera de los cónyuges; y

e) cuando el matrimonio no ha sido realizado con las formas y solemnidades prescriptas. La inobservancia de éstas no podrá alegarse contra la validez del matrimonio, si existiesen el acta de su celebración y la posesión de estado.
IMPOTENCIA.
Art. 181 inciso d)  por causa de impotencia permanente, absoluta o relativa, existente al tiempo de celebrarse el matrimonio; La acción puede ser promovida por cualquiera de los cónyuges; 
a. Clases de impotencia;
b. Requisitos de la impotencia;
c. Prueba de la impotencia.

VICIOS DEL CONSENTIMIENTO: CUALES SON?
Error;
Dolo;
Fuerza o temor (violencia).
INOBSERVANCIA DE LAS FORMALIDADES.
Art. 181 inciso e) cuando el matrimonio no ha sido realizado con las formas y solemnidades prescriptas. La inobservancia de éstas no podrá alegarse contra la validez del matrimonio, si existiesen el acta de su celebración y la posesión de estado.
Y LAS PROHIBICIONES DE LA LEY 1/92.
Art. 17 ley 1/92.
Art. 18 ley 1/92.
EFECTOS DE LA NULIDAD DEL MATRIMONIO: TEORÍA DEL MATRIMONIO PUTATIVO.
Putativo: 
viene del latín putatum, putare, que significa creer. 
Institución que viene del Derecho Canónico, y constituye una creación tendiente a regular los efectos de la nulidad cuando las nupcias fueron contraídas suponiendo lo creyendo uno o ambos contrayentes que el vinculo era válido, o sea, ignorancia del vicio que conduce a la posterior declaración de nulidad.
El acto, lógicamente es inválido por mediar una de las causales determinadas por la ley.
El matrimonio es nulo pero los efectos permanecen.
Art. 361 c.c. la nulidad pronunciada por los jueces vuelven las cosas al mismo o igual estado en que se hallaban antes del acto anulado, e impone a las partes la obligación de restituirse mutuamente todo lo que hubieren recibido en virtud de el, como si nunca hubiere existido, salvo las excepciones establecidas en este código. 
DISTINTOS CASOS QUE PUEDEN PRESENTARSE.
a. Ambos conyugues son de buena fe: art. 184 c.c. inciso a);
a) si ambos cónyuges lo contrajeron de buena fe, producirá los efectos de un matrimonio válido hasta la fecha de la sentencia. En adelante, cesarán los derechos y obligaciones que produce el matrimonio, con excepción del deber recíproco de prestarse alimentos en caso necesario. Cesará igualmente la sociedad conyugal;

b. Sólo uno de ellos es de buena fe: art 184 c.c inciso b);

b) cuando medió buena fe de parte de uno de los esposos, se producirán a su respecto los efectos de una unión válida hasta el día de la sentencia. El cónyuge de mala fe no tendrá derecho a alimentos, ni a ventaja alguna otorgada por el contrato matrimonial, ni los derechos inherentes a la patria potestad respecto de los hijos, pero sí las obligaciones; y
c. Ambos cónyuges son de mala fe: art 184 c.c inciso c);

c) si ambos cónyuges actuaron de mala fe, el matrimonio no producirá efecto alguno, salvo lo dispuesto por el artículo siguiente. En cuanto a los bienes, se aplicarán las normas que rigen las uniones de hecho, en su caso, o las sociedades de hecho.
SITUACIÓN DE LOS HIJOS EN LOS TRES CASOS.
Art. 185 c.c. - La anulación de un matrimonio aunque ambos cónyuges sean de mala fe, no obsta a la calidad de hijo matrimonial del que haya sido concebido antes de la sentencia que la declare.
SITUACIÓN DE LOS TERCEROS DE BUENA FE.
Art. 187 c.c. La nulidad del matrimonio no perjudica los derechos de terceros que de buena fe hubiesen contratado con los cónyuges o con algunos de ellos.
DAÑOS Y PERJUICIOS EN CASO DE MALA FE.
Art. 186 in fine. El contrayente de mala fe deberá indemnizar al de buena fe de todo daño resultante de la nulidad del matrimonio.
ASPECTOS PROCESALES DE LA ACCIÓN DE NULIDAD MATRIMONIAL.
Art. 178 c.c. Corresponde al juez del domicilio conyugal conocer de la nulidad y sus efectos, si los esposos tienen domicilio en la República. Si el cónyuge demandado no lo tuviere en el país y el matrimonio se hubiere celebrado en él, la acción de nulidad podrá intentarse ante el juez del último domicilio matrimonial en la República.
Art. 180 c.c. y art. 359 c.c. 

Art. 180.- Esta nulidad deberá declararse a petición del Ministerio Público o de las personas que tengan interés en ella.

Art.359 c.c. cuando el acto es nulo, su nilidad debe ser declarada de oficio por el juez, si aparece manifiesta en el acto, a ha sido comprobada en juicio. El Ministerio Publico y todos los interesados tendrán derecho para alegarla.

Cuando el acto es anulable, no podrá procederse sino a instancia de las personas designadas por la ley.

El Ministerio Publico podrá hacerlo, cuando afectare a incapaces o menores emancipados.
Art. 182 c.c. La acción de nulidad por vicio del consentimiento sólo podrá intentarse dentro de los sesenta días desde que se conoció el error o cesó la violencia, y, en el supuesto de rapto, desde que la víctima recuperó su libertad.
Art. 183 c.c. En los casos de matrimonio anulables, sólo podrá procederse a instancia de parte.

Dichos matrimonios pueden ser confirmados

La anulación del matrimonio por error sólo podrá intentarla el cónyuge engañado
Art. 188 primera parte. La acción de nulidad de un matrimonio no puede intentarse sino en vida de los esposos.
Art. 633 c.c. todo aquel que estuviere obligado al cumplimiento de un hecho o a abstenerse de el, podrá eximirse de su obligación fundado en el transcurso del tiempo, conforme con las disposiciones de este código.

No estarán sometidas a prescripción extintiva los derechos derivados de las relaciones de familia.
CONFIRMACIÓN DEL MATRIMONIO. La confirmación sólo está permitida respecto de los actos anulables; 

Los actos nulos solo pueden ser subsanados. Art. 366 c.c. al art. 371 c.c
IMPEDIMENTOS PARA LA CELEBRACIÓN DEL MATRIMONIO.
LA APTITUD PARA CONTRAER MATRIMONIO: PRINCIPIO GENERAL.
Nuestro Código Civil parte tácitamente del supuesto de que toda persona puede contraer matrimonio, a no ser que exista una prohibición explícita de la ley, prohibición que se denomina desde el punto de vista técnico-jurídico impedimento.
Estas exclusiones al derecho a contraer matrimonio deben a su vez fundarse en una cuestión de orden público matrimonial o de bien común.
Nuestra Constitución Nacional declara implícitamente el derecho a contraer matrimonio como principio general: arts. 50 – 51 y 52 c.n.
CAPACIDAD E IMPEDIMENTOS 
ART 4 LEY 1/92 Se exige, que los contrayentes sean “legalmente aptos” para contraer nupcias, es decir, que sean capaces. Esto también se conoce como el ius connubio: la aptitud que tiene una persona para celebrar un matrimonio.
En el matrimonio se presume la capacidad salvo que exista una prohibición específica. 
Parte del principio que la capacidad es la regla y la incapacidad la excepción.
IMPEDIMENTOS: CONCEPTO. CLASIFICACION 

En términos estrictos, los impedimentos matrimoniales son los obstáculos o restricciones para la realización de un matrimonio válido (conocidos como impedimentos dirimentes); en caso de formalizarse el acto a pesar de ello, conllevan la declaración de nulidad. Art. 140 c.c. en adelante y art. 17 ley 1/92.
En un sentido amplio, sin embargo, se extiende este concepto a todas las otras prohibiciones contenidas en la ley para la realización de los matrimonios, pero que celebrados, aún con la prohibición legal, no conllevan consigo la nulidad, sino que tienen una sanción expresa para cada caso (impedimentos impedientes); la celebración en contravención de la prohibición no provoca su invalidez, sino las sanciones específicamente determinadas.
NATURALEZA DE LOS IMPEDIMENTOS.
Caracterizados los impedimentos como prohibiciones a ejercer un derecho determinado, cual es el de contraer matrimonio con una persona, no podemos sino concluir que son verdaderas incapacidades relativas de derecho.
Deriva de ello el principio que los impedimentos son de interpretación restrictiva, ya que exceptione sunt strictissima interpretationis y no pueden, en consecuencia, ser ampliadas ni por analogía ni por ninguna otra causa.
EFECTOS DE LOS IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES.
a. Efectos anteriores o a priori: 
I.Los impedimentos son causa de oposición al matrimonio y de denuncia: art. 151 c.c.; art. 71 ley R.C.

II.Son causa de negativa del oficial público a la celebración del matrimonio: art. 75 y 76 ley R.C.
b. Efectos posteriores o a posteriori:
I. Dan lugar a la declaración de nulidad del matrimonio. 
II. Dan lugar a una posible acción de daños y perjuicios.
III. Dan lugar a posibles sanciones penales. Art. 221 y sgts. C.p.
IMPEDIMENTOS DIRIMENTES.PARENTESCO.
Art. 140 c.c.
ART. 18 LEY 1/92
a.PERSONAS DEL MISMO SEXO.
Art. 140 inc. g) c.c.
b. LIGAMEN
Art. 141 c.c.
c. CRIMEN
Art. 142 c.c.
Art. 18 inciso 4) ley 1/92.
d. RAPTOR CON LA RAPTADA.
Art. 182 c.c.
Art. 18 inciso 5) ley 1/92.
e. FALTA DE EDAD LEGAL.
Art. 17 inciso 1) ley 1/92.
f. PRIVACIÓN DEL USO DE LA RAZÓN.
Art. 143 c.c.
Art. 17 inciso 4) ley 1/92.
Art. 183 c.c.
g. SORDOMUDOS, CIEGO-SORDOS, Y CIEGO-MUDOS.
Art. 17 inciso 5) ley 1/92.
h. I MPEDIMENTOS EUGENÉSICOS.
Art. 17 inciso 3) ley 1/92.
IMPEDIMENTOS IMPEDIENTES O PROHIBICIONES.
Art. 146 c.c.
Art. 148 c.c. Art.149c.c.
Art. 19 ley 1/92.Art.146c.c.
IMPEDIMENTOS ABSOLUTOS Y RELATIVOS.
Se consideran absolutos:
a. El matrimonio anterior mientras subsista;
b. La falta de edad legal;
c. La enfermedad mental de uno de los contrayentes o de ambos.
Se consideran relativos:
a. El parentesco por consanguinidad en los grados y líneas previstos;
b. El parentesco por afinidad en los grados y líneas previstos;
c. El parentesco por adopción; y 
d. El impedimento de crimen.
CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL: CONCEPTO.
La importancia de la voluntad matrimonial supone la aplicación de las normas generales del Código Civil respecto de la voluntad de los actos jurídicos, por lo que deben existir siempre discernimiento, intención y libertad, palabras que en lo absoluto son vacuas y que tienen especial relevancia a la hora de prestar el consentimiento para un acto tan definitorio en la vida de una persona como lo es su matrimonio.
Se aplicaran en consecuencia, las disposiciones relativas a los vicios de la voluntad que establece nuestro código.
ACTOS JURÍDICOS VOLUNTARIOS: ELEMENTOS.
Art. 277 c.c.
LOS VICIOS DEL CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL.
Art. 181 inciso c) c.c.
Error: art. 285 c.c. al art. 289 c.c. 
Dolo: art. 290 c.c. al art. 292 c.c.
Fuerza y Temor (violencia): art. 293 c.c. al art. 295 c.c.
 




Anexos

JURISPRUDENCIA PARAGUAYA SOBRE NULIDAD DE MATRIMONIO

ACUERDO Y SENTENCIA Nº 320.-

FECHA: 03.06.2011.-

 

1.      La Sra. Jacqueline Hilwa Werkmeister, por derecho propio y bajo patrocinio de Abogado, planteó recursos de Apelación y Nulidad contra el Acuerdo y Sentencia Nº 2, del 05.02.2010, dictado por el Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, Primera Sala.-

2.      RECURSO DE NULIDAD: El Ministro preopinante sostuvo que, como la impugnante había indicado que sus agravios podían ser atendidos dentro del Recurso de Apelación, por estar íntimamente ligada a ellos y a la esencia de la decisión asumida en la resolución cuestionada y por no advertirse conculcaciones formales que admitan la aplicación oficiosa de la ley para anular el fallo, correspondía declarar desierto dicho recurso, voto que fue compartido por los demás Ministros que integran la Sala Civil.-

3.      RECURSO DE APELACIÓN: A la segunda cuestión el Ministro César Antonio Garay prosiguió diciendo: Por SD Nº 778 del 23.10.2007, el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de Séptimo Turno, resolvió: HACER LUGAR a la demanda de conocimiento ordinario sobre nulidad de matrimonio promovida por JACQUELINE H. WERKMEISTER contra CARLOS ALBERTO ROSALES. DECLARAR NULO el matrimonio celebrado entre los señores CARLOS ALBERTO ROSALES y JACQUELINE H. WERKMEISTER e IMPONER las costas a la parte demandada. Por Acuerdo y Sentencia Nº 2 del 05.02.2010, el Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, Primera Sala, decidió: REVOCAR, con costas la sentencia apelada. La Agente Fiscal en lo Civil y Comercial, Abogada Gilda María Acevedo de Corina aconsejó revocar el Fallo impugnado en los términos de su Dictamen Nº 1717 del 02.09.2010, por considerar que, dado el primer matrimonio celebrado en la Argentina fue acreditado con certificado de matrimonio argentino, y dado que el mismo no se hallaba disuelto al celebrarse el matrimonio cuya nulidad se pretende, deberá anularse el segundo matrimonio celebrado en el Paraguay, por existir impedimento de ligamen; en relación a la falta de inscripción en el Registro del Estado Civil de las Personas, entendemos que los artículos 31 y 39 de la Ley 1266/1987 disponen la inscripción es necesaria a los efectos de probar hechos y actos del estado civil acaecidos en el territorio nacional, y no inscriptos en dicho registro público. Sin embargo, aquellos nacimientos, matrimonios o defunciones acaecidos en la Argentina, probados con las certificaciones expedidas por las autoridades centrales argentinas (como el caso que nos ocupa), no necesitan ser inscriptos en la República a efectos de probar su existencia en el país, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 25 y 26 de la Ley 270/1993 que aprueba el Protocolo de las Leñas.-

4.      Jacqueline Hilwa Werkmeister demandó por nulidad de matrimonio a Carlos Alberto Rosales con quien se desposó el 22.02.1985 en la ciudad de Asunción, alegando haber tenido conocimiento reciente que el demandado se hallaba vinculado por matrimonio anterior con Silvia Nelida Sandri celebrado el 15.01.1982 en San Isidro, Provincia de Buenos Aires, República Argentina.-

5.      Carlos Alberto Rosales expuso que la actora estaba en conocimiento de su matrimonio anterior consintiendo la unión en tales condiciones, que se había divorciado en la República Argentina en el año 1988, tal como se apreciaba en la nota marginal del certificado de matrimonio legalizado y protocolizado y que su vínculo anterior no se hallaba inscripto en el Registro del Estado Civil de las Personas, por lo que carecía de valor jurídico relevante en la República del Paraguay, siendo el único matrimonio válido, el celebrado en el país.-

6.      A pesar que el Juez de Primera Instancia declaró la nulidad del matrimonio contraído por Carlos Alberto Rosales y Jacqueline H. Werkmeister, la Alzada razonó disímil: “Cabe señalar que los elementos del acto matrimonial son: 1) La capacidad de los contrayentes; 2) La ausencia de impedimentos; 3) El consentimiento de los contrayentes, y 4) La forma...Los tres primeros elementos deben ser considerados, sin posibilidad de ninguna duda, como aquellos absolutamente necesarios para la constitución del acto matrimonial propiamente dicho (elementos constitutivos). En cuanto al cuarto elemento, la Forma, debe discriminarse finamente si dichas formas son exigidas por la ley “AD SOLEMNITATEN” o “AD PROBATIONEM”. En el primer caso (forma ad solemnitatem), dicho elemento resultaría constitutivo del acto matrimonial propiamente dicho; en el segundo caso, la forma sería exigida solamente a los efectos probatorios...la “forma” es exigida por las legislaciones no solamente como elemento constitutivo del acto jurídico de que se trate (ad solemnitatem), sino, en algunos casos, como un elemento probatorio de la existencia del mismo. En otras palabras: un acto jurídico puede ser válido por haberse perfeccionado conforme las exigencias constitutivas de la ley, pero no probarse por haberse omitido un elemento formal requerido por la ley a dicho efecto...formalmente no se encuentra probado que haya existido entre el demandado en este juicio y Silvia Nélida Sandri un matrimonio celebrado en la Argentina en el año 1982...no podría alegarse como fundamento de la pretensión de nulidad de matrimonio en esta demanda la causal de  impedimento de ligamen (matrimonio anterior válido) por no haberse producido en autos la única prueba formal exigida por la ley...”.-

7.      En juicio se probó la preexistencia del matrimonio del demandado Carlos Alberto Rosales con Silvia Nélida Sandri, formalizado el 15.01.1982 y su divorcio en el año 1988. Idem el posterior casamiento de éste con Jacqueline Werkmeister celebrado en Asunción el 22.02.1985, extremos acreditados por instrumentos públicos, no redargüidos de falsedades.-

8.      Cabe enfatizar que la ausencia de impedimentos impedientes debe darse al tiempo de contraer matrimonio. Y aunque el demandado se divorció 6 años después, es indiscutible que el impedimento de ligamen subsistía al tiempo de la celebración (del que fue su segundo matrimonio), conminándolo a nulidad insalvable. El posterior estado de divorcio no puede convalidar este vicio, puesto que se trata de un defecto insanable.-

9.      Desde el conocimiento y la evolución de los fundamentos sociológicos las sociedades tienen a la familia como célula fundamental y cimiento de la convivencia mas armónica, cuyas proyecciones se encuentran en las parejas (mujeres y hombres), descendencia (prole), ascendientes (abuelas, abuelos, tíos).-

10.   El objeto del impedimento de ligamen radica en que sólo en el matrimonio monógamo puede darse relación de igualdad de valores y de bienes ya que el compartir paralelamente el vínculo matrimonial con varias personas produce situación que lesiona la Justicia. Es por ello que el matrimonio monógamo es Institución de Orden Público que se vincula estrechamente con el orden social de la Humanidad. La Ley Fundamental, en sus artículos 51, 52 y concordantes, ha jerarquizado al máximo todo lo concerniente al matrimonio.-

11.   La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, concluyó, pues que existió y que se había demostrado el impedimento de ligamen que afectaba al demandado. No obstante, son contradictorios los juzgamientos asumidos al momento de otorgar validez probatoria al Certificado de matrimonio legalizado y protocolizado, expedido en la República Argentina con todas las formalidades inherentes a la legislación de dicho país, pero carente de inscripción en el nuestro, lo cual -para la parte demandada y Alzada- hace que dicho instrumento público carezca de validez probatoria en la República del Paraguay.-

12.   El Tratado de Montevideo del año 1940, ha considerado al matrimonio como Institución de cardinal relevancia y le ha otorgado régimen de protección conceptuándolo como de Orden Público Internacional.-

13.   Asimismo, la Ley Nº 270/1993, que aprueba el Protocolo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, suscrito entre los Gobiernos de la República Argentina, de la República Federativa del Brasil, de la República del Paraguay y de la República Oriental del Uruguay, en el  Valle de  las Leñas, Departamento de Malargüe, Provincia de Mendoza, República Argentina, le ha dado a los instrumentos públicos emanados de los Estados partes del Tratado la misma fuerza probatoria que sus propios instrumentos públicos (Artículo 25).-

14.   Y la Ley Nº 1266/1987, en su artículo 31, reza: Ninguna certificación expedida por otro registro podrá tener fuerza legal probatoria respecto de hechos y actos del estado civil, hace esta preceptuación de manera genérica y en referencia a todos los actos del estado civil. Sin embargo, el artículo 39 es más específico: La inscripción de los documentos relativos al Estado Civil expedidos en el extranjero se hará, cuando corresponda. Este precepto legal a fin y relacionado con los Tratados previamente rememorados en correlación con el artículo 77: En el libro de matrimonio se inscribirán todos los que se celebren en el territorio nacional, y los contraídos en el extranjero en los casos previstos en los artículos 41 párrafo 2º y 44. Se inscribirán, asimismo, en las Oficinas fijadas por la Dirección General, los matrimonios de paraguayos o extranjeros que tengan domicilio en la República. Conforme esta Ley, los matrimonios que deben ser inscriptos son los siguientes: a) Matrimonios celebrados en el territorio nacional; b) Matrimonios contraídos en el extranjero de paraguayos al servicio de la representación diplomática y consular y la celebración de Matrimonios en artículo de muerte; c) Matrimonios paraguayos o extranjeros que tengan domicilio en la República.-

15.   Estos son los casos puntualizados que tiene que inscribir en el Registro del Estado Civil, no enmarcándose aquí la situación estudiada en ninguno de ellos. Los Artículos 31 y 39 de la Ley Nº 1266/1987 deben ser observados de manera armónica con las normas previamente trascriptas, adecuándolos al caso específico.-

16.   En el Derecho comparado, se niega validez al matrimonio existiendo uno anterior legalmente celebrado por adolecer de “impedimento de ligamen” dejando inválido el segundo matrimonio mientras subsista la primera unión, por ser esta cuestión de Orden Público Internacional.-

17.   Consolidando  el mismo  razonamiento jurídico nuestra Legislación asumió en Tratados y Acuerdos Internacionales que dichos impedimentos deben ser respetados plenamente, aunque se traten de actos celebrados de conformidad a la Ley extranjera, imponiendo en su territorio el acatamiento de esos impedimentos insoslayables y obligados.-

18.   El Tratado de Montevideo establece la regulación de los impedimentos que obstan a la celebración del matrimonio, siendo ellos contemplados por la Ley del lugar de celebración, fijados por aquellos impedimentos estimados como indispensables y forzosos. Opinar de otra manera, sentaría precedente peligroso al contravenir el mismo Estado Social de Derecho y el Orden Público Internacional, inobservando la Constitución y los Tratados Internacionales aprobados y ratificados, reconociendo como válido cualquier matrimonio fraudulento en el cual uno de los contrayentes se halla afectado de impedimento de ligamen e igualmente contrajo nupcias a sabiendas que es terminantemente prohibido.-

19.   Que un varón o una mujer puedan compartir simultáneamente el vínculo matrimonial con más de una persona, e incluso dependiendo del país con varios consortes, conculcando no solamente el Orden Público Internacional sino atentando contra las bases mismas del Derecho Natural y del Cristianismo.-

20.   El artículo 13 del Tratado de Montevideo del año 1.940 zanja la controversia suscitada al establecer: “...Sin embargo, los Estados signatarios no quedan obligados a reconocer el matrimonio que se hubiere celebrado en uno de ellos cuando se halle viciado de algunos de los siguientes impedimentos:...e) El matrimonio anterior no disuelto legalmente...”. Por lo que no existe otra alternativa -jurídicamente válida- que la de admitir la nulidad del matrimonio celebrado en nuestro país, por ser posterior al celebrado en la República Argentina.-

21.   Por las consideraciones que anteceden, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia resolvió REVOCAR del Acuerdo y Sentencia Nº 2, dictado el 05.02.2010, por el Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, Primera Sala e IMPONER las costas a la perdidosa, en virtud de lo dispuesto por los artículos 192, 203, inciso b) y 205 del Código Procesal Civil.-

1 Nulidad del Matrimonio Clasificación de las nulidades Matrimoniales. Inexistencia del Matrimonio Concepto de Nulidad de Matrimonio
2 EnumeracNORMAS ENUNCIADAS
· Constitución Nacional: Arts. 51, 52, 137

· Código Civil: Arts. 140, 141, 142, 179

· Código Procesal Civil: Arts. 167 

· Ley Nº 1/92: Arts. 17

· Ley Nº 1266/87 “Del Registro del Estado Civil”: Arts. 31, 39

· Ley 14394: Arts. 31

· Ley 23515: Arts. 213, 216, 238

· Ley Nº 270/93 que aprueba el Protocolo de Las Leñas: Arts. 25, 26

· Tratado de Montevideo de 1940: Arts. 13, 15
ANEXOS DE MODELOS DE ESCRITOS SOBRE NULIDAD DE MATRIMONIO

 OBJETO: DEDUCIR NULIDAD DE MATRIMONIO.

SEÑOR JUEZ:

LILIANA PALACIOS, Abogada, con Matricula de la C.S.J. N° 1.500, en nombre y representación del Sr. Enrique Estigarribia, conforme Testimonio de Poder General que adjunto, constituyendo domicilio real en la casa de la calle San Antonio N° 567 de la Ciudad de Capiatá y domicilio procesal en la calle Carlos Antonio López N° 890 de esta Capital, a V.S. respetuosamente digo: ------------------
Que, cumpliendo precisas instrucciones recibidas de mi instituyente, vengo en su nombre y representación a promover demanda por NULIDAD DE MATRIMONIO contra Sofía Estigarribia, domiciliado en la casa de la calle Santa Teresa N° 326 de esta Capital, fundada en las siguientes consideraciones de hecho y de derecho que paso a exponer:-----------------------------------------------------------------------------------
HECHOS:

Que, estoy unido en legítimo matrimonio hace 25 años con la Sra. Ana Sosa; de dicha unión nacieron mis 2 hijos de nombre María Lujan y José Antonio, quienes son mis hijos matrimoniales.------------------------------------------------------------------------
Con el correr de los años ya cuando mis hijos estaban en edad Escolar, mi esposa y yo decidimos adoptar una niña abandonada recién nacida a quien le pusimos de nombre Sofía, la criamos como si fuese nuestra propia hija, le brindamos educación, salud, alimentos y todo lo necesario para su subsistencia, hasta que cuando cumplió 20 años nos llevamos la terrible sorpresa de que había contraído Nupcias a escondidas con mi hijo José Antonio.----------------------------------------------
Todo lo expuesto precedentemente nos causa un sufrimiento grande a mi esposa y a mi, a parte de violar la ley por eso demandamos a V. S. la nulidad del matrimonio contraído por mis hijos José Antonio y Sofía.-----------------------------------
DERECHOS:

Los recurrente funda la presente demanda en las disposiciones establecidas en los artículos 140, 141, 142 del Código Civil Paraguayo y la Ley 1/92 (Reforma Parcial del Código Civil).------

LOS DOCUMENTOS QUE ACOMPAÑAN:

• 1. Certificado de Matrimonio de José Antonio con Sofía.-

• 2. Certificado de nacimiento de José Antonio y Certificado de Adopción de Sofía.

PRUEBAS OFRECIDAS:

• 1. Información Sumaría de Testigos.-

• 2. Absolución de Posiciones de parte adversa.-

PETITORIO:

TENER POR RECONOCIDA mi personería en el carácter invocado y por constituido mi domicilio en el lugar señalado.--------------------------------------------------

ORDENAR el desglose y devolución de los documentos originales presentados, previa agregación y autenticación de las fotocopias por el Actuario.---------------------

TENER por iniciada la presente demanda que por NULIDAD DE MATRIMONIO promueve el Sr. Enrique Estigarribia, contra JOSE ANTONIO ESTIGARRIBIA Y SOFIA ESTIGARRIBIA; y de la misma, así como de los documentos acompañados, correr traslado al demandado para que lo conteste en el término de Ley.--------------------------------------------------------------------------------------------------------

DAR intervención al Ministerio Público.----------------------------------------------------------

DICTAR oportunamente y previo los tramites de rigor, la Sentencia Definitiva, haciendo lugar a la acción deducida, con costas en caso de oposición.----------------

PROVEER DE CONFORMIDAD Y SERA JUSTICIA.-

OBJETO: PROMOVER ACCION DE NULIDAD DE MATRIMONIO
SEÑOR JUEZ:
MENELAO GOBINDA , Abogado de la matricula N° 22000, en nombre y representación del Sr. GUSTAVO GONZALEZ, según testimonio de poder cuya copia acompaño con esta representación, constituyendo domicilio procesal en la casa de las calles México y Cerro Corá y con domicilio real en 15 de Agosto y Gral. Díaz, a V.S. respetuosamente digo: -------------------------------------------------------
Que, vengo por el presente escrito a promover nulidad de matrimonio contra MARIA GONZALEZ domiciliada en la casa de la calle Colón y Roma de esta capital, fundado en las consideraciones de hecho y derecho que brevemente paso a exponer: -----------------------------------------------------------------------------------------------
HECHOS:

Que, el Sr. GUSTAVO GONZALEZ, contrajo matrimonio con la demanda el día 20 de febrero de 2006, conforme con lo justifico con el Certificado de Matrimonio que adjunto a esta presentación.---------------------------------------------------
Que, en fecha 15 de diciembre de 2006, me apersono hasta el local de la Cooperativa “Medalla Milagrosa” a los efectos de realizar un préstamo, manifestándome que la aprobación del préstamo sería dentro de 5 días hábiles, por lo que procedí a la espera del resultado de dicha solicitud.---------------------------
Que, la entidad me comunica que hubo un inconveniente con mi solicitud de préstamo, por lo que me apersono hasta el local de dicha dependencia, donde me manifiestan que mi esposa hasta ese momento la Sra. MARIA GONZALEZ había realizado un préstamo con otra persona que manifestó ser su cónyuge el Sr. JUAN BRITOS.--------------------------------------------------------------------------------------------------
DERECHO:

Fundo la presente acción en los Arts. 179 y 141 del Código Civil y disposiciones concordantes.-------------------------------------------------------------------------------------------
PETITORIO:

1. TENERME por presentado mi personería en el carácter invocado y por constituido mi domicilio en el lugar señalado.--------------------------------------------------
2. TENER por deducida la presente acción de nulidad de matrimonio promovida por el Sr. GUSTAVO GONZALEZ c/ MARIA GONZALEZ y de la misma córrase traslado a la demandada citándola y emplazándola para que conteste dentro del término del ley.------------------------------------------------------------------------------------------
3. ORDENAR la agregación y posterior desglose de los documentos presentados, previa autenticación de las copias por el Actuario.--------------------------------------------
4. OPORTUNAMENTE, previo trámite de rigor, V.S. se sirva dictar Sentencia, haciendo lugar a la acción de nulidad a favor de mi mandante, con costas y LIBRAR OFICIO al Registro Civil de las personas para su toma de razón.-------------
PROVEER DE CONFORMIDAD Y SERÁ JUSTICIA.-
MENELAO GOBINDA 
TRABAJO Nº 3

 OBLIGACIÓN DE HACER ESCRITURA PÚBLICA

CONCEPTO: Es el deber que tiene todo aquel que haya vendido un bien registrable y, debido a su mora, se inicia el juicio para constreñirlo al cumplimiento de la obligación.
Código Civil

Art.700.- Deberán ser hechos en escritura pública:

a) los contratos que tengan por objeto la constitución, modificación, transmisión, renuncia o extinción de derechos reales sobre bienes que deban ser registrados;

Tales los casos de compraventa, permuta o donación de bienes registrables, aportes de bienes a sociedades, etc, constitución de hipoteca o prenda sin desplazamiento, etc.

b) las particiones extrajudiciales de bienes, salvo que mediare convenio por instrumento privado presentado al Juez;

La salvedad que hace este inciso obedece al carácter de instrumento público que adquiere el convenio mediante la actuación judicial.

Estrictamente, la partición no es un contrato porque es declarativa de derechos, reconoce, individualiza materialmente algo que ya existía y estaba idealmente determinado. Para que haya contrato es necesario algo más que la simple declaración de derechos. Se requiere que se cree o se extingan relaciones jurídicas.

c) los contratos de sociedad, sus prórrogas y modificaciones, cuando el aporte de cada socio sea mayor de cien jornales mínimos establecidos para la capital, o cuando consista en la transferencia de bienes inmuebles, o de un bien que deba ser registrado;

La hipótesis de excepción- escritura pública- está establecida cuando el monto del capital de cada socio no alcance la suma equivalente a 100 jornales mínimos. Los contratos d época monta, que hacen generalmente los que ejercen profesiones liberales, los trabajadores rurales, los artesanos, etc., podrán ser no formales, hechos en instrumentos privados.

d) la cesión, repudiación o renuncia de derechos hereditarios, en las condiciones del inciso anterior, salvo que sean hechas en juicio;

Tampoco son contratos. Acotemos igualmente que repudiación y renuncia son conceptos equivalentes. Tiene una excepción y se da cuando la cesión, repudiación o renuncia se haga en juicio sucesorio, es decir basta que el heredero manifieste ante el juez que entiende en el juicio sucesorio su voluntad de ceder, repudiar o renunciar a su derecho.

La salvedad que hace este inciso obedece a la misma razón que dimos cuando hablamos de las particiones extrajudiciales de herencia.

e) todo acto constitutivo de renta vitalicia;

Se trata de rentas vitalicias  constituidas por contrato. Si lo son por testamento, requieren la forma exigida para estos. Al estudiar este contrato más adelante, veremos que la escritura pública es una formalidad exigida ad probationen, a diferencia de la legislación argentina donde la escritura pública es requisito de existencia y validez del contrato ad solemnitaten.

f) los poderes generales o especiales para representar en juicio voluntario o contencioso, o ante la administración pública o el Poder f) f) Los poderes generales o epeciales para representar en juicio voluntario o contenciosos, o ante la administarcion publica o el poder Legislativo; los conferidos para administrar bienes, contraer matrimonio, reconocer o adoptar hijos y cualquier otro que tenga por objeto un acto otorgado o que deba otorgarse 
por escritura pública;

La regla no es la formalidad del mandato, que puede darse hasta verbalmente o en forma tácita. Pero la importancia del caso que nos ocupa justifica la exigencia de escritura pública. Repárese que en este tipo de mandatos están destinados para servir de base para representar a una persona ante los poderes judicial, ejecutivo y legislativo, por lo que es imprescindible asegurar  su prueba. Mediante la escritura pública los mandatarios pueden demostrar a los terceros que realmente representa a las personas que invocan y los terceros tienen seguridad de que esos mandatarios efectivamente están autorizados para intervenir en pleitos o actuar ante los otros poderes, como así también para disponer o administrar bienes en nombre y por cuenta del mandante.
Un acto que deba redactarse en escritura pública también requiere esta formalidad, porque el poder en este caso es un elemento integrante del acto mismo y debe ser transcripto en la respectiva escritura, o hacerse referencia a él. Por ej.: para poder vender un inmueble.

Los poderes de procuración no necesitan ser registrables, pero si para disponer de bienes registrables, contraer matrimonio, reconocer o adoptar hijos. Que deben anotarse en el Registro de Poderes.

g) las transacciones sobre inmuebles y los compromisos arbitrales relativos a éstos;

Nuestro Código, en concordancia con la doctrina moderna, se ha pronunciado en el sentido de que la transacción es un verdadero contrato y no un acto jurídico en general. Art. 1495

La transacción es un contrato que tiene por objeto poner fin a derechos litigiosos o controvertidos sobre inmuebles. Exige escritura pública por versar el acto sobre inmuebles, en concordancia con el art. 700 inc. a), la que deben las partes presentarla al juez de la causa y la transacción tendrá efecto respecto de terceros solo después de su agregación al expediente y los interesados ya no podrán desistir de ella.

Asimismo, si existe un litigio sobre el inmueble y laspartes en disputa quieren dirimirlo mediante la decisión de árbitros, ese compromiso arbitral también debe instrumentarse en escritura pública.

h) todos los contratos que tengan por objeto modificar, transmitir o extinguir relaciones jurídicas nacidas de actos celebrados mediante escritura pública, o los derechos procedentes de ellos;

En estos supuestos, esas relaciones jurídicas o derechos que emergen de actos jurídicos ya consignados en instrumentos públicos, no pueden modificarse, cederse o extinguirse sino mediante la correspondiente escritura pública. Por ej. Una hipoteca sobre inmueble: debe ser modificada, transferida o extinguida mediante escritura pública, no porque la hipoteca tenga relación exclusiva con los inmuebles, sino porque ella siempre debe ser realizada en escritura pública.

i) todos los actos que sean accesorios de contratos redactados en escritura pública; 

La modificación de los estatutos de una sociedad como consecuencia del aumento de capital constituye uno de los actos accesorios a que se refiere el inciso. Ej.: la aceptación de una donación de inmueble cuando ella tiene lugar separadamente.

j) los pagos de obligaciones consignadas en escritura pública, con excepción de los parciales y de los relativos a intereses, canon o alquileres;

En el caso de hipoteca, por ejemplo debe distinguirse entre: extinción del crédito, extinción de la hipoteca y la cancelación de la misma anotada en el Registro respectivo. Solo en este último caso se requiere escritura pública otorgada por el acreedor, mientras 
que los pagos parciales pueden probarse por cualquier medio. Más aun, el Código Procesal Civil, para admitir la excepción de pago, exige solo que aquel este documentado ( art. 462, inc. f), no importa si lo está en instrumento público o privado.

Los intereses, canon o alquileres pueden constar igualmente en instrumentos privados, por tratarse de prestaciones periódicas que en si mismas no modifican la existencia de la obligación principal, consignada en escritura pública. 

Art.701.- Los contratos que, debiendo llenar el requisito de la escritura pública, fueren otorgados por instrumento privado o verbalmente, no quedarán concluidos como tales, mientras no estuviere firmado aquella escritura. Valdrán, sin embargo, como contratos en que las partes se hubieren obligado a cumplir esa formalidad.

Estos actos, como aquellos en que las partes se comprometieren a escriturar, quedan sometidos a las reglas sobre obligaciones de hacer.

El presente artículo no tendrá efecto cuando las partes hubieren convenido que el acto no valdría sin la escritura pública.

Estos casos se dan por lo general en las ventas de inmuebles, que de acuerdo al art. 700 inc a) deben hacerse por escritura pública, pero las partes las hacen mediante un documento privado, denominado “boleto de compraventa” , instrumento este que al no estar revestido de la formas legales no es título apto para hacer adquirir el derecho real de dominio.

En resumen son el boleto de compraventa no hay transferencia de inmueble, pues dicho instrumento no es válido para el efecto, pero por voluntad de la ley ese documento privado se transforma en un acto en virtud del cual la partes se comprometen a otorgar la escritura pública, asumiendo una obligación de hacer. Pero si los contratantes al firmar el instrumento dejaren constancia que el acto no valdría sin la escritura pública (supuesto previsto en la parte final del texto), la voluntad de las partes prevalece sobre la legal, que es solo supletoria. No habrá contrato no obligación de escriturar.

Art.702.-En el caso del artículo anterior, la parte que rehusare cumplir la obligación podrá ser demandada por la otra para que otorgue la escritura pública.

Si el comprador pidiere el embargo del inmueble materia del contrato, el Juez lo decretará, previo depósito del precio que corresponda pagar en el acto de la escrituración.

Cuando la sentencia condenare a escriturar, y alguna de las partes no hubiere concurrido al otorgamiento, el Juez, llenadas las condiciones del contrato, podrá firmar el instrumento.

Nuestro Código acepta que el juez pueda firmar la escritura en caso de incomparecencia del obligado y previo depósito del precio.

La escritura podía ser otorgada y firmada por el juez a costa del deudor porque? Porque la obligación del demandado seria una obligación de hacer, la cual puede ser cumplida por un tercero en este caso el juez, a costa del deudor. (art. 420 inc. b).

DOCTRINA

Este tipo de obligación impone realizar un acto concreto (otorgar una Escritura Pública). Se da cuando una persona se encuentra obligada a transferir la propiedad de un bien registrable y no cumple con tal responsabilidad. La persona beneficiada tiene acción para obligar al otorgante remiso a hacerlo, bajo apercibimiento de hacerlo el Juzgado a su nombre y cuenta en caso de persistir en su negativa y, en lo que al proceso se refiere, ser condenado al pago de las costas y a una eventual indemnización de daños y perjuicios.

Ello se debe a que este tipo de acción no es susceptible de cumplimiento compulsivo. 
Vale decir, no puede obligarse a la persona a suscribir el acto, pero si puede darse validez a la actuación del Juez en su nombre, luego de existir sentencia condenatoria firme en tal sentido.

Básicamente, comprende una obligación de dar, pues mediante el otorgamiento de la escritura, transmite los derechos inherentes al dominio de la cosa, pues la misma, consiste en la entrega de una cosa cierta, individualmente determinada, desde el momento constitutivo de la obligación.

Éstas obligaciones se hallan dispersas en nuestro Código, pues para la transmisión de derechos reales, debemos remitirnos a las obligaciones de dar cosas ciertas (art. 463 al 468), a las normas sobre contratos que deben ser otorgados por escritura pública (art. 700) y, a las reglas relativas a las obligaciones del vendedor.

RESCISIÓN. CONCEPTO.

La rescisión es un acuerdo de voluntades por el cual se deja sin efecto un contrato. Por ello se lo denomina también “distracto” puesto que el acuerdo de voluntades ha creado un vínculo, puede también, por contrario imperio, aniquilar o extinguir ese contrato.

Tal es lo que expresa el artículo 718 del C.C.: “las partes pueden extinguir por un nuevo acuerdo los efectos de un contrato anterior, pero la rescisión acordada no perjudicara en ningún caso los derechos adquiridos por terceros a consecuencia del contrato rescindido.

EFECTOS.

Los efectos de la rescisión dependen de la voluntad de las partes, los que pueden:

· Acordar que el contrato originario quede sin efecto “retroactivamente” con obligación de las partes a restituirse mutuamente  todo lo que hubieren recibido la una de la otra, o bien,

· Acordar que el contrato deje de producir sus efectos en adelante, quedando firmes los efectos ya producidos. No hay “retroactividad”.

Sin embargo, la última parte del artículo mencionado, dispone que la retroactividad resultante de una rescisión no puede perjudicar nunca, los derechos que los terceros hubieran adquiridos en el ínterin, como consecuencia del contrato originario.

Aunque la rescisión comporta un acuerdo de voluntades, también existe casos excepcionales en que la rescisión se puede operar por simple decisión unilateral. Es lo que ocurre en los contratos de trabajo que puede ser rescindido del obrero o del patrón, o en los contratos de locación de obra. Lo que sí es importante destacar en este tipo de rescisión excepcional, es que la terminación de dichas declaraciones se opera desde que el interesado exprese su voluntad de hacerlo, pero sus efectos son para el futuro obviando así, la retroactividad: los actos anteriores quedan firmes sin excepción.

REVOCACIÓN. CONCEPTO.

En su significado estricto, la idea de “revocación” está unida a la de “liberalidad” se revoca una decisión, un testamento. Importa pues, un “acto unilateral de voluntad” por el que se deja sin efecto la liberalidad.

La revocación en materia de contratos, exige una “causa” jurídica que la justifique, vale decir, solo puede tener lugar por las causas que la ley autoriza.

EFECTOS.

Los efectos que la revocación produce son: 

A) Entre las partes, deja sin efecto retroactivamente. Esta regla es absoluta.

B)Con los terceros que adquirieron derechos sobre las cosas donadas, los efectos varían según las circunstancias.

▪ Si la revocación es por ingratitud del donatario, la ley protege al tercero restándole carácter retroactivo.

▪ Si la revocación es por incumplimiento de cargos, los terceros son afectados por retroactividad de la revocación.

RESOLUCIÓN. CONCEPTO.

La resolución consiste en la extinción del contrato en virtud de un derecho posterior a su celebración del acto contractual. Este hecho puede ser imputable a una de las partes (incumplimiento de su respectiva prestación) o puede resultar ajeno a la voluntad  de ambas partes (como en los casos de ciertas condiciones resolutorios).

La resolución de un de un contrato se opera “ipso jure” en el caso de las condiciones resolutorias, pero si se funda en el incumplimiento de una de las partes, la parte interesada en resolver el contrato debe manifestar claramente dicha intención.

EFECTOS.

La resolución deja sin efecto el contrato “retroactivamente”. Su consecuencia es volver las cosas en el estado en que se encontraban antes de la celebración del acto. Estos efectos son similares a los producidos por la nulidad de los actos, pero la diferencia fundamental radica en que la resolución proviene de un hecho posterior a la celebración del acto o concomitante con la celebración del acto.

CAUSALES.

Tienen especial importancia como causa de resolución de contratos: el pacto comisario, la señal o arras, y la cláusula penal.

TRABAJOS PRÁCTICOS DEL GRUPO Nª2

TRABAJO Nº 1

ÓRGANOS JUDICIALES

Conceptualización  según Manuel Ossorio 
Órgano: cada una de las partes del cuerpo que cumple una función. Su falta o defecto puede influir en ciertos casos en la capacidad jurídica del individuo.
Ministerio Público: llamado ministerio fiscal, es la institución estatal  encargada, por medio de sus funcionarios (fiscales) de defender los derechos de la sociedad y del Estado. Es, además, por lo menos en algunos países, el órgano de relación entre el Poder Ejecutivo y Poder Judicial. 

Ministerio Pupilar. La institución de Derecho Publico que vela por los menores y sus derechos, así como por otras categorías en principio sin eficaz amparo jurídico. 

 Poder Judicial: en toda su variedad de fueros o jurisdicciones, los órganos a que se confía el conocimiento y resolución de los juicios y causas de un país. 

Instancia: cada una de las etapas o grados del proceso. Corrientemente, en la tramitación de un juicio se pueden dar dos instancias: una primera, que va desde su iniciación hasta la primera sentencia que lo resuelve, y una segunda, desde la interposición del recurso de apelación hasta la sentencia que en ella se pronuncie. En esas dos instancias se debaten tanto problemas de hecho cuanto de derecho. Y aún cuando la sentencia dictada en la apelación sea susceptible de otros recursos ordinarios o extraordinarios, la inaplicabilidad de la ley o de casación, esa última etapa ya no es constitutiva de una instancia porque, generalmente, en ese trámite no se pueden discutir nada más que aspectos de mero derecho. De ahí que a los jueces que intervienen en la primera instancia del juicio, suele llamárselos de primera instancia. 
Jurisdicción: del latín Iurisdictio (administración del Derecho). Acción de administrar el Derecho, no de establecerlo. Es, pues, la función específica de los jueces. 

Competencia: atribución legítima a un Juez u otra autoridad para el conocimiento o resolución de un asunto. Couture la define como medida de jurisdicción asignada a un órgano del Poder Judicial, a efectos de la determinación genérica de los asuntos en que es llamado a conocer por razón de la materia, de la cantidad y del lugar. Las llamadas cuestiones de competencia se ocasionan cuando dos de ellos creen que les pertenece entender en asuntos determinados.
  ORGANOS JUDICIALES:

PODER JUDICIAL: Es el poder del Estado al que se le asigna en la Constitución la función Jurisdiccional. La Constitución señala: “la administración de Justicia está a cargo del Poder Judicial, ejercido por la Corte Suprema de Justicia, por los Tribunales y por los Juzgados, en la forma que establezcan esta Constitución y la Ley” (Art.247, 2ª parte de la C.N)
“El Poder Judicial es el custodio de esta Constitución. La interpreta, la cumple y la hace cumplir”(Art. 247 1er parte de la C.N)

INDEPENDENCIA JUDICIAL: Es una garantía para el correcto ejercicio de la función jurisdiccional, con total libertad de los otros poderes del Estado, funcionarios y de cualquier otra persona u organización, no podrán arrogarse atribuciones judiciales que no estén establecidas en la C.N, ni revivir procesos fenecidos, ni paralizar las existentes, ni intervenir de cualquier manera en los juicios, estos conllevan a nulidad insanable. Los que atentasen contra la independencia del Poder Judicial y a la vez s¡de sus magistrados, quedarán inhabiltados para ejercer la función pública por cinco años consecutivos. Además de las penas que fije la ley” (Art 248 de la C.N)

SISTEMA DE SELECCIÓN DE LOS MAGISTRADOS

Ha sido confiada al Consejo de la Magistratura. Este es el organismo constitucional que cumple la tarea especial de seleccionar las ternas de candidatos a ocupar cargos en el Poder Judicial de la República. (art. 262,263 y 264 de la C.N).

Sistema de la carrera Judicial: el magistrado realiza una verdadera “carrera”, a través de los distintos cargos de la Judicatura. 
La persona que desee prestar servicios en la administración de justicia ingresa al Poder Judicial asumiendo las funciones de menor relevancia y, luego, con el tiempo, la experiencia y los méritos va paulatinamente ascendiendo. Es la implantada por nuestra Carta Magna.

En nuestro país se utiliza el sistema colegiado, posee menor margen de error, lo cual es el resultado no sólo de un número mayor de jueces, sino de mayor deliberación para dictar los fallos.

La Organización Judicial de nuestro país se estructura sobre la base de la instancia múltiple.

JUEZ: 
El Juez es la persona investida por el Estado con potestad jurisdiccional. Al Juez está confiada la protección del honor, la vida, la libertad y los bienes de las personas. Toda persona que pretenda ser Juez debe tener tres cualidades  insoslayables: honestidad, idoneidad y disposición.

CARACTERES:

· Dedicación Exclusiva
· Honorabilidad

· Letrado

· Función Pública

· Inamovilidad 

· Permanencia

· Sedentarismo

· Remuneración

DEBERES:

· Asistir a las audiencias 

· Administración de Justicia 

· Juramento o promesa

· Cumplir los plazos
· Fundar las resoluciones

· Resolver conforme a la ley 

· Observar los principios dispositivo y de congruencia

· Dirigir el proceso
· Concurrir al despacho

DERECHOS

· Administrar Justicia

· Remuneración

· Respeto y consideración

· Inmunidad

RESPONSABILIDAD CIVL

Es la situación jurídica derivada de una acción u omisión ilícita, que consiste en el deber de repara el daño causado. 

DEL MINISTERIO PÚBLICO Y DEL MINISTERIO DE LA DEFENSA PÚBLICA

Art. 40.- Intervención del ministerio público: ejerce la acción civil conforme con lo dispuesto por la Constitución y las leyes. El Juez que entiende en una causa en que deba ser parte un representante de dicho Ministerio, dispondrá que se le notifique en la forma establecida por este código. La falta de intervención del Ministerio Fiscal en los procesos en que es parte, acarreará, a su pedido, la nulidad de las actuaciones. 

CARÁCTER. FUNCIÓN: Nuestra Carta Fundamental incorpora el Ministerio Público al Poder Judicial con las características de una magistratura particular, con autonomía funcional y administrativa. En el Proceso Civil, cumple una función de cooperación con la función judicial coadyuvando para su mejor desenvolvimiento. 

Los funcionarios que integran el Ministerio Público no tienen dentro del proceso civil facultades de decisión, ya que ellas corresponden de manera exclusiva al Juez o Tribunal. 
Art. 266 de la C.N. reza: “El Ministerio Público representa a la Sociedad ante los Órganos jurisdiccionales del Estado, y gozando autonomía funcional y administrativa en el cumplimento de sus deberes y atribuciones. Lo ejerce el Fiscal General del Estado y los agentes fiscales en la forma determinada por la ley”

Art 268 de la C.N. DEBERES Y ATRIBUCIONES:

1) Velar por el respeto de los derechos y la garantías constitucionales;

2) Promover acción Penal Pública para defender el patrimonio público y social , el medio ambiente y otros intereses difusos, así como los derechos de los pueblos indígena;

3) Ejercer acción penal en los casos en que, para iniciarla y proseguirla, no fuese necesaria instancia de parte, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal proceda de oficio, cuando lo determine la Ley;

4) Recavar información de los funcionarios públicos para el mejor  cumplimiento de sus funciones, y 

5) Los demás deberes y atribuciones que fije la Ley.  

 DIVISIÓN: El Ministerio Público comprende: el Ministerio Fiscal, el Ministerio de la Defensa Pública y el Ministerio Pupilar.

a) El Ministerio Fiscal: en lo Civil y Comercial debe velar por el respeto de las leyes que regulan la capacidad y el Estado de las personas. También de las personas que determinan la competencia de los jueces y otras que afectan el Orden Público y que, por ende, no pueden quedar al arbitrio de los particulares. 

b) Ministerio Pupilar: se refiere a la representación de los menores e incapaces en los procesos, el velar por sus personas, sus derechos y sus bienes. 

c) El ministerio de la Defensa Pública: está desempeñado por los defensores y procuradores de pobres, ausentes e incapaces mayores de edad, los abogados del trabajo, los defensores de pobres en el fuero penal, y los auxiliares de la Justicia de menores, la Defensoría de la Niñez y de la Adolescencia depende del Ministerio de la Defensa Pública

Los plazos son perentorios e improrrogables para las partes y también, para el Ministerio Públicos y demás funcionarios Judiciales, de acuerdo con el Art 151 del C.P.C.
Los jueces son los únicos que escapan a esta regla general establecida en el art 145 del C.P.C

JURISDICCION Y COMPETENCIA
Dice ALSINA que el Estado no se limita a establecer el derecho, sino que garantiza su cumplimiento, este es el contenido de la función jurisdiccional.

El Artículo 5 del Código de Organización Judicial define la jurisdicción cuando expresa: "La jurisdicción consiste en la potestad de conocer y decidir en juicio y de hacer ejecutar lo juzgado".

La jurisdicción judicial es la facultad conferida a los jueces para administrar justicia en las controversias con relevancia jurídica.

La jurisdicción es un atributo de la soberanía, de allí que todos los jueces integrantes del Poder Judicial tienen jurisdicción, pero no todos tienen competencia para conocer y decidir en un determinado asunto.

La competencia consiste en el límite de la jurisdicción. El Artículo 7 del Código de Organización Judicial expresa: "Los jueces y tribunales ejercerán jurisdicción dentro de los límites de su competencia".

LASCANO define la competencia como la capacidad reconocida a ciertos jueces para ejercer jurisdicción en determinados casos.

La competencia es el ámbito de atribuciones del órgano. La regla es que la competencia sólo puede ser ejercida por sus propios agentes, en consecuencia no corresponde la representación o el mandato, salvo que la ley expresamente así lo autorice. Dentro de la competencia es un deber del agente ejercer sus atribuciones, en tanto que los derechos y las obligaciones pueden no ejercerse o no cumplirse.

Todos los jueces que integran el Poder Judicial estan dotados de jurisdicción. Pero no todos los jueces tienen competencia. La potestad de juzgar (jurisdicción) esta limitada por la Constitución y por la ley atendiendo a la materia (civil, laboral, penal, contencioso-administrativo, del menos, electoral, etc.); al territorio; al valor o cuantía; al turno y a la conexidad. 

1.1. El acto jurisdiccional, el administrativo y el legislativo: Por las distintas consecuencias que de su correcta distinción se derivan tiene una importante significación práctica diferenciar el acto jurisdiccional, el acto legislativo y el acto administrativo.

1.1.1. El acto jurisdiccional: Juzga la conducta frente a la norma abstracta. Tiene caracter de cosa juzgada y es, por tanto, irrevisible. La sentencia se refiere a un caso concreto y no obliga sino a quienes intervinieron como partes en el juicio. 

1.1.2. El acto legislativo: Establece una norma abstracta destinada a regir la conducta; presenta los caracteres de ser general, abstracta, obligatoria y coercitiva.

1.1.3. El acto administrativo: Es por esencia siempre revisible, por el órgano judicial.

ELEMENTOS DE LA JURISDICCION
Los elementos de la jurisdicción, uniformemente reconocidos, son: 

1. Notio: Es el derecho de conocer una cuestión determinada.

2. Vocatio: Es la facultad de obligar a las partes a comparecer a juicio dentro del plazo legal.

3. Coertio: Es la posibilidad de recurrir a la fuerza para lograr el cumplimiento de las medidas ordenadas dentro del proceso, al efecto de hacer posible su desenvolvimiento. Pueden ser sobre las personas o sobre las cosas. 

4. Iudicium: Consiste en la facultad de dictar sentencia poniendo término a la litis con carácter definitivo, es decir, con efecto de cosa juzgada.

5. Executio: Es el poder para ejecutar las resoluciones judiciales, mediante el auxilio de la fuerza pública. También se denomina "imperium".

Los elementos de la jurisdicción están fijados en la ley con prescindencia de todo caso concreto.

La competencia, en cambio, debe determinarse en relación a cada caso concreto. Siendo así, ante un caso litigioso deberá empezarse por examinar la competencia por razón del territorio, y dentro de ella la competencia por razón de la materia teniendo en cuenta el monto del litigio, para saber si es de mayor o menor cuantía y la fecha de promoción de la demanda, para considerar el turno judicial.

DERECHO A LA JURISDICCION
Es la facultad que tiene toda persona de poder recurrir ante el órgano judicial en procura de justicia como consecuencia de la prohibición de hacerse justicia por mano propia (autotutela). Dispone la Constitución: "Nadie podrá hacer justicia por sí mismo ni reclamar sus derechos con violencia, pero se garantiza la legítima defensa" (Artículo 15 de la Constitución Nacional).

El juez debe ser el "juez natural", es decir, los tribunales preexistentes establecidos por la ley, en forma objetiva y con carácter permanente. En este sentido el Artículo 16 segunda parte de la Constitución establece: "Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales". 

UNIDAD DE JURISIDICCION
El concepto unitario de jurisdicción en el sentido de que ésta constituye la función pública de dirimir conflictos de intereses, significa que el Estado a través del Poder Judicial debe tutelar el derecho subjetivo, realizando a la vez el derecho objetivo, decidiendo la controversia e imponiendo el cumplimiento de su decisión.

Ni el Poder Legislativo ni el Poder Ejecutivo cuando resuelven cuestiones o juzgan (juicio político) emiten sentencias en el sentido y con los efectos que éstas tienen en el ordenamiento jurídico. La Constitución es clara al respecto, dice el Artículo 248 primera parte: "Queda garantizada la independencia del Poder Judicial. Sólo el puede conocer y decidir en actos de carácter contencioso". 

El juez como órgano del Estado, imparcial e independiente, es el único capaz de decidir los conflictos en que es requerido a instancia de parte.

Para el justiciable, titular del interés en conflicto, la jurisdicción constituye el único medio permitido para obtener el reconocimiento de su derecho, como consecuencia de la prohibición de la autotutela.
TRABAJO Nº 2
RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIO APARENTE

EL CONCUBINATO O UNION DE HECHO. CONCEPTO

El concubinato como instituto social y jurídico se da cuando un hombre y una mujer con aptitud nupcial viven en forma pública, singular, estable. Y se comportan entre sí y frente a los terceros como si fueran esposos.

Es determinante por lo tanto la posesión de estado de esposos, aunque no tengan el título de tales.

El concubinato es, por así decirlo, un casi-matrimonio, un matrimonio aparente.
El concubinato se configura cuando una pareja cohabita, vive bajo el mismo techo, comparte las mismas vicisitudes de la vida, cuando hace una vida similar a la matrimonial, aunque no tenga dicho status porque no ha legitimado dicha unión sin que medien impedimentos (cuando no se ha unido en matrimonio legítimo conforme a la ley civil), puede decirse que la misma vive en concubinato.

Al concubinato también se lo conoce doctrinariamente con otros nombres, como el de unión de hecho, unión libre, unión natural, unión marital de hecho, etc.


CAUSAS DE SU RECONOCIMIENTO

Conocida esta institución en el derecho Romano, fue trasegada de alguna manera por casi todas las legislaciones que le siguieron, en muchas de las cuales se hablaba con términos peyorativos referentes a ella, ya que era mirada desde el punto de vista social como una afrenta a la sociedad. Pero fue y sigue siendo una realidad social, y el derecho se ha ocupado, por esa razón, de darle un marco regulatorio adecuado.

Algunas de las razones que la explican:

a. Culturales;

b. Legislativas;

c. Económicas;


OTRAS CAUSAS: RELAJACIÓN DEL MATRIMONIO

Más allá, fundamentalmente hay que entender que muchas parejas, temerosas de enfrentar el futuro con los compromisos que implica el matrimonio, prefieren simplemente unirse y vivir en común. La cual se ha trasladado a todas las clases sociales.

ANTECEDENTE HISTÓRICO

La regulación del concubinato se remonta a Roma. Regulada desde los emperadores (desde Augusto en adelante) como una forma de unión entre el varón y la mujer para hacer vida en común. Lo que no existía en el concubinato y si existía en el matrimonio era el affectio maritalis, el ánimo de contraer matrimonio.
Bajo emperadores cristianos el concubinato ascendió ciertamente al grado de institución jurídica pero no en el sentido favorable.


DIVERSAS CLASIFICACIONES

a. EL CONCUBINATO CARENCIAL: 

Está integrada por una pareja que carece de impedimentos matrimoniales, que tiene aptitud para casarse, que viven en posesión de estado matrimonial, pero que, sin embargo, carece de motivación para celebrar el matrimonio civil.

b. EL CONCUBINATO SANCIÓN: 

Es aquel en el cual uno o ambos integrantes de la pareja de concubinos con posesión de estado matrimonial, tienen un ligamen anterior.


c. EL CONCUBINATO UTÓPICO: 

Es aquél en que los integrantes de la pareja viven en posesión de estado matrimonial, no tienen impedimentos para contraer matrimonio, no carecen de la indispensable para llevar una vida decorosa, ni les falta nivel cultural. A pesar de ello no quieren contraer matrimonio por razones filosóficas, que los lleva a considerar el matrimonio como una intromisión del estado en su vida privada.


CARACTERES DEL CONCUBINATO PARA SU RECONOCIMIENTO

a. Permanencia y cohabitación;

b. Publicidad o notoriedad;

c. Singularidad;


REGULACIÓN DEL CONCUBINATO: SISTEMA DEL DERECHO COMPARADO

a. SISTEMAS ABSTENCIONISTAS: 

Se censura a tal grado el concubinato que sencillamente el legislador omite expedirse sobre la institución; ni la menciona.


b. SISTEMAS SANCIONATORIOS: 

Existen posiciones según las cuales no basta con abstenerse, sino que debe igualmente sancionarse al concubinato, haciendo más gravosa su situación legal o estableciendo penas, para persuadir a las personas que no vivan concubinados.


c. SISTEMAS REGULATORIOS: 

Tomando una óptica diametralmente opuesta a los otros dos sistemas, se encuentran la postura reguladora del concubinato, según la cual es conveniente contar con una legislación que norme respecto de las efectos que puede producir en la práctica el hecho social innegable del concubinato. Lo que se intenta es paliar los efectos nocivos que puede tener el concubinato respecto de ciertas personas, especialmente la mujer y los hijos.


LAS UNIONES DE HECHO DEL CÓDIGO CIVIL Y LA LEY 1/92.

Art. 217 C.C.

Art. 223. C.c.

Art. 83. Ley 1/92.


DURACIÓN: COMUNIDAD DE GANANCIALES

Art. 84. Ley 1/92.


INSCRIPCIÓN DE LA UNIÓN CONCUBINARIA

Art. 86. Ley 1/92.


LOS BIENES EN LA COMUNIDAD DE LOS CONCUBINOS

Art. 87. Ley 1/92.


OBLIGACIONES ALIMENTARIAS ENTRE LOS CONCUBINOS

Art. 90. Ley 1/92.

RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIO APARENTE 

CONTRA LA SUCESIÓN

La inclusión del cónyuge aparente en la declaratoria de herederos importa su participación en los bienes propios del causante. Tribunal de Apelación Civil y Comercial, Sala 3 (Acuerdo y Sentencia Nro. 91) 1994. La ley Revista Jurídica Paraguaya.

El conviviente supérstite se presenta ante la sucesión y se auto atribuye el carácter de cónyuge aparente, solicita la calidad de heredero, y por tanto la mitad de los bienes gananciales y derechos sobre los bienes propios del causante.

De acuerdo con la legislación paraguaya, en las uniones de hecho, al fallecimiento de uno de los concubinos, el supérstite es llamado a la sucesión del causante como heredero.

El derecho hereditario del concubino constituye una reciente reforma en el régimen jurídico nacional.

El Art. 91 de la Ley Nº 1, del 15 de Julio de 1992, dispone: “Si la unión termina por muerte de uno de los concubinos siempre que ella tuviera cuanto menos cuatro años de duración el sobreviviente recibirá la mitad de los gananciales y la otra mitad se distribuirá entre los hijos del fallecido, si los hubiere. Si el causante tuviere bienes propios, el concubino supérstite concurrirá con los hijos, en igualdad de condiciones de éstos. El derecho de representación del concubino sólo se extiende a sus descendientes en primer grado”.

Esta norma viene del Art. 95 del Anteproyecto de la Ley de Reforma Parcial del Código Civil, presentado por la Coordinación de Mujeres del Paraguay, inspirado en el Art. 288 del Anteproyecto de De Gásperi, quien menciona como antecedentes el Art. 14 de la Ley Guatemalteca Nº 444 del 20 de Noviembre de 1947, y el Art. 1635 del Código Mexicano.

De Gásperi, a la nota al Art. 288, de su Anteproyecto, después de señalar que el Art. 1635 del Código Mexicano, “sólo confiere derechos hereditarios a la concubina en la sucesión del hombre con quien mantuvo cinco años de vida concubinaria en el tiempo inmediato anterior a su muerte”, sostiene, que: “La admisión de un derecho recíproco de sucesión es, sin duda más justo, que el limitado a favor de sólo  la concubina, porque si ésta, por razón de su sexo, desempeñó dentro del hogar todos los menesteres domésticos, amén de prestar el concúbito, diremos, por analogía al débito conyugal del matrimonio, ahorró a su amigo todo lo que tales servicios podrían haberle costado de tener que valerse del trabajo servil, y tiene así vocación a la mitad de los gananciales acopiados por él en cinco años inmediatamente anteriores a su muerte, no es menor cierto que igual derecho debe conferirse a éste por fallecimiento de su amiga, con quien hizo vida marital durante todo ese tiempo, subviniendo a los gastos ordinarios del hogar con el estipendio de su trabajo personal y separado”.

El Art. 1635 del Código Civil Mexicano Actualizado “Para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia Federal”, dispone: “La concubina y el concubinario tienen derecho a heredarse recíprocamente, aplicándose las disposiciones relativas a la sucesión del cónyuge, siempre que hayan vivido juntos como si fueran cónyuges durante los cinco años que precedieron inmediatamente a su muerte o cuando hayan tenido hijos en común, siempre que ambos hayan permanecido libres de matrimonio durante el concubinato. Si al morir el autor de la herencia le sobreviven varias concubinas o concubinarios en las condiciones mencionadas al principio de este artículo, ninguno de ellos heredará” (Ediciones Delma, Ed. 1993).
La Coordinadora de Mujeres del Paraguay, por su parte, en su Exposición de Motivos del mencionado Anteproyecto, somete  a una severa crítica al Capítulo X - Título III del Libro I, del Código Civil -, que trata “De la unión de hecho” y, entre otras consideraciones, expresa: “Rechazamos, la tesis de los juristas que pretenden condenar a las uniones libres so pretexto de defender la unión legal. Nada más falso. Se defiende a una familia tratando de asimilar las uniones de hecho al matrimonio legal, e insertando a la pareja por las vías de la ley en el régimen de derechos y obligaciones de las uniones legítimas. Por lo que se reconoce también a las uniones de hecho que tuvieren cuatro años de duración y libres de impedimentos, (además de la publicidad y singularidad antedichas), el derecho a constituir entre ellos una comunidad de gananciales que podrá disolverse en vida de los concubinos o por muerte de uno de ellos, tal como lo prevía la Ley Nº 236. Además, en caso de fallecimiento de uno de los miembros de la pareja de hecho, el sobreviviente que percibirá su parte de gananciales, podrá también si el premuerto tuviese bienes propios, concurrir a su sucesión con los hijos del fallecido, como un hijo más. Si aquél no tuviese descendientes concurrirá con los ascendientes, y si ambos faltasen, el concubino supérstite excluirá a los colaterales”.

CONDICIONES PARA QUE EL CONCUBINO SUPÉRSTITE TENGA VOCACIÓN HEREDITARIA

Para que el concubino sobreviviente goce del derecho hereditario en la sucesión del compañero fallecido, es menester que se cumplan los requisitos establecidos por la citada Ley Nº 1/92, a saber:

1º.- Que la relación de pareja tenga los caracteres de estabilidad, publicidad y singularidad, así como que quienes la integran tengan capacidad para contraer matrimonio válido, como lo dispone el Art. 83 de la citada Ley, que dice: “La unión de hecho constituida entre un varón y una mujer que voluntariamente hacen vida común, en forma estable, pública y singular, teniendo ambos la edad mínima para contraer matrimonio y no estando afectados por impedimentos dirimentes producirá efectos jurídicos”.

2º.- De conformidad con el Art. 91 de dicha Ley, resulta que el derecho hereditario del concubino supérstite se subordina, además, al cumplimiento de las siguientes condiciones: 

a) Que la unión termine por la muerte de uno de los concubinos, lo que significa que la vida concubinaria ha llegado hasta ese momento; si el concubinato existió, pero cesó antes del fallecimiento del causante de la sucesión, el concubino supérstite carece de derecho hereditario, pues, en ese caso, la unión no termina con la muerte del compañero.

b) Que el concubinato haya tenido cuanto menos cuatro años de duración al tiempo en que termina, texto que reproduce lo dispuesto en el Art. 84 del cuerpo legal citado, que reza: “En la unión que reúna las características del artículo precedente y que tuviera por lo menos cuatro años consecutivos de duración se crea entre los concubinos una comunidad de gananciales, que podrá disolverse en vida de ambos o por causa de muerte, debiendo en los dos casos distribuirse los gananciales entre los concubinos, o entre el sobreviviente y los herederos del otro, por mitades”.

Dicha exigencia será fuente de arduas y frecuentes disputas judiciales. En la generalidad de los casos, será difícil determinar el momento en que comenzó la relación concubinaria; todo descansará en la prueba testimonial, acerca de la cual, De Gásperi, en la nota al Art. 289 de su Anteproyecto ha sido poco favorable, al decir que pretensiones entre concubinos, “han prosperado sin otra prueba que la muy deleznable de la deposición de dos testigos, por lo común alentados por la impunidad del perjurio”.

c) El Art. 85, preceptúa: “Cuando en la unión expresada hubieren nacido hijos comunes el plazo de duración se considerará cumplido en la fecha del nacimiento del primer hijo”. Consecuentemente, el plazo de duración del concubinato, se reducirá considerablemente; inclusive a menos de un año y su prueba resultará fácil; bastará con presentar el certificado de nacimiento y/o de reconocimiento del primer hijo común, para que proceda la declaración judicial en la unión concubinaria alegada.

DERECHOS DEL CONCUBINO SOBREVIVIENTE

1º.- En primer lugar, conforme al referido Art. 91 de la Ley Nº 1/92, el concubino supérstite “recibirá la mitad de los gananciales”, como en el caso del cónyuge sobreviviente. 

Este derecho del concubino sobreviviente no es nuevo en nuestro país; ya contaba con él, en virtud del Art. 4º de la Ley 236/54, así como por el Art. 221 y concordantes del Código Civil. 

2º.- “Si el causante tuviere bienes propios, el concubino supérstite concurrirá con los hijos en igualdad de condiciones de éstos”, preceptúa, también el mentado Art. 91. Por esta disposición se acuerda al concubino sobreviviente idéntico derecho hereditario que al cónyuge supérstite que concurre con los descendientes del esposo fallecido.

3º.- El in-fine del Art. 91 del cuerpo legal citado, dispone: “El derecho de representación del concubino supérstite sólo se extiende a sus descendientes en primer grado”. Esta norma no figura en las fuentes de dicho artículo: no la registra el Anteproyecto de De Gásperi, como tampoco el de la Coordinadora de Mujeres del Paraguay.

Dicho precepto es incoherente con el régimen de representación establecido por nuestro Código y consideramos que es de dudosa aplicación.

4º.- El Art. 92 de la Ley 1/92, determina: “Si el fallecido no tuviere hijos pero dejare ascendientes, el concubino sobreviviente concurrirá con ellos en la mitad de los gananciales, por partes iguales”.

La norma transcripta, como se ve, no se refiere ni establece derecho hereditario alguno al concubino sobreviviente en los bienes propios del compañero difunto cuando concurre con los ascendientes de éste; en cambio, le otorga, sí, en los bienes gananciales que correspondían al causante, siguiendo los términos de su antecedente, el Art. 96 del Anteproyecto de Ley de Reforma Parcial del Código Civil, de la Coordinación de Mujeres del Paraguay.

Esta disposición se ha separado de lo establecido en el Código con relación al esposo supérstite que concurre a la herencia con ascendientes. En efecto, su Art. 2588 dice: “El cónyuge que concurra con ascendientes o descendientes, no tendrá parte a título de herencia en los bienes gananciales que hubieran correspondido al causante”. Los ascendientes aludidos por este precepto son los matrimoniales, habida cuenta que, el Art. 2590, en su nueva redacción, dispone: “El cónyuge sobreviviente, cuando concurriere con ascendientes extramatrimoniales, tendrá derecho a una cuarta parte sobre el haber líquido hereditario de gananciales. Este beneficio no existe cuando el cónyuge concurre con ascendientes matrimoniales”.

De acuerdo con el Art. 92 en referencia, cuando el concubino supérstite concurre con ascendientes, sean éstos matrimoniales o extramatrimoniales, a más de recibir la mitad de los gananciales, también participa en los gananciales que correspondían al de cujus “por partes iguales”.

Ahora bien, es necesario aclarar lo que debe entenderse “por partes iguales”. Se puede interpretar esta expresión en el sentido que, la mitad corresponderá al concubino y la otra mitad a los ascendientes, que se distribuirán entre ellos; pero cabe también pensar que el concubino tendrá mayor o menor porción de acuerdo con el número de ascendientes; si queda uno sólo de ellos, padre o madre del fallecido, el concubino supérstite recibirá la mitad; si al causante le sobreviven padre y madre, el concubino recogerá una tercera parte; y si los sobrevivientes fueran tres o cuatro abuelos, la parte del concubino disminuirá proporcionalmente. En todos estos casos, los llamados a participar de los gananciales, concubinos y ascendientes, recibirán “por partes iguales” la mitad de los gananciales que correspondían al causante.

De las dos interpretaciones señaladas, consideramos procedente la primeramente expuesta, pues, no sería razonable que cuanto más alejado fuese el vínculo entre el extinto y los parientes llamados a participar de la herencia, la porción que corresponda al concubino supérstite se vea reducida.

5º.- El Art. 93 de la Ley Nº 1/92, preceptúa: “Si el causante no tuviere descendientes ni ascendientes, el concubino supérstite recibirá todos los bienes del mismo, excluyendo por tanto a los colaterales”.

El referido Art. 93 tiene mejor redacción que el inc. d) del Art. 2586, dado que éste sólo se refiere “a los bienes propios del causante”, omitiendo a los gananciales. Sólo por vía de aplicación de otras normas concordantes, se llega a la conclusión de que el cónyuge supérstite recoge la totalidad de los bienes gananciales correspondientes a causante, cuando éste no dejare ascendientes ni descendientes.

6º.- El Art. 94 de la Ley Nº 1/92 dice: “El supérstite en las uniones de hecho que tuvieran cuanto menos cuatro años de duración, gozará de los mismos derechos a las jubilaciones, pensiones e indemnizaciones que correspondan a cónyuge”.

Estimamos prudente esta modificación al Art. 223 del Código Civil, introducida por la Ley Nº 1/92 de exigir que el concubinato tuviera “cuanto menos cuatro años de duración”  para tener el derecho que se le concede por el mismo al concubino; de lo contrario se corre el riesgo de que se alegue la existencia de uniones de hecho al sólo efecto de beneficiarse el presunto concubino supérstite “con las jubilaciones, pensiones e indemnizaciones” que correspondían al compañero fallecido.
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	1.-  Inscribir la orden judicial en el libro correspondiente, debidamente habilitado.-

	¿A quiénes está dirigido?
	 

	¿Dónde se realiza el trámite?
	Dirección General del Registro del Estado Civil

	Documentos requeridos al efecto
	1.- Oficio judicial y sentencia original.-
2.- Fotocopia de cédula del solicitante.-
3.- Estampillas.-

	Costo:
	1.- Estampillas de Gs. 4.690.-
2.- Formulario de acta literal Gs. 6.340.-

	Plazos
	De 2 a 8 días

	Horario de atención
	Lunes a Viernes de 07:00 a 13:00 hs

	Formulario utilizado
	Formulario de Acta Literal

	Dirección 
	Concepción entre Cedro y Lapacho - Barrio Hipódromo


TRÁMITE PARA LA INSCRIPCIÓN DE MATRIMONIOS APARENTES

JUICIO: ”ADELA ACOSTA LEGUIZAMÓN S/ RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIO APARENTE C/ LOS SUCESORES DE LUCIO BAÉZ CRISTALDO”.--------------------

S.D. N° 03/02

Encarnación,      de junio del 2003.-

 Visto: para resolver en definitiva el presente juicio que por reconocimiento de unión de hecho o concubinato promueve Adela Acosta Leguizamón contra los sucesores de Lucio Báez Cristaldo; y de los cuales,-----------------------------------------------------------

R E S U L T A N :

 


Que, el 11 de septiembre del año 2001 se presentó el abogado Alfredo  Báez Pedotti en representación de Adela Acota Leguizamón a promover la presente demanda aduciendo que:----------------- 

Que, a partir del año 1990, mi conferente se unió en matrimonio aparente con el finado Lucio Báez Cristaldo, habiendo residido con el mismo en el Barrio María Auxiliadora de esta ciudad, hasta que se produjo su fallecimiento el día 15 de agosto del cte. año conforme lo acredito con el certificado de defunción que acompaño. Que, el art. 84 de la Ley N° 1?92 expresa: “En al unión que reúna las características del artículo precedente y que tuviera por lo menos cuatro años consecutivos de duración e crea entre los concubinos una comunidad de gananciales, que podrá disolverse en vida de ambos o por causa de muerte...” Como V.S, podrá corroborar la unión de hecho formada por mi comitente y el finado Lucio Báez Cristaldo duró once años, tiempo previsto por el aludido precepto legal, para la promoción de la presente demanda.--------------- 

El 20 de septiembre del año 2001 se dictó el proveído que reconoció la personería del recurrente en el carácter invocado y por constituido su domicilio en el lugar señalado, corriendo traslado de la demanda a los demandados por el plazo de ley.-------------

El traslado de la demanda fue notificado a los herederos denunciados conforme consta a fs. 14/17 de estos autos. Con posterioridad el apoderado de la parte actora solicitó que se de por decaído el derecho para contestar la demanda, a través del escrito que luce a fs. 18. Seguidamente la acuario certificó que el plazo señalado estaba vencido y con base en ello se dictó el proveído por el cual se mandó recibir la causa a prueba por el plazo de cuarenta días, conforme consta fs. 18 vlto. Esta resolución fue notificada por cédula a las partes conforme consta a fs. 21/24.-------------------------------------- 

El 31 de diciembre del año 2002 se declaró precluido el plazo que tenían los demandados para contestar la demanda  y se recibió a prueba el presente juicio por le termino de cuarenta días.--

A fs. 25/32 se encuentra agregado el cuaderno de pruebas de la parte actora, en tanto que a fs. 32 vlto. luce el informe de la actuario por el cual se señala que el periodo probatorio se encuentra vencido y que en su transcurso no se ha producido prueba alguna.---------

Por proveído dictado el 26 de marzo del año en curso  se dispuso el cierre del período probatorio, la agregación de los cuadernillos de prueba y la entrega de autos a las partes por el plazo de seis días, para que presenten sus alegatos. En efecto, la parte actora presentó los suyos el 3 de abril del cte. año por medio del escrito que luce a fs. 34/35, y dado que los demandados no lo hicieron, conforme lo ha certificado a actuario a fs. 37 se dispuso una vista al Sr. Agente Fiscal, quien se expidió por medio del Dictamen N° 1043 del 12 de mayo del año en curso.--------------------------------------------------------

Luego de ello el Juzgado en uso de sus facultades ordenatorias, y en carácter de medida de mejor proveer convocó a la demandante a prestar declaración y asimismo citó a Rodolfo Maciel Centurión y Lidia Irene Bogado de Núñez a prestar declaración testifical. Dichas declaraciones se encuentran registradas en actas las que lucen a fs,. 41/43 de estos autos.-----------------------------------------------

El 11 de junio se dispuso escuchar nuevamente la opinión del Sr. Agente Fiscal quien se expidió por medio del Dictamen N° 1353 del 17 de junio del año en curso, el que luce a fs. 45.-------------

Finalmente, a través del proveído dictado el 23 de junio del cte. año se llamó autos para Sentencia, y.---------------------

C O N S I D E R A N D O:

Que, la procedencia de toda demanda por reconocimiento de unión de hecho o concubinaria requiere la prueba de que demandante y demandado hayan hecho vida en común en forma estable, pública y singular; que los mismos tengan la edad mínima para contraer matrimonio;  que no estén afectado por impedimentos dirimentes; y que, salvo que existieren hijos comunes, tuviera por lo menos cuatro años consecutivo de duración.-------------------------------------------------

En el caso concreto de autos ha quedado acreditado, con la instrumental pública glosada a fs. 40, que quien en vida fuera Lucio Báez Cristaldo quedo viudo el 2 de febrero del año 1997 y que desde entonces estuvo unido en pareja con la demandante. Este último extremo ha quedado corroborado con el testimonio prestado por Rodolfo Maciel Centurión y Lidia Irene Bogado de Núñez quienes afirman que la demandante y Lucio Báez Cristaldo ya vivían juntos antes de que éste enviudara. Caber poner de resalto que estos testigos dieron conveniente razón de sus dichos, dado que eran vecinos de las partes y tienen personalmente conocimiento de lo que relataron.-------------------

Tomando como referencia la fecha del fallecimiento de quien fuera la esposa de Lucio Báez Cristaldo (03-02-97) y la fecha de fallecimiento de éste (14-08-01), no cabe la menor duda que en el caso se encuentra cumplido el plazo de cuatro (4) años requeridos por la ley. Asimismo se encuentra acreditado que ninguno de los dos tuvieran ningún tipo de impedimento para contraer matrimonio.----------------------------

Igualmente puede decirse que ha quedado acreditado el carácter público y singular de la unión, dado que los testigos más arriba mencionados fueron coincidentes en señalar que la relación mantenida era permanente, ya que los mismos refieren que  veían habitualmente a la pareja conviviendo de manera pública, agregando la Sra. Lidia Irene Bogado que era de conocimiento general que vivían y trabajaban juntos.---

Consecuentemente, las pruebas obtenidas en uso de las facultades ordenatorias del juzgado en conformidad con la presunción emergente de la falta de contestación de la demanda, corresponde admitir la pretensión de Adela Acosta Leguizamón contra los herederos de Lucio Báez Cristaldo por reconocimiento de unión de hecho o concubinato. Por tanto cabe declarar que dicha unión produce los efectos previstos por los arts. 83 y siguientes de la Ley N° 1/92; es decir, crea entre los mismos una comunidad de gananciales con los alcances y efectos indicados en el citado texto legal.------------------------------------------------------

Por tanto el Juzgado, de Primera Instancia en Civil, Comercial y Laboral del 2° turno de la Tercera Circunscripción Judicial de la República, con base en las disposiciones legales citadas, en las consideraciones expresadas, en el art. 192 y concordantes del CPC,.--

R E S U E L V E:

ADMITIR, con costas, la demanda que por reconocimiento de unión de hecho o concubinato promoviera Adela Acosta Leguizamón contra los herederos de Lucio Báez Cristaldo, y consecuentemente DECLARAR la existencia de dicha unión entre Adela Acosta Leguizamón y quien en vida fuera Lucio Báez Cristaldo, con el alcance y los fundamentos previstos en la Ley 1/92.--------------------------------

ANOTAR, registrar, notificar, sacar copias y remitir un ejemplar a la Oficina de Estadísticas del Poder Judicial.-----

Ante mí: 

MODELO DE NOTA DE PROMOCIÓN DE DEMANDA POR RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIO APARENTE

OBJETO: PROMOVER RECONOCIMIENTO APARENTE.-

SEÑOR JUEZ:

FLORENCIA PEÑA, Abogada de la Matrícula Nº 22000, en nombre y representación de la Sra. Katniss Everdeen, según testimonio de poder cuya copia acompaño con esta representación, constituyendo domicilio procesal en la casa de las calles México y Corro Corá Nº 1529 y con domicilio real en 15 de Agosto y General Díaz Nº 1350 a V.S. respetuosamente digo:----------------------------------------

Que, cumpliendo con las instrucciones de mi principal, vengo por el presente escrito a promover Reconocimiento de Matrimonio Aparente contra PEETA MELLARK domiciliado en la casa de la calle Colón y Roma Nº 1254 de esta Capital, fundado en las consideraciones de hecho y de derecho que brevemente paso a exponer:-----------------------------------------------------------------------------------------

HECHOS:
Que, en el año 1989 se unieron en concubinato la Sra. Katniss Everdeen y el Sr. Peeta Mellark, ambos domiciliados en la calle 15 de Agosto y General Díaz Nº 1350 de esta Capital.----------------------------------------------------------------------------------

Que, de esta unión nacieron dos hijos, quienes fueron reconocidos por el padre con el nombre de Facundo Sebastián y Sara Leticia Mellark Everdeen, de 17 y 7 años de edad respectivamente, conforme obra en los Certificados de Nacimientos que adjunto a esta presentación. Que el mayor de ellos, Facundo Sebastián, nació en el año 1995 y el menor en 2005, lo que prueba la continuidad de la relación concubinaria entre mi principal y el demandado por más de diez años.-----------------

Que, en fecha 13 de Julio de 2012, el demandado expulsó sin miramientos por medios violentos del hogar común a mi poderdante con sus hijos, sin mostrar misericordia o la más mínima humanidad por los menores de edad con quien se encuentra unido por el lazo más sagrado, como lo es el que une a padre e hijos. A raíz de este acontecimiento, mi principal y los menores se vieron obligados a buscar refugio a fin de no quedar desamparados en la casa de la madre de mi principal y abuela de los menores, sito en las calles Oliva y Estrella de esta Capital, donde actualmente residen con sus hijos a los cuales alimenta y cría con el fruto de sus trabajos.-------------------------------------------------------------------------------

Que, durante los aproximadamente 23 años de vida en común, pública e ininterrumpida pudieron adquirir un inmueble, el cual se encuentra ubicado en la Calle Iturbe Nº 1890, e inscripto en la Dirección General de los Registros Públicos como Finca Nº 3090 del Distrito Santísima Trinidad, bajo el Nº 1 Folio 2 y sgtes. del año 1992.--------------------------------------------------------------------------------------------

DERECHO:

Fundo la presente acción en el Artículo 84 del Código Civil y sus disposiciones concordantes.-------------------------------------------------------------------------------------------

PETITORIO:

1.- TENER por presentado mi personería en el carácter invocado y por constituido mi domicilio en el lugar señalado.------------------------------------------------------------------

2.- TENER por deducida la presente acción de Reconocimiento de Matrimonio Aparente promovida por la Sra. KATNISS EVERDEEN c/ PEETA MELLARK.--------

3.- ORDENAR la inscripción de la Litis en la Dirección General de los Registros Públicos, con relación al inmueble supramencionado, a los efectos de precautelar los derechos de mi principal, oficiándose para el efecto.------------------------------------

4.- CORRER traslado de la demanda a la otra parte, acompañando las copias presentadas, citándolo y emplazándolo para que lo conteste dentro del plazo de la ley.---------------------------------------------------------------------------------------------------------

5.- ORDENAR la agregación y posterior desglose de los documentos presentados, previa autenticación de las copias por el Actuario.--------------------------------------------

6.- OPORTUNAMENTE, previo trámite de rigor, V.S. se sirva dictar Sentencia haciendo lugar a la acción de Reconocimiento de Matrimonio Aparente a favor de mi mandante.--------------------------------------------------------------------------------------------

PROVEER DE CONFORMIDAD Y SERÁ JUSTICIA.-

MODELO DE NOTA DE PROMOCIÓN DE DEMANDA POR RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIO APARENTE CONTRA SUCESIÓN

OBJETO: PROMOVER DEMANDA POR RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIO APARENTE CONTRA SUCESION.
SEÑOR JUEZ:

LILIANA PALACIOS, Abogada de la matricula Nº 1.500, en nombre y representación de la Sra. Alejandra Rojas Ayala, conforme acredito con el testimonio de Poder General que se acompaña, constituyendo domicilio procesal en la casa de la Avda. Carlos Antonio López N° 890 de esta Capital, siendo el domicilio real de mi mandante la casa de la calle 22 de Setiembre N° 455 c/ Manuel Domínguez de esta Capital, a V.S., respetuosamente digo: --------------------

Que, cumpliendo expresas instrucciones recibidas de mi mandante, vengo por el presente escrito a promover juicio de Reconocimiento de Matrimonio aparente contra la Sucesión de RICARDO DUARTE VERA, que se tramita por ente el Juzgado de Primera Instancia en el Civil y Comercial del 2° turno, Secretaria N° 4, conforme a las consideraciones de hechos y de derecho que seguidamente paso a exponer: --------------------------------------------------------------------------------------------------

H E CH O S:

Que, mi mandante ha mantenido una vida en relación concubinaria con el causante de la sucesión demandada desde hace más de quince años, en que dicha relación, que comenzó como encuentros esporádicos de dos personas que juntan sus vidas por mutua atracción y comprensión y por esas razones dicha relación fue profundizándose hasta convertirse en una unión estable, pública y duradera con visos de un verdadero matrimonio, a partir del año 1992, en que el causante de la sucesión el Sr. Ricardo Duarte Vera, en uso del derecho que le acuerda la Ley, promoviera el juicio de "Divorcio del Matrimonio que contrajo con la Sra. Sara Rivas", juicio en el cual recayera la S.D. N° 13 de fecha 20 de Diciembre de 1994, como asimismo la S.D. N° 37 de fecha 10 de setiembre de 1994, en el correspondiente juicio de Disolución y Liquidación de la comunidad conyugal.-------------------------------------------------------------------------------------------------

Que, desde entonces hallándose mi mandante con su pareja sin impedimento para contraer matrimonio en un tiempo en exceso superior al término de cuatro años exigidos por la ley para el reconocimiento ipso jure del matrimonio aparente, decidieron convivir en concubinato o unión de hecho, como la prueban los numerosos y suficientes documentos que se acompañan, así como se probará en el estadio procesal oportuno con la declaración de numerosos testigos, amén del nacimiento, como fruto de dicha unión de la menor Andrea, cuya filiación es igualmente del pertinente juicio en esta Sucesión.-------------------------------------------

Que, durante la mencionada unión de hecho, mi mandante conjuntamente con su concubino han adquirido numerosos bienes, entre los cuales mencionamos el inmueble individualizado como Finca N° 737 del Distrito de San Roque inscripto en los Registros Públicos a nombre del Sr. Ricardo Duarte Vera.----------------------------

Que, además de la elocuencia de las pruebas fotográficas acompañadas, igualmente se puede constatar la unión marital de hecho entre mi mandante y el extinto Ricardo Duarte Vera, los bienes y pertenencias de uso cotidiano, así como el vestuario y documentos e instrumentos de trabajo diario que se encuentran en el domicilio común del matrimonio de hecho, cuyo reconocimiento judicial se demanda, sito en el domicilio real fijado en el acápite del presente escrito, lugar que constituyera la última vivienda del causante y con quien mi mandante mantuvo una convivencia notoria y pública como esposa del mismo por el término de seis años.----------------------------------------------------------------------------------------------------

Que, la doctrina ha venido evolucionando positivamente respecto al reconocimiento necesario de las uniones de hechos o libres, conocidas desde la antigüedad como concubinato, por una cuestión de justicia y protección principalmente a la mujer que en la generalidad de los casos queda en el desamparo luego de una vida de entrega y dación hacia el ser querido por esposo, ofreciendo muchas veces lo mejor de sus años de juventud para brindarse mutua felicidad en la convivencia y ni que hablar de los hijos habidos de dicha unión, quienes con el avance de la cultura humana y la civilización han sido de especial atención y protección por el legislador, quien fue avanzando desde la antigua calificación de "cognados y "agnados" hacia la distinción con el correr de los siglos entre hijos legítimos o ilegítimos, para denominarlos posteriormente como nacidos dentro o fuera del matrimonio, llegando al punto de igualarlos en nuestra legislación nacional en los derechos de la legítima de los herederos forzosos con los hijos habidos en el matrimonio[1]Es aplicable al presente juicio la aseveración doctrinaria que señala: "La definición del concubinato en Roma podría tener vigencia aún en nuestros días. Se trata, en efecto, de la unión continuada de un hombre y una mujer en aptitud para contraer matrimonio, que aparentan vivir por un acto regularmente celebrado. Es decir, que el concubinato exige, para configurarse, la habilidad para contraer matrimonio regularmente sin incurrir en ninguna violación de la ley. Queda implícitamente dicho que deben mediar la aptitud sexual necesaria y la libertad o ausencia de cualquier impedimento que comprometiese la viabilidad. Es necesario pues, que la unión no sea incestuosa y que no medien la existencia de ningún vinculo regularmente contraído".---------------

Que, un matrimonio anterior, válido, subsistente durante la reunión del hombre y de la mujer, conforma la figura del adulterio que excluye lógicamente la existencia del concubinato. La desaparición posterior a la situación creada, del obstáculo que impedían su configuración, vuelve posible la existencia del concubinato con la concurrencia que hacen a su esencia[2]--------------------------------------------------------

Que, la jurisprudencia Nacional, ha fijado las pautas y requisitos necesarios para el reconocimiento del matrimonio aparente, como asimismo, para conferir a los concubinos los derechos plenos previstos para el matrimonio celebrado con acuerdo a la ley. A fin de evitar mayores abundamientos sobre la copiosa jurisprudencia existente de la materia y a la cual se adscribe la presente demanda por así convenir a los hechos y el derecho sustentado, nos permitimos citar solamente alguna, así: "Existe matrimonio aparente cuando dos personas de distintos sexo, hábiles para contraer matrimonio, viven en común ante propios y extraños, durante por lo menos cinco años."[3] "En el reconocimiento del matrimonio aparente, está interesado el orden público."[4] "En el matrimonio aparente no interesa la prueba de que uno de sus componentes haya aportado o no recurso para la adquisición de bienes, pues todos los que se adquieren pertenece al matrimonio[5]---------------------------------------------------------------------------

Que, en nuestro derecho positivo vigente, la existencia de jurisprudencia de cinco años de convivencia pública y notoria del concubinato para el reconocimiento del matrimonio aparente, ha sido reducida a cuatro y aún más a la fecha del nacimiento de los hijos, fruto de la unión, cuando los hubiese, como es el caso que nos ocupa, y así lo establecen los Art. 83, 84, 85 y 91 de la Ley 1/92.------------------

Que, en consecuencia y en mérito a las consideraciones expuestas en el presente escrito, la documentación acompañada, el derecho, la doctrina y jurisprudencia invocados V.S. tendrá por promovida la presente demanda de reconocimiento de matrimonio aparente que promueve la Sra. ALEJANDRA ROJAS AYALA c/ la Sucesión de RICARDO DUARTE VERA y llenados los requisitos y diligencias que ordena la ley, dictará Sentencia Definitiva declarando el derecho reclamado en el presente juicio.---------------------------------------------------------------------------------------

D E R E CH O:

Que, fundo la presente demanda en las disposiciones establecidas en la ley 1/92 y en especial en la normativa citada en el presente escrito: Art. 2.503 inc. a) del Código Civil, en concordancia con el Art. 773 del C.P.C., demás normas de fondo y de forma concordantes, presunciones, doctrinas y jurisprudencia que hacen al Derecho de mi representada.-----------------------------------------------------------------------

P E T I C I O N E S:

• TENER POR RECONOCIDA mi personería en el carácter invocado y por constituido mi domicilio en el lugar señalado.--------------------------------------------------

•  ORDENAR el desglose y devolución de los documentos originales presentados, previa agregación y autenticación de las fotocopias por el actuario.---------------------

• TENER por iniciada la presente demanda que por reconocimiento de UNIÓN DE HECHO O MATRIMONIO APARENTE promueve la Sra. ALEJANDRA ROJAS AYALA c/ la Sucesión de RICARDO DUARTE VERA y de la misma, así como de los documentos acompañados, correr traslado al demandado para que la conteste en el término de Ley, previa remisión de estos autos al Juez competente por el fuero de atracción.-------------------------------------------------------------------------------------

• DISPONER la anotación de la presente litis en la Dirección de los Registros Públicos, con relación al inmueble supra individualizado, a fin de precautelar los derecho de mi principal, oficiándose al efecto.-------------------------------------------------

• DICTAR oportunamente y previo los tramites de rigor la Sentencia Definitiva, haciendo lugar a la acción deducida, con costas en caso de oposición.----------------

PROVEER DE CONFORMIDAD Y SERA JUSTICIA.-
RABAJO Nº 3

INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS.

TEORÍA DEL INCUMPLIMIENTO – TEORÍA DE LA EJECUCION INDIRECTA DE DAÑOS Y PERJUICIOS

Producido el incumplimiento de la prestación y sobrevenida la imposibilidad de su ejecución para el futuro por causa imputable al deudor, corresponde al acreedor la indemnización de los daños que tal incumplimiento pudiera acarrearle. 

Procedencia de la Indemnización

La acción de daños incumbe al acreedor cuando la inejecución de la obligación es imputable al deudor y cuando toda posibilidad de ejecución se halla agotada.

Ello significa en el supuesto de incumplimiento contractual que la acción del acreedor es subsidiaria, ya que la acción primaria que correspondería al acreedor sería la ejecución directa, tendiente a obtener el cumplimiento normal de la obligación.

La acción tendiente a lograr la indemnización de daños por incumplimiento se juzga que obtiene un incumplimiento siempre imperfecto de la obligación y que ha sido arbitrada sólo como forma indirecta de conseguir lo que corresponde en rigor al acreedor, ya que se la supone viable sólo después de agotados aquellos modos que habrían conducido a la ejecución directa de la prestación, según lo establecido por la ley o por las partes.

Se explica que ello sea así porque para que exista pago, es decir, para que pueda darse por extinguida la obligación por su cumplimiento, es menester, que se ejecute aquello que se comprometió, se entregue la misma cosa o se cumpla exactamente el hecho o que se estuviese obligado ya que no es posible pretender que el acreedor reciba algo distinto, aunque fuese de equivalente o de mayor precio, de igual modo como no cabría imponer al acreedor un hecho diverso.

De la Unidad de la Responsabilidad Contractual y Extracontractual

La aludida acción, enderezada a obtener el resarcimiento de los daños ocasionados por el incumplimiento contractual imputable al deudor, en esencia no es diferente a la acción dirigida a lograr la reparación de los daños que ocasionamos a los demás en el decurso de la vida, al margen de cualquier relación contractual.

La acción de daños tendiente a obtener un resarcimiento pecuniario por perjuicios ocasionados a la persona, al buen nombre o al patrimonio, que tengan consecuencias patrimoniales, ocasionados voluntaria o involuntariamente y por culpa contractual o extracontractual es una sola y única acción.

Concepto.

Noción.

Indemnización de daños es la reparación del perjuicio causado a otra persona. Contenido especial, pero de trascendental importancia de la prestación es el de las obligaciones enderezadas a la indemnización de un daño o la reparación de un perjuicio que al patrimonio de una persona u otros bienes inmateriales acarrea el hecho positivo o negativo de otra persona. El obligado es llamado a responder al perjudicado por los efectos directos o indirectos de su hecho, y esta responsabilidad se concreta por la substitución en el patrimonio de aquél, de un valor representativo del interés de la víctima. Es decir, no sólo del valor efectivo de la cosa destruida o deteriorada, de la prestación a que se faltó, del derecho violado, sino de una manera general y más ampliamente de todo cuanto representa el interés (quanti alicuius interest) que la víctima pudiera haber tenido en que la prestación se cumpliera o en que el hecho que le perjudicó no se produjera. 

El concepto comprende cualquier perjuicio patrimonial o no que el hecho del tercero hubiera producido. Él está constituido por la diferencia en el patrimonio del perjudicado o en otros bienes jurídicamente protegidos antes y después del hecho, de modo que la indemnización se destina a reponer lo perdido o a obtener lo que se tenía fundadas esperanzas de adquirir.

El concepto está constituido por un valor económico independiente en todos los casos en que el daño repercute sobre el patrimonio, salvo que el daño sea sólo moral.

La indemnización tiene siempre, empero, un contenido pecuniario, dado que la prestación es siempre pecuniaria.

Ahora bien: la solución de los daños y perjuicios en materia contractual es siempre subsidiaria. El principio es que la obligación debe cumplirse siempre específicamente. La indemnización sólo procede cuando el cumplimiento específico es imposible, puesto que los que las partes deseaban es su cumplimiento. Al margen de que la indemnización rara vez satisface verdaderamente el acreedor.

Definición de la Indemnización 

La indemnización es el resarcimiento de los daños y perjuicios causados a otra persona,  o en sus bienes materiales o no, sea por incumplimiento de un contrato o por otros hechos.

Cuándo procede la Indemnización 

La obligación de indemnizarse supone siempre la existencia de un daño causado a otro. 

El daño puede provenir del incumplimiento de una obligación contractual o de otros hechos, pero siempre debe existir.

Ahora bien: hay elementos comunes a toda especie de resarcimiento. Estos elementos comunes son los siguientes:

a) El daño;

b) La antijuridicidad; 

c) La relación de causalidad entre el daño y el hecho; y

d) Factores de imputabilidad o de atribución de responsabilidad.

El segundo de los factores mencionados es objeto de controversia. No todos los autores ni todas las doctrinas en la materia lo aceptan. Al referirnos a dicho factor aludiremos a los problemas que presenta.

Empero, como el régimen del resarcimiento reconoce factores diferentes según se trate de obligaciones derivadas de daños imputables, es preciso distinguir esas situaciones.

Obligaciones Contractuales

En este campo la indemnización supone siempre el incumplimiento imputable de una prestación anteriormente prometida. 

La indemnización reviste siempre un carácter subsidiario, teniendo en cuenta que ella sólo procede cuando la prestación no ha podido cumplirse por causas imputables al deudor.

En rigor, la obligación del deudor es cumplir con la prestación en especie. Cuando incurre en incumplimiento por un hecho que le es imputable (por ejemplo, por haber vendido a otro la cosa prometida o haberse perdido ella por su culpa o negligencia), está obligado a reparar el perjuicio que ese incumplimiento acarrea.

En tal caso el acreedor está facultado a obtener del deudor la prestación equivalente a lo que hubiese significado la prestación prometida. La indemnización no es, pues, otra cosa que el equivalente en metálico a la prestación prometida.

La indemnización inviste un carácter subsidiario, se ha dicho, ya que supone, en materia contractual, la falta de cumplimiento de la prestación prometida.

El incumplimiento puede revestir un carácter provisorio (la mora) o definitivo, lo que da lugar al siguiente esquema:

a) Incumplimiento Provisorio (mora): imputable (dolo o culpa) + daño= indemnización.

b) Incumplimiento Provisorio (mora): inimputable (caso fortuito) + daño= exoneración de responsabilidad.

c) Incumplimiento propiamente dicho: imputable (dolo o culpa) + daño= indemnización.

d) Incumplimiento propiamente dicho: inimputable (caso fortuito o fuerza mayor) + daño = exoneración de responsabilidad.

Tratándose de obligaciones que emergen de ilícitos la indemnización supone un daño causado a otra persona por medio de un hecho no lícito.

En estos casos no existe incumplimiento de una obligación preexistente ( a menos que se hable de obligación general de abstenerse de realizar actos ilícitos). La obligación que existe es la de reparar el daño causado mediante la correspondiente indemnización.

En las organizaciones sociales primitivas se aplicaba la Ley del Talión. El autor del daño era obligado a sufrir un daño similar en su cuerpo (ojo por ojo y diente por diente). Cuando las costumbres se suavizaron se permitió la composición, procedimiento mediante el cual el agente del daño podía liberarse de la aplicación de la Ley del Talión, abonando a la víctima una cierta suma de dinero, con tal que ésta aceptara la solución. Más tarde la composición se hizo obligatoria para el acreedor que no podía negarse a aceptarla. Finalmente, cuando definitivamente se impuso la idea de que las obligaciones no comprometen el cuerpo del deudor, sino su patrimonio, la indemnización de daños se convirtió en la única prestación exigible.

Daños y Perjuicios en diferentes tipos de obligaciones.

En las obligaciones nacidas de la voluntad, se promete algo, y ese algo ante todo lo que debe cumplirse.

En las obligaciones nacidas de hechos ilícitos nada se ha prometido. Esas obligaciones tienen su origen en un hecho antijurídico, y se traducen siempre en indemnización de daños.

De la diferencia entre unas y otras resulta un régimen legal distinto:

a) sólo en las obligaciones nacidas de la voluntad puede hablarse de incumplimiento, imputable o no.

b) sólo en éstas existe la obligación de constituir en mora al deudor.

Esta distinción entre el régimen jurídico entre unas y otras obligaciones está netamente marcada en el art. 1134 y ss. Del C.C.

Requisitos para la Indemnización en obligaciones nacidas de la voluntad.

Para que surja el Derecho de reclamar daños y perjuicios en este tipo de obligaciones, es necesario:

a) incumplimiento imputable (dolo, culpa) del deudor. Cuando el incumplimiento no es imputable (por caso fortuito o fuerza mayor), se extingue la obligación.

b) Que el incumplimiento haya ocasionado daños al acreedor.

En otras palabras, el incumplimiento puede derivar de culpa o dolo del obligado (incumplimiento imputable). En este caso la obligación se resuelve en deber de pagar daños e intereses. Pero el incumplimiento puede tener por causa un hecho fortuito o de fuerza mayor. En este caso se extingue la obligación.
El Daño

Introducción 

El daño, tal como va a ser tratado en este lugar, es daño como elemento del resarcimiento. Lo que significa que el no va a ser considerado en su real  amplitud sino apenas como constitutivo del deber resarcitorio.

El Daño como fenómeno y como Hecho Jurídico

El perjuicio provocado por fuerzas naturales constituye lo que puede llamarse daños físicos.

Pero, además de ser un fenómeno físico, el daño puede ser un fenómeno jurídico, es decir, susceptible de ser jurídicamente calificado.

Más específicamente todavía el daño puede ser un efecto. Ahora bien: tal como se va a considerar aquí el daño, él no va a ser mirado como efecto jurídico sino más bien como causa productora de efectos jurídicos, o sea, como hecho jurídico. 

El objeto de este estudio es precisamente determinar bajo qué condiciones el daño produce efectos jurídicos, cuestión que indudablemente es una de las más graves tares del legislador.

El Daño Antijurídico

En cuanto a hecho jurídico el daño constituye una especie del daño entendido simplemente como fenómeno de orden jurídico. Ahora: es un principio general válido concerniente a los daños el que no todos los fenómenos de orden físico produzcan consecuencias jurídicas. El derecho elige los hechos que quiere investir de una calificación propia. Cómo tiene lugar esta elección en la esfera de los daños es lo que en este lugar se quiere aclarar.

La elección recae ante todo en el daño ocasionado por un acto humano antijurídico.

La antijuridicidad del daño puede provenir de la antijuridicidad del acto dañoso (acto antijurídico, culposo, doloso, etc), pero puede asimismo no provenir de un acto de esa naturaleza. Incluso puede provenir de un acto ajustado a derecho (como en el caso de una expropiación, dispuesta por ley, a consecuencia de la cual el propietario debe ser indemnizado).

En este último caso la antijuridicidad del daño resulta de otros factores diferentes de otros factores diferentes del hecho que ocasiona el perjuicio y que la ley toma en cuenta para reputar antijurídico el resultado, que es el daño.

Necesidad de un Daño.

La ley no se ocupa de la sanción de faltas sino cuando se trata de asegurar la reparación de daños. El actor en la acción por responsabilidad debe establecer - justificar – la existencia del daño que ha sufrido. El daño es un elemento inexcusable en la acción de resarcimiento.

Un perjuicio mínimo da lugar a reparación al igual que un daño importante. Pero por momentos el perjuicio aparece de tal manera insignificante que los jueces pueden rehusarse a tenerlo en cuenta afirmando que no existe un daño, teniendo en cuenta la entidad del mismo y el principio romanista De nominis non cura praetor. 

Tal temperamento no está aceptado por la ley, que desea la reparación aunque ella en escala mínima.

Tampoco desde el punto de vista práctico es aceptable el criterio de rechazar la reclamación de mínima cuantía. Lo procedente sería que aun en casos tales si hubiera la posibilidad de una apreciación económica debería resultar procedente la acción en reparación.

Daño Eventual 

No puede accionarse en reparación de un daño eventual.

Menester es aguardar la realización del perjuicio. Por ejemplo, si un oficial notificador lleva a cabo un acto nulo o ineficaz no es responsable sino en el caso de que esa ineficacia causara algún perjuicio. Si no fuera así, no habría lugar a acción alguna.

Pero puede ocurrir que la simple posibilidad de un daño cree un perjuicio inmediato. Por ejemplo, el peligro de una explosión disminuya el valor actual de las propiedades afectadas por ese riesgo. En tal caso, la acción sería procedente, pues el perjuicio se produce y puede ser objeto de una estimación.

Daño Futuro.

Es menester no confundir el daño eventual con el daño futuro.

Este último es el perjuicio que aún no se ha producido pero que sin lugar a dudas habrá de producirse, o sea aquél cuya realización es cierta.

La víctima de esa especie de daño puede actuar inmediatamente.

Si el perjuicio puede ser calculado de un modo exacto los jueces acordarán una indemnización, sea bajo la forma de capital, sea bajo la forma de renta.

Desaparición o atenuación del Daño.

El perjuicio puede desaparecer o atenuarse después de su realización, porque la víctima ha recibido, en todo o en parte, una reparación de otra persona distinta del agente del daño.

¿puede en tal caso conservar así su acción y acumular las dos reparaciones? La acumulación aparece como chocante para la equidad. Pero resulta también chocante que el agente del hecho no pueda ser eventualmente condenado. 

Si se trata de una cuestión de seguros, tan frecuente en nuestros días, se resuelve con mucha facilidad. El asegurador que ha cargado con el perjuicio se subroga en los derechos de la víctima.

No se ve por qué no se daría una solución semejante a la situación del tercero que ha prestado su ayuda económica a la víctima de un perjuicio que hubiese sufrido. También en este caso existiría la posibilidad de una subrogación similar a la que asiste al asegurador.

Diferentes categorías de daños.

Enumeración.

El art. 1835. del Código permite distinguir tres categorías diferentes de daños:

a) en primer lugar, el daño causado a la persona en su salud o en su vida;

b) en segundo lugar, el daño causado a los bienes, y,

c) en tercer lugar, el daño causado a la persona en sus facultades o en sus afecciones legítimas (el llamado daño moral).

A) Daños causados a la persona o su salud.

Heridas

El atentado a la integridad corporal de la persona es un daño que se ha tornado tan frecuente por el desenvolvimiento de la industria y por la intensidad de la circulación de los medios de transporte que hoy resulta ser cosa de todos los días.

En esta situación la reparación tiende a conceder a la persona lastimada los gastos necesarios para el tratamiento médico correspondiente, honorarios de médicos, de medicamentos y gastos de hospital.

Igualmente la víctima puede reclamar el equivalente a las pérdidas sufridas por la incapacitación del trabajo que resulta de las heridas (daño emergente).

Enfermedades.

Las enfermedades deben ser asimiladas a las heridas.

La dificultad no viene aquí de la naturaleza del daño, sino de la incerteza de la prueba.

Es muchísimo más difícil establecer el origen de una enfermedad que el de una herida, y es aún más difícil establecer la prueba de una culpa.

Muerte de la víctima.

La muerte de la víctima de un accidente da lugar a una serie de cuestiones. Si la muerte es instantánea se ha sostenido que ningún daño ha podido nacer en la persona de la víctima, puesto que la personalidad jurídica ha desaparecido en el momento mismo en que la acción en reparación habría podido tener nacimiento. Según esto los herederos no tendrían lugar a la acción en la sucesión.

De los daños causados al patrimonio.
Daño Material a Bienes Corporales.

La forma más neta del perjuicio es la pérdida o deterioro de un bien corporal de pertenencia de otro: destrucción de una casa por un incendio, daño de un automóvil por una colisión, depredación de objetos mobiliarios.

El monto del perjuicio es fácilmente evaluable por el valor del objeto. Esa importancia es igual a este valor si la cosa se ve absolutamente destruida o fuera de toda posibilidad de uso. El monto de la pérdida se estima según el importe de la reparación, si la cosa puede ser reparada, y a falta de ello teniendo en cuenta el valor de los restos.

Daño Pecuniario

El daño puede consistir en una disminución del valor del patrimonio al margen de menoscabos materiales.

Ello se produce, en primer lugar, en los inmuebles, puesto que su valor depende en parte de su situación. Así, la explotación de una industria en determinadas condiciones disminuye el valor de las propiedades vecinas. La instalación de salones de fiestas puede perjudicar algunas veces el valor de una casa en un barrio residencial, teniendo en cuenta que entre los valores más apreciados en esta última es muy estimada la privacidad del lugar. Hay aquí, en estos ejemplos, una frecuente fuente de daños causados como consecuencia de relaciones de vecindad.

Daño Moral.

El daño que puede acarrearse a las personas puede alcanzar a otros bienes que los ya descritos. El puede a menudo afectar sus afecciones legítimas, sus facultades, es decir aquellos bienes inmateriales que son objeto de la protección de la Ley.

En cualquier forma que se presente la noción de daño va indisolublemente unida a la de damnificado.

En el daño moral, el bien afectado es un bien no patrimonial.

Esta afirmación es suficiente para hacer aparecer la dificultad. La indemnización acordada para reparar un agravio moral no reemplazará en el patrimonio de la víctima un elemento que hubiese desaparecido. La indemnización aparentemente tendría el carácter de una pena privada no de una reparación.

En efecto, la indemnización económica no tiene por objeto restituir lo que se ha perdido o afectado (la fama de una persona, su buen nombre, su reputación) sino compensar ese perjuicio inmaterial con el único objeto material capaz de hacerlo en alguna medida, la indemnización en metálico.

El monto del Daño debe ser apreciado en dinero.

El monto del perjuicio debe ser fijado en dinero, siempre, desde luego, que el cumplimiento en especie fuere objetivamente imposible.

Pago con subrogación
CONCEPTO

Normalmente el efecto de pago es el de extinguir la obligación. Pero tal resultado puede no operarse.

En efecto, sabido es que el obligado a pagar es el deudor, y en principio, sólo él. Si él paga la obligación, esta se extingue, en consecuencia, el deudor queda liberado.

Pero el pago puede ser cumplido por un tercero, coobligado o extraño ala relación jurídica obligatoria. Por efecto de este pago el acreedor deja de serlo.

Por el contrario, él se encuentra en deuda con respecto de aquel que ha cumplido en su lugar, quien está facultado  por la ley a reembolsarse lo que ha gastado (art. 596).

ACCIÓN DEL QUE PAGA LA DEUDA DE OTRO

El que paga la cuenta de otro tiene en principio acción contra el deudor. No hay excepción sino en el caso de haberse cumplido el pago animus donandi.

El hecho de pago de la obligación a cargo de otro confiere a quien lo hace una acción especial.

Esa sección puede ser ya la acción de mandato, ya la de gestión de negocios, según que el tercero hubiese pagado a pedido del deudor o lo hubiese hecho espontáneamente par desembarazar al deudor, por ejemplo, de un acreedor recalcitrante.

Podría, asimismo, imaginarse que sin pagar al acreedor el tercero hubiese remitido fondos al deudor para el pago. En tal caso, a primera vista habría habido una operación de mutuo, y correspondería la acción pertinente a quien facilito los fondos.

La acción conferida al tercero que paga es una acción personal. Nace directamente en su patrimonio y es puramente quirografaria. El tercero se halla así en su acción contar el deudor sujeto a los riesgos de la insolvencia de éste.

Ahora bien, al margen de la acción personal que le correspondería, el tercero puede adquirir la acción propia del acreedor que ha desinteresado con su pago. Este traslado en su favor de derechos y acciones que el acreedor poseía se produce por medio de una institución especial que recibe el nombre de  subrogación. 

Subrogado en los derechos del acreedor, el tercero será admitido a ejercer contra el deudor la primitiva acción que existía contra él, y con ella todas las garantías accesorias.

El pago con subrogación, es un pago no liberatorio para el deudor, puesto que él no lo ha efectuado, y la subrogación que lo acompaña es una institución jurídica, en virtud de la cual el crédito pagado por un tercero subsiste en su provecho y le es transmitido con todos sus accesorios, aun cuando sea considerado como extinguido con relación al acreedor.

Utilidad de la Subrogación.

Es ventajoso para subrogado, a quien asegura el reembolso, mucho mejor que la acción quirografaria en su persona del hecho del pago.

Ventajoso para el acreedor, puesto que es un modo de hacer que él pueda obtener de inmediato su pago. Ventajoso para el deudor, que podría no contar con los fondos necesarios para liberarse y a quien el cambio de acreedor podría significar la liberación de acciones inminentes para el pago. Es ventajosa para todas las partes y no es nociva para los terceros.

Especies de Subrogación.

Puede ser legal y Convencional.

Es convencional cuando es convenida con el tercero, por el acreedor o por el deudor. Por el primero, al margen de la intervención del deudor sin el concurso de la voluntad del acreedor.

Su supuesto son, pues, un contrato y un consentimiento prestado por uno u otro de los sujetos originarios de la obligación lo que no se exige al mismo tiempo es la conjunción de voluntades de ambos, por lo que las formas en que la subrogación convencional se divide, se distingue de la intervención o concurso del deudor. La otra, por su parte, es consentida por l deudor y no exige el concurso de la voluntad del acreedor. 

El primer caso de la subrogación convencional tiene lugar cuando el acreedor recibe el pago de un tercero y le transmite expresamente todos sus derechos con relación a la deuda.

Para que la subrogación convencional sea válida es necesario que sea hecha expresa y contemporáneamente el pago, de tal modo que el acto de liberación manifieste la voluntad del acreedor de subrogar al solvens.

Una subrogación posterior sería absolutamente ineficaz, como la que se operase sobre una relación obligatoria del todo extinguida.

El segundo caso de subrogación convencional es aquel celebrado por el deudor cuando paga la deuda de una suma d dinero con una cantidad que ha tomado un préstamo y subroga al prestamista en los derechos y acciones del acreedor primitivo.

Los casos enumerados pueden reducirse a uno sólo, teniendo en cuenta que en todos se trata del pago por un tercero que de hecho no es extraño, directamente interesado en el cumplimiento y que está obligado a ello para una mejor protección de su derecho.

 La subrogación legal tiene lugar en los siguientes casos: 

a) cuando un acreedor paga la deuda del deudor a otro acreedor que le es preferente;

b) cuando alguno paga por tener interés legítimo en cumplir la obligación ;

c) cuando un tercero interesado en la obligación paga con aprobación expresa o tácita del deudor o ignorándole éste.

Efectos

Convencional o legal, la subrogación produce el efecto de situar en principio al subrogado en la posesión jurídica del acreedor satisfecho.

El crédito en todas sus garantías, tanto como las excepciones que puedan oponerse al acreedor originario, queda transferido al subrogado, que podrá de esta manera actuar contra el deudor como contra los fiadores.

Ahora bien, la obligación sea legal o convencional, opera la transferencia de acciones del acreedor dentro de ciertos límites.

1º) el subrogado no puede ejercer los derechos y acciones del acreedor sino hasta la concurrencia de la suma desembolsada a favor del deudor.

2º) el efecto de la subrogación convencional puede ser limitado a ciertos derechos y acciones por el acreedor o por el deudor que la consiente, y el de la subrogación legal, por acuerdo  del acreedor o del deudor con el tercero;

3º) la subrogación legal establecida en provecho de los que han pagado una deuda a la cual estaban obligados con otros no los autoriza a ejercer los derechos y las acciones del acreedor contra sus coobligados sino hasta la concurrencia de la parte por la cual cada uno de esos últimos estaba obligado a contribuir al pago de la deuda.

4º) la subrogación a favor del tercero poseedor de bienes hipotecados por el deudor principal no lo autoriza a perseguir al fiador aun cuando la hipoteca se hubiere constituido después de la fianza.

5º)la subrogación en favor de del tercer poseedor de uno de varios bienes hipotecados en garantía del crédito pagado no le autoriza a ejercer los derechos del acreedor, contra los poseedores, sino por la parte proporcional al beneficio que ha producido el pago de cada uno de ellos; 

6º) la subrogación a favor del tercer poseedor de un bien hipotecado por uno de varios deudores solidarios no le autoriza a usar de las acciones del acreedor sino en la medida en que el deudor constituyente podría ejercerlos contra sus coobligados.

7º) cuando uno de los herederos a quien se ha adjudicado un bien hipotecado por el causante se subroga al acreedor, no podrá ejercer sus derechos sino por la parte que corresponde a cada uno de los otros en la sucesión.

PAGO POR CONSIGNACIÓN

INTRODUCCION AL TEMA

Puede ocurrir que el deudor, aunque animado de intención de pagar, se halle frente a obstáculos jurídicos o de hecho que le impidan o dificulten el cumplimiento y lo pongan en peligro de incurrir en mora.

Frente a esta situación, a fin de facilitar el cumplimiento, el derecho crea la institución que se denomina pago por consignación, legislada en los arts. 584 a 590, que permite al deudor liberarse de la obligación, consignando o depositando el bien adecuado.

Precisamente porque se trata de deposito el instituto se refiere solo a obligaciones de dar.

Lo dicte terminantemente el art. 584 “ El pago por consignación debe hacerse judicialmente y solo es posible en las obligaciones de dar”

DEFINICIÓN. DISTINCIONES

Se paga por consignación haciéndose deposito judicial del bien adeudado.

La figura se refiere solo al pago de obligaciones de dar. Ya que las obligaciones de hacer no pueden ser objeto de consignación.

En cambio, en las obligaciones de dar el problema es más frecuente. En efecto, a veces puede ocurrir que el acreedor, con razón o sin ella, se niegue a recibir el pago. A veces, podría resistir legítimamente al pago. Por ejemplo, si se quisiera hacerle entrega de objetos en un lugar o en momento distinto al convenido y que le aparejasen graves inconvenientes. En tal caso, su renuencia a recibir el pago sería legítima.

Pero podría ocurrir que ella obedeciera a motivos no legítimos. Y podría ocurrir que el deudor tuviera dudas sobre la persona titular del crédito o también que estuviera en presencia de un acreedor incapaz o que no tuviera domicilio conocido, etc. En tales casos la ley permite la consignación del pago mediante depósito judicial y la promoción de la acción ante el juez, el cual habrá de decidir si el pago es de legítimo abono.

Casos en que procede el pago por consignación.

1º) cuando el acreedor incurre en mora y se niega a recibir el pago;

2º)cuando el acreedor es incapaz y carece de representante;

3º) cuando el acreedor se encuentra ausente;

4º)cuando el acreedor es desconocido o su derecho resulta dudoso o concurren otras personas a reclamar el pago;

5º)cuando la deuda ha sido embargada o retenida en poder del deudor y éste quiere exonerarse del depósito;

6º) cuando el acreedor perdió el título de la obligación;

7º) cuando el que adeuda el precio de un bien gravado quiere redimirlo de la garantía real; y

8ª) cuando el acreedor se rehúsa a presentar el documento o alega no tenerlo en su por.

Si la enumeración de la ley es taxativa

Es simplemente enumerativa. Pueden darse otros supuestos no contemplados en la ley que impliquen la necesidad de efectuar un pago mediante la consignación correspondiente.

Requisitos de la Consignación 

Para que la consignación surta efectos legales es indispensable que concurran todos los requisitos del pago convenido, las circunstancias de personas, objeto, modo y tiempo.

Deuda de Cosa Cierta 

Si el deudor de una cosa cierta, la consignación requiere una intimación judicial del deudor al acreedor para que la reciba. No recibiéndola el acreedor puede autorizar el depósito en otra parte.

Encontrándose el objeto en lugar distinto al fijado para su entrega, debe ser previamente trasladado al punto de recibo a costa del deudor. Sólo entonces procederá el requerimiento al acreedor.

Obligaciones de dar cosas inciertas.

Si se deben cosas inciertas cuya elección corresponda al acreedor, procede una intimación a fin de la efectúe.

Si no lo hace, el juez facultará al deudor a que efectúe la elección y luego intime el recibo, como si se tratara de cuerpos ciertos.

Obligaciones Dinerarias

Si se tratare de sumas de dinero, deberá hacer el depósito bancario a la orden del juzgado, debiendo notificarse al acreedor. El depósito suspende el curso de los intereses.

Desde cuando surte efectos la consignación.

Si la consignación no es impugnada o si es declarada válida, ella surte los efectos del pago desde el día del depósito.

En tales supuestos, los gastos son a cargo del acreedor. El deudor carga con ellos si desiste de la consignación o ésta es rechazada por el juez.
TRABAJOS DEL GRUPO N° 3 

TRABAJO N° 1
                 
                     “DE LAS PARTES DEL PROCESO” 

CONCEPTO:

“PARTE” es toda persona física o jurídica que en nombre propio, o en cuyo nombre, pretende la actuación de una norma legal y aquel respecto del cual se formulan las pretensiones”.
  Según Manuel Osorio ;se denomina
- ACTOR; a toda persona que ejercita la acción en concepto de demandante.
-DEMANDADO-REO; es aquel contra quien se dirige una demanda. 


COMPARECENCIA EN JUICIO.
  Según lo prescribe el Art 46 CCP.”La competencia en juicio se regirá por lo dispuesto en el artículo 87 del Código de Organización Judicial. Las personas jurídicas solo podrán intervenir mediante mandatario profesional matriculado. 
FALTA DE CONSTITUCION DE DOMICILIO.
 Si no se cumpliere con lo establecido en el artículo anterior, o no compareciere quien haya sido debidamente citado, quedara legalmente constituido su domicilio en la secretaria  del juzgado o tribunal y automáticamente notificado de los actos procesales que correspondan, en la forma y oportunidad determinados por el artículo 131.
SUBSISTENCIA DEL DOMICILIO.
  Los domicilios a que se refieren los artículos anteriores subsistirán para todos los efectos legales, hasta la terminación del juicio, mientras no se constituya o denuncie otro. Todo cambio de domicilio deberá notificarse por cedula a la otra parte. Mientras esta diligencia no se hubiere cumplido, se tendrá por subsistente el anterior. 
 

   
                   DE LOS DEBERES DE LAS PARTES.
      BUENA FE Y EJERCICIO REGULAR DE LOS DERECHOS.

Las partes deberán actuar en juicio con buena fe, y no ejercer abusivamente  los derechos que les conceden las leyes procesales. 
  Según tipifica el art 52 del CCP; haciendo referencia a la mala fe. Reputase litigante de mala fe, a quien:
a) omita o altere manifiestamente la verdad de los hechos;
b) provoque o consienta el diligenciamiento de medidas cautelares decretadas a su pedido, en forma evidentemente innecesaria o excesiva y no adopte en tiempo oportuno medidas eficaces para evitarlo
c) use el proceso con el fin de conseguir un objeto o beneficio ilícito.
La enumeración precedente es taxativa. 
 
Art 53.EJERCICIO ABUSIVO DE LOS DERECHOS.
 Ejerce abusivamente sus derechos, la parte que en el mismo proceso:
a) haya promovido dos o más impugnaciones de inconstitucionalidad, rechazadas con costas;
b) haya promovido y perdido tres incidentes con costas;
c) fuere sancionada más de una vez con medidas disciplinarias; y
d) formule pretensiones o alegue defensas que, juzgadas, resulten manifiestamente desprovistas de fundamento o innecesarias para la declaración o defensa del derecho. 

Art 56.SANCIONES EN CASO DE MALA FE O EJERCICIO ABUSIVO DE LOS DERECHOS.

  Sin perjuicio de otras sanciones que pueda prever la ley, la admisión de mala fe o del ejercicio abusivo de los derechos importara una presunción “juris tantum” contra la parte a la que se imputen, cuando haya duda sobre el derecho invocado, o insuficiencia de prueba.
  Aunque la parte culpable de mala fe o ejercicio abusivo de los derechos resulte vencedora en lo principal, serán a su cargo las costas del proceso. Los jueces y tribunales, al regular los honorarios de los letrados de la parte contraria, los aumentaran hasta el cincuenta por ciento, según la gravedad de los hechos. La parte perjudicada podrá, además, responsabilizar a la otra por los daños y perjuicios, conforme con lo dispuesto por el Código Civil.


REPRESENTACION PROCESAL

  Tiene calidad de parte quien interviene o figura en el proceso como sujeto activo (actor) o pasivo (demandado) de una pretensión, independientemente que tenga o no el carácter de sujeto legitimado para obrar o para contradecir en el concreto proceso de que se trate.ROSEMBERG dice:”Actor es quien afirma el derecho material, y demandado aquel contra quien se lo quiere hacer valer”.

REPRESENTACION Y MANDATO.

En principio la representación se otorga a través de un mandato, pero existen casos en que la misma no cuenta con aquel, así el art 60 del C.P.C, sostiene que en casos urgentes podrá admitirse la comparecencia en juicio sin los instrumentos que acrediten la personalidad, pero si no fueren presentados…y no se ratificare la gestión dentro del plazo de 30 días, será nulo todo lo actuado por el gestor y este pagara las costas causadas, sin perjuicio de la responsabilidad por los daños ocasionados. 
 DERECHOS Y DEBERES DEL APODERADO.
El apoderado en virtud de prerrogativas establecidas en la propia ley y consecuentemente con las altas funciones que cumple, tienen derechos y obligaciones que lo tornan un miembro profesional muy importante en la sociedad.
  Así, lo que respecta a su dignidad, tenemos que el art 67 establece claramente un precepto no muy comprendido o vivenciado en nuestros tribunales: el deber de guardarse a los abogados, en su actuación profesional el mismo respeto y consideración debido a los jueces.
  Además los abogados y procuradores tienen el derecho de cobrar honorarios por sus servi9cios profesionales en la forma que determinen las disposiciones legales respectivas…en virtud al consabido principio que reza que la “gratitud del trabajo no se presume”

CESACION DE LA REPRESENTACION.
  Conforme establece el art 64 del C.P.C, la representación de los apoderados cesa:
a) Por revocatoria expresa del mandato en el proceso.
b) Por renuncia, en cuyo caso el apoderado deberá, bajo pena de daños y perjuicios, continuar con los gestores hasta que hubiera vencido el plazo que el juez fijare al poderdante para reemplazarlo o comparece por si.
c) Por haber cesado la personalidad con que litigaba el poderdante.
d) Por haber concluido la causa para la cual se otorgo el poder.
e) Por muerte o incapacidad sobreviniente del poderdante. En tales casos se suspenderá la tramitación del proceso. El apoderado seguirá el ejercicio por el plazo que le fije el juez, a su pedido.
f) Por muerte o inhabilidad del apoderado. En tales casos, se suspenderá la tramitación del juicio y el juez fijara al mandante un plazo para que comparezca por sí o por nuevo apoderado, bajo apercibimiento de continuar el juicio en rebeldía. 


REBELDIA.

La declaración de rebeldía corresponde dictarla contra la parte con domicilio conocido, debidamente citada, que no respondiere al emplazamiento, o la que abandonare el juicio después de haber comparecido.
  Esta resolución se debe notificar por cedula y las sucesivas resoluciones quedaran notificados por ministerio de la ley.
  La rebeldía no altera el curso regular del proceso y, en consecuencia, la sentencia será pronunciada según el merito de la causa. Pero, en caso de duda, la rebeldía declarada y firma, constituirá presunción de verdad de los hechos lícitos afirmados por quien obtuvo la declaración. 

INTERVENCION DE TERCEROS. 
PRESUPUESTOS PARA LA INTERVENCION.

  El tercero podrá intervenir en un proceso siempre que se cumplan determinados presupuestos. Ellos son:
    -Que exista un proceso pendiente sustanciándose ante el órgano jurisdiccional.
    -Que el interviniente sea efectivamente un tercero en la relación procesal, es decir que no sea parte originaria en el proceso.
   -Que el tercero demuestre tener un interés jurídico en la cuestión debatida en el proceso.
   - Que la pretensión del tercero sea conexa con el objeto, la causa, o ambos elementos, o exista afinidad, para que pueda ser sustanciada y resuelta conjuntamente con las pretensiones de las partes originales.
CLASES DE INTERVENCION.  
De acuerdo con la forma en que se produce, la intervención del tercero puede ser:
VOLUNTARIA; es la que queda configurada por la libre y espontanea decisión del tercero.
Puede ser  de dos clases; COADYUVANTE o EXCLUYENTE.
La INTERVENCION COADYUVANTE; es cuando se apoya la pretensión de una de las partes originarias (actor o demandado).
Puede a su vez asumir dos modalidades:
INTERVENCION ADHERENTE SIMPLE O ACCESORIA: En la cual el tercero hace valer un derecho conexo con el debatido entre el actor y el demandado, apoya a una de las partes sin autonomía de actuación, es decir, su actuación procesal se halla subordinada a la parte principal a la cual coadyuva.
INTERVENCION ADHERENTE AUTONOMA O LITISCONSORCIAL: En la que el tercero invoca un derecho propio frente a alguna de las partes originarias. El tercero actúa como litisconsorte de la parte a quien se adhiere, con la consiguiente autonomía de gestión procesal. 
La INTERVENCION EXCLUYENTE; la intervención del tercero es excluyente cuando es incompatible con el de las partes originarias.

FORZOSA U OBLIGATORIA

Es la institución procesal que tiene lugar cuando el juez, a pedido de parte o de oficio, ordena la citación de un tercero, a fin de que la sentencia que vaya a dictarse produzca sobre este el efecto de la cosa juzgada.
Son casos de intervención forzosa:
-LA “LAUDATIO AUCTORIS”: cuando el poseedor demandado denuncia el nombre de aquel por quien posee (art 2419 C.C).
-EL LLAMAMIENTO DEL TERCERO PRETENDIENTE: cuando el demandado por la entrega de una cosa o el pago de una deuda llama al tercero que también pretende ser propietario o acreedor(Art 584,inc d) CC).
-LA LLAMADA EN GARANTIA: cuando el llamante se encuentra en el juicio por una obligación del llamado, como el fiador respecto del deudor (Art 1456).
NECESARIA
  (Art 101,2º p CPC).Acumulación subjetiva: Cuando la sentencia no pudiere pronunciarse útilmente más que con relación a varias personas, estas habrán de demandar o ser demandadas en un mismo proceso. Si así no sucediere, el juez, de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes, ordenara, antes de dictar la providencia de apertura a prueba, la integración de la litis dentro de un plazo que señalara, quedando en suspenso el desarrollo del proceso, mientras se cita a quien o quienes hubiesen sido omitidos.
LAS TERCERIAS 
   “La tercería”, al decir de Coutoure, es la acción que compete a quien no es parte en un litigio, para defender sus derechos frente a quienes están dirimiendo los suyos. Pueden darse con el fundamento de la pretensión: LA TERCERIA DE DOMINIO Y LA TERCERIA DE MEJOR DERECHO.
 
A) TERCERIA DE DOMINIO: Es aquella en la cual el tercero pretende hacer valer su derecho dominical sobre el bien que es objeto del proceso principal, comúnmente pidiendo que se deje sin efecto medidas procesales que se hubieran tomado sobre el mismo.
B) TERCERIA DE MEJOR DERECHO: Es aquella en la cual el tercero no pretende el dominio del bien en litigio, sino en la calidad de sujeto de un derecho, la preferencia (generalmente de pago) frente a los que aducen los litigantes.
JUICIOS EN LO QUE PROCEDE LA TERCERIA

 
Las tercerías, conforme al artículo 80 del C.P.C,pueden deducirse en toda clase de juicios en los que el tercero se vea afectado en sus derechos, siempre que se produzcan las condiciones requeridas por la ley. Ej:Juicio Ejecutivo, juicio de quiebra donde se ordeno la venta del bien de un tercero,etc.

TRABAJO N° 2

· ADQUISICION DE INMUEBLES POR USUCAPION 
· ACCION DE REIVINDICACION

“USUCAPION” 
· CONCEPTO:
· La usucapion;es una forma de adquisición de un derecho o liberarse de una obligación por el transcurso  del tiempo.
· El ART 1966 C.CIVIL;tipifica que:”Adquiérase la propiedad de bienes inmuebles por:
· Contrato;
· Accesión;
· Usucapión; y
· Sucesión hereditaria. 
· SECCION IV DE LA USUCAPION   (CODIGO CIVIL.

    (ART 1989 AL 1999) 
· Nuestro Código Civil regula dos formas de usucapión:
· A-)USUCAPION CORTA: Quién hubiere adquirido un inmueble de buena fe y con justo titulo, obtendrá el dominio del mismo por la posesión continua de 10 años.
·   En iguales condiciones podrá adquirir los bienes el que posea una herencia, cuando medie declaratoria a su favor en virtud de la muerte real o presunta del titular.
·   Este aspecto también se aplicara al legatario de cosa determinada.(ART 1990 C.CIVIL).
· REQUISITOS PARA LA USUCAPION:
· Los Romanos ya conocían y reglaban esta institucion;la cual para ser obtenida al igual que en la actualidad, debían de concurrir cinco requisitos:
· Possesio;que es la detención material de una cosa con la intención de tenerla para si de corpus y el animus;
· Tempus; posesión continua y no interrumpida por el periodo de tiempo legal establecido en los art 1989 y 1990 c.civil;operando así la prescripción del dominio;
· Iusta causa o justo titulo; por la cual se hace alusión a la ausencia de lesión a otro en la toma de posesión(ART 1995 C.CIVIL).
· Bona fides;que es la convicción de que no se perjudica a nadie poseyendo el inmueble.
· RES HABILIS;es una causal mas que agregaremos para hacer referencia a que el inmueble debe ser susceptible de adquisición por este modo.(ART 1993 ;TIERRAS DE DOMINIO PRIVADO DEL ESTADO).

  “ACCION DE        REIVINDICACION” 
· CONCEPTO:
· La reivindicacion;es una acción real, pues nace de un derecho que tiene este carácter; el dominio; el cual le permite exigir el reconocimiento de ese derecho, y consecuentemente la restitución de la cosa por el tercero que la posea.
· El art 2758 del código de Vélez Sarsfield definía a la acción real como “una acción que nace del dominio que cada uno tiene de cosas particulares; por la cual el propietario que ha perdido la posesion;la reclama y la reivindica, contra aquel que se encuentra en posesión de ella”.
· El art 2407 del Codigo Civil paraguayo vigente lo define y reconoce como una accion real. 
· FUNDAMENTO DE LA ACCION:
·   La acción reivindicatoria es una acción real; pues nace del derecho de dominio que tiene este carácter; esta dirigida a obtener el reconocimiento del citado derecho y la restitución de la cosa a su dueño.
·   La accion real de reivindicacion;la otorga la ley al propietario de una cosa singular de la que no esta en posesion,para que la ejerza contra la persona que esta poseyendola.
· ELEMENTOS DE LA ACCION REIVINDICATORIA. 
· Para que proceda la accion reivindicatoria se exige los siguientes elementos:
· LA PROPIEDAD DE LA COSA;
· POSESION DE LA COSA POR EL DEMANDADO;Y
· SINGULARIDAD DE ESA COSA;
· LAS ACCIONES REALES.
(Art 2407 al 2442 C.Civil)
· Las acciones reales; son los medios de hacer declarar en juicio la existencia; plenitud y libertad de los derechos reales; con el efecto accesorio; cuando hubiere lugar; de indemnización del daño causado.
· Las acciones reales reconocidas por nuestro código civil son: La acción de reivindicacion;la acción confesoria;y la acción negatoria.
· La acción de reivindicación y las demás acciones reales son imprescriptibles.(Art 2407 C.Civil) 
· COSAS NO REIVINDICABLES.
· Una universalidad de bienes no puede ser objeto de la acción de reivindicacion,pero puede serlo una universalidad de cosas.(Art 2410 C.Civil).
· No son reivindicables las cosas futuras, ni las cosas accesorias, aunque lleguen a separarse de las principales, a no ser que estas sean reivindicadas.
·   Tampoco pueden serlo las cosas inmuebles de quien las haya adquirido de buena fe y a titulo oneroso. Sin embargo, el propietario desposeído tendrá acción para impugnar el acto viciado si no tuvo intervención en el, ni consintió su realización.(Art 2411 C.Civil). 
· PAGO DE GASTOS Y FRUTOS PERCIBIDOS. 
·   El poseedor que haya sido condenado a restituir la cosa, o a pagar su precio abonara los frutos percibidos desde la notificación de la demanda, aunque no hubieren sido solicitados. La condenación comprenderá el valor de los frutos no percibidos por negligencia del poseedor durante el expresado periodo. Si medio mala fe de parte de aquel, deberá también los que el reivindicante hubiere podido percibir, y aun los frutos civiles que hubiere siso susceptible de producir la cosa no fructífera.(Art 2428 C.Civil). 
TRABAJO N°3


   "REPETICION DE LO PAGADO" 
          Título VI 
DEL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA Y DEL PAGO DE LO INDEBIDO

     1-CONCEPTOS GENERALES.

  Se habla de pago indebido cuando un sujeto de derecho por una causa que no es imputable a el efectúa el cumplimiento de una obligación que no resulta procedente.
  
2-EFECTOS.

  El que paga lo que no debe, tiene derecho a repetir lo pagado, con frutos e intereses desde el día de la demanda, si el que recibió actuó de buena fe. Si actuó de mala fe, desde el día en que se efectuó el pago.(art 1819 C.C.P).
  No procede la repetición de lo pagado espontáneamente cumpliendo deberes morales o sociales, salvo caso de incapaz del que pago. Tampoco procede la repetición de la prestación cumplida con la finalidad contraria a la ley o a las buenas costumbres. (art 1820 C.C.P).
 
3-PAGO POR ERROR EXCUSABLE.

El que por error excusable paga una deuda ajena, creyéndola propia,puede repetir lo pagado,siempre que el acreedor no se haya despojado de buena fe del titulo o de las garantías del crédito.Cuando la repetición no procede,el que pago se subroga en los derechos del acreedor(art 1821C.C.P).
 
4-INCAPAZ QUE RECIBIO PAGO INDEBIDO.

  El incapaz que hubiere recibido un pago no debido quedara obligado en la medida del beneficio obtenido.(art 1821).

“ SIMULACION DEL ACTO     JURIDICO”.
1- ACCION DE SIMULACION.CONCEPTO

Desde el punto de vista jurídico,se dice que la simulación ;supone un concierto de voluntades para engañar a terceros,sea sobre la existencia del acto,sea sobre alguno de los elementos componentes.
2-AFINIDADES.
    La simulación es afín a algunas figuras jurídicas como; “el error”.
La diferencia entre ambos radica en que; en el error la discrepancia es involuntaria, en tanto en la simulación la discordia es querida y buscada como un medio de engañar a terceros. 
3-CLASIFICACION DE LA SIMULACION.
  La simulación puede presentarse de varias maneras y ellas pueden ser:absoluta,relativa,licita e ilícita.
·  SIMULACION ABSOLUTA: Es aquella en la que el acto celebrado nada tiene de real. Hay en el una absoluta ficción.Ej:El caso de una transferencia de un inmueble en dominio mediante contrato de compraventa;atraves de una escritura publica,y que al propio tiempo, y por instrumento separado suscripto por ambas partes o solo por el supuesto adquiriente se manifieste que no existe tal transferencia y que el inmueble sigue perteneciendo a quien la transfirió.
 
· SIMULACION RELATIVA:Es aquel acto que reviste ciertas apariencias y que bajo el cual existe otro acto,que es el real,y cuyo verdadero carácter aparece disfrazado por aquel(art 305 C.C.P).Ej:Las donaciones que asumen carácter de venta.
· SIMULACION LICITA: Es aquella que no perjudica a nadie y no persigue un fin ilícito.Ej:La que realiza un hombre en su lecho de muerte a fin de que sus hijos y esposa no queden desamparados,tranfiere la titularidad de una empresa a un amigo o pariente, con el cargo que los restituya cuando ellos estuvieran en condiciones de administrarlos.
 
· SIMULACION ILICITA:Es aquella que se otorga en perjuicio de terceros o con un fin ilícito. Sería en perjuicio de terceros ,cuando se realizara para burlar a los acreedores, aparentando una insolvencia que no existiría en realidad.Ej:En caso de simulaciones de compraventa para burlar bienes de propiedad de un quebrado en burla de sus acreedores.
·   4-CARACTERES. 

  La simulación reúne ciertos elementos o caracteres y que son:
  - UN ACUERDO DE VOLUNTADES. Debe existir un concurso de voluntades de los otorgantes para engañar a quienes no han sido parte de él.
    -UNA DECLARACION DE VOLUNTAD OSTENSIBLE, PERO QUE NO ES VERDADERA Y QUE OCULTA O ESCONDE LA REAL INTENCION DE LAS PARTES.Ej: se declara un contrato de compraventa y en realidad es una donación.
    - UN PROPOSITO DE ENGAÑO. Existe una discrepancia en lo que se declara y lo que realmente es el objeto del acto jurídico.

5-QUIENES PUEDEN EJERCER LA ACCION. 
 
El derecho de ejercer la acción de simulación se le acuerda a:
· LAS PARTES; en caso de las simulaciones licitas.
· LOS TERCEROS; que se vieren perjudicados por el acto 

6-CONTRA QUIENES SE DIRIGE LA ACCION.
Si la simulación es promovida por uno de los otorgantes del acto, ella debe dirigirse contra el otro o sus sucesores universales.
·    En cambio, si la acción es promovida por un tercero, ella debe dirigirse conjunt6amente contra las partes del acto simulado. Para que la acción de simulación pueda prosperar es indispensable que intervengan en el juicio todos los que fueron partes en el acto que se dice simulado.
 7-DE LA PRUEBA DE LA SIMULACION.
La demostración de la existencia de un acto simulado es diferente según que se trate de una acción promovida por uno de los otorgantes o por un tercero.

1º)PRUEBA DE LA SIMULACION ENTRE LAS PARTES.
· NECESIDAD DE CONTRADOCUMENTO. Para justificar la existencia de una simulación las partes deben hacerlo mediante un instrumento conocido con el nombre de contradocumento.
· EXCEPCION; 
      -No es necesario el contradocumento cuando la parte afectada admite mediante confesión la existencia de la simulación o con contestaciones evasivas por confesión ficta ante una eventual demanda.
     -No es necesario el contradocumento en caso de simulación celebrado en FRAUDE A LA LEY.
· SIMULACION QUE PERSIGUE FIN ILICITO. 

2º) PRUEBA DE LA SIMULACION POR TERCEROS.
        A terceros; cuando se demanda un acto de simulación son validos todos los medios de prueba al alcance de los mismos para justificar dicha simulación.
·   La prueba más utilizada en cuanto a terceros, son las PRESUNCIONES, el prototipo de las llamadas indirectas. Pero la ley requiere que dichos indicios sean de carácter precisos, graves y concordantes para poder ser admitidos.
8-EFECTOS DE LA SIMULACION. NULIDAD DEL ACTO SIMULADO.


   La declaración de simulación conlleva su nulidad, haya sido alegada ella por terceros o por las partes.(art 306 y concordantes C.C.P).

9-SIMULACION Y PRESCRIPCION DE LA ACCION.
·   Es objeto de controversia en la doctrina la cuestión de prescriptibilidad de la acción de la simulación.
·   En nuestro ordenamiento con la vigencia del código civil paraguayo y el art 658, no prescriben, entre otras acciones, la acción de impugnación de los actos nulos. 
· “INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO”.
1-LA RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL. 
      El contrato es como una ley para las partes. La responsabilidad contractual es aquella que nace del contrato a diferencia de la responsabilidad extracontractual.

LA INEJECUCION DE CONTRATOS Y LA RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL.
       El contrato puede ser mal ejecutado o no ser ejecutado del todo. En estos casos, el acreedor tiene derecho de acudir a las instancias judiciales, para obligar al deudor a satisfacer forzosamente él contrato mediante una demanda por indemnización por daños y perjuicios.Tratandose de obligaciones de hacer, el cumplimiento forzoso no es posible. La falta contractual es una conducta antijurídica imputable al deudor. El incumplimiento debe ser culposo o doloso. Algunos ordenamientos, que siguen la teoría subjetivista de la valoración de la responsabilidad toman en cuenta el dolo para agravar la responsabilidad del deudor. En ciertas obligaciones, ni siquiera la fuerza mayor exime del cumplimiento de la deuda, por ejemplo, en las obligaciones de entregar sumas de dinero.                                                                               
          El art 729 C.C.P, tipifica que; la resolución por incumplimiento tendrá efecto retroactivo solo entre las partes, pero en los contratos de tracto sucesivo las prestaciones ya cumplidas y las cuotas vencidas quedaran firmes.
· OBJETO: PROMOVER DEMANDA POR INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO.
      Señor Juez:
    Eduardo Palacios, con Matricula de la C.S.J Nº 9003, en nombre y representación del Sr Mariano Bonzi Pérez, conforme el testimonio del poder general que adjunto, fijando domicilio real de mi mandante en casa de la calle Denis Roa Nº 4.867 de esta capital y constituyendo domicilio procesal en la calle Carlos Antonio López Nº 890 de esta capital, a v.s por la personería reconocida en estos autos, y por corresponder en derecho a V.S. respetuosamente digo:.--------------------------------------
        Que, cumpliendo expresas instrucciones recibidas de mi instituyente ,vengo por el presente escrito a promover demanda por “INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO”;contra el Sr. JUAN GOMEZ LATERZA,con domicilio en la casa calle Testanova Nº 3457 C/ Manuel Prieto de esta ciudad, conforme a consideraciones de hechos y de derecho que seguidamente paso a exponer:.------------------------------------
       HECHOS: 
      El Sr Mariano Bonzi Pérez realizo un contrato con el Sr Juan Gómez Laterza,vendedor de PARAISOS S.A INMOBILIARIA, el objeto del mismo, la compra-venta de un terreno y la construcción de una casa en dicho terreno, entregando la suma de 10.000.000 de guaraníes como primera entrega. El Sr Juan Gómez Laterza sin embargo, después de tomar la seña desapareció con los 10.000.000 de guaranies.El Sr Bonzi Pérez realizo el reclamo correspondiente en la inmobiliaria donde contestaron desconocer el asunto y negaron tener documento alguno que certifique y desconocieron la legitimidad de los documentos entregados por el Sr Juan Gómez Laterza, luego de un mes reapareció el Sr Gómez Laterza  y cuando le fueron reclamadas las obligaciones dijo desconocer dicho contrato.
       El Sr Mariano Bonzi Pérez lo querello por estafa y defraudación en lo criminal. En dicho tribunal se considero que en realidad se trata de incumplimiento de contrato. El Sr Mariano Bonzi inicia demanda en el juzgado en lo civil y comercial competente.
    DOCUMENTOS PRESENTADOS: 
· Copia del contrato de compra venta del terreno.
· Documentos falsos presentados por el Sr Gómez Laterza.
· Copia del contrato de construcción.
· Informe de la Inmobiliaria Paraísos S.A
· Peritaje de Escribano que demuestra la falsedad de los documentos presentados por el Sr Gómez Laterza.
     PRUEBAS OFRECIDAS: 
 
· Absolución de posiciones del demandado.
· Información Sumaria de testigos.
 
 DERECHOS: 
        Lo dispuesto en el art 725 y demás concordantes del código civil.
 PETITORIO:
    1-RECONOCER mi personería en el carácter invocado y por constituido mi domicilio en lugar señalado.-----------------------------------------------------------------------------------------
2-ORDENAR el desglose y devolución de los documentos originales presentados, previa agregación y autenticación de las fotocopias por el Actuario.-----------------------------------
3-TENER por promovida la presente demanda por INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO promueve el Sr MARIANO BONZI PEREZ contra el Sr JUAN GOMEZ LATERZA y de la misma,asi como de los documentos acompañados corre traslado a la parte demandada citándolo y emplazándolo a fin de que conteste dentro del plazo de Ley.--------------------
4-AGREGAR los instrumentos presentados.-----------------------------------------------------------
5- DICTAR oportunamente y los tramites de rigor, la Sentencia Definitiva, haciendo lugar a la acción promovida, en expresa imposición en costas de acuerdo al art 306 del c.civil paraguayo.---------------------------------------------------------------------------------------------------
 
                                PROVEER DE CONFORMIDAD, SERA JUSTICIA. 
  
  
 
                      ------------------------------------------        
                            FIRMA DE LA ABOGADA REPRESENTANTE. 
TRABAJOS DEL GRUPO N° 4
TRABAJO N° 1

Excepciones 

Conceptos Generales: la excepción, en sentido general, es toda defensa procesal que el demandado opone a la pretensión del actor, negando los hechos en que se funda la demanda, desconociendo el derecho que de ellos derive, o limitándose a impugnar la regularidad del proceso.

Siendo así la excepción es el poder jurídico que tiene el demandado para oponerse a la acción promovida por el actor contra el. La excepción es la acción del demandado.

En sentido estricto, la excepción es la defensa dilatoria, perentoria o mixta mediante la cual el demandado denuncia la falta de un presupuesto procesal o pide el rechazo de la pretensión o de la extinción de la acción.

Toda demanda dice -COUTURE- es una forma de ataque; la excepción es la defensa contra ese ataque por parte del demandado. Si la acción es el sustituto civilizado de la venganza, la excepción es el sustituto civilizado de la defensa.

La excepción tiene fundamento constitucional en el Art. 16 que establece: “la defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable”.

Falta de personería: la personería o personalidad, constituye otro presupuesto de validez del proceso.

La falta de personería puede producirse por dos motivos:

1.) La ausencia de capacidad civil de la parte para estar en juicio (falta de personalidad).

Si las partes carecen de capacidad procesal no habrá relación procesal válida y la sentencia que se dicte carecerá de eficacia. Siendo así, la excepción procede siempre que cualesquiera de las partes carezcan de la aptitud necesaria para actuar en el proceso personalmente ejemplo: menor de edad, insano, quebrado etc.

2.) La falta, defecto o insuficiencia de la representación legal o convencional (falta de personería).

Los representantes, sean necesarios o convencionales, deben acompañar con el primer escrito los documentos que acrediten el carácter que invisten, salvo que se indique donde se encuentran 

Individualizándolos suficientemente, en cuyo supuesto se podrán posteriormente agregar al expediente, o se trate de un caso urgente, en cuya hipótesis se aplican las reglas del art. 60 de CPC.

Las deficiencias del poder quedan subsanadas por medio de la ratificación del mandante o la presentación de un nuevo poder, en este supuesto, la excepción no procederá, pero las costas se impondrán al que dio motivo a la excepción.

La falta de personería puede manifestarse en cualquier momento, debiendo el juez considerarla porque carece de razón dictar una sentencia que no podrá ser cumplida.

Falta de acción: La calidad para obrar es la condición jurídica en que se halla una persona con relación al concreto derecho que invoca en el proceso, en razón de su titularidad u otra circunstancia que justifica su pretensión.

La falta de dicha calidad se denuncia mediante la excepción de falta de acción.

Según ALLEN deben distinguirse las siguientes situaciones cuando la falta de acción es opuesta con carácter previo:

1.) Si la falta de acción es manifiesta, patente, indudable, así se declarará y firme que fuese la resolución, la litis habrá concluido definitivamente, sin llegarse a la etapa de contestación de demanda.

2.) Por el contrario si resulta manifiesto que se tiene acción, se rechazará la excepción y no se podrá volver a deducirla en la contestación de la demanda, porque a su respecto existirá cosa juzgada.

3.) Si faltan elementos de juicio para decidir si existe o no existe acción, vale decir si el caso es dudoso:

3.1) El juez deberá señalar los elementos de juicio o de prueba que a su criterio faltan y que le impiden adquirir certidumbre sobre la existencia o inexistencia de la falta de acción.

3.2) Cuando el juez no se pronuncia sobre el fondo de la excepción previa (solo declara la inadmisibilidad formal) no hay cosa juzgada y además la parte puede volver a proponer la misma excepción en la contestación de la demanda según se dijo mas arriba.

3.3) Apelabilidad o inapelabilidad de la resolución: la declaración de inadmisibilidad formal, como no causa estado y puede ser reabierto el tema en la contestación, es inapelable.

Defecto Legal: Se configura la excepción se defecto legal cuando el escrito en que se promueve la demanda adolece de oscuridad, omisión o imperfección, por no ajustarse a las formas establecidas en la ley.

El demandado tiene el derecho de conocer con exactitud quién lo demanda, qué se le demanda y porque se lo demanda. De no ser así, se vería imposibilitado de ejercer debidamente su defensa porque no podría reconocer o negar los hechos y el derecho invocados por el actor en su demanda.

La redacción del escrito de demanda no exige formalidades sacramentales de allí que para que sea procedente la excepción debe afectar el derecho de defensa del demandado, privándolo de oponerse adecuadamente a la pretensión o dificultándole la producción de la prueba.

De acuerdo con la jurisprudencia procede la excepción de defecto legal cuando: no aparecen debidamente individualizados los nombres del actor o demandado; o se demanda a dos personas distintas utilizando el y/o ejemplo: se demanda a Juan y/o Pedro; no se denuncia el domicilio real del actor, salvo que surja del poder o de los otros documentos acompañados; el actor no indica la “cosa demandada” o no precisa o estima el monto reclamado, no se puede conocer el tipo de pronunciamiento que se pretende; no se acompaña la traducción de los documentos presentados en otro idioma que no sea el castellano o no se encuentran legalizados.

Prescripción: la prescripción liberatoria es el modo de extinguirse los derechos y las obligaciones, derivado del  no uso o ejercicio de los mismos durante el plazo señalado en la ley. Así lo establece el CC, que dice: “todo aquél que estuviere obligado al cumplimiento de un hecho o a abstenerse de él podrá eximirse de su obligación fundado en el transcurso del tiempo, conforme con las disposiciones de éste código. No estarán sometidos a prescripción extintiva los derechos derivados de las relaciones de familia.”

La excepción de prescripción `puede referirse a una cuestión de puro derecho ejemplo: cuando se controvierte exclusivamente sobre el cómputo del plazo para que se opere la prescripción, en cuyo caso se opondrá como previa.

También puede relacionarse con los hechos y debe abrirse a prueba cuando, ejemplo: se cuestiona la existencia y efectos de un acto interruptivo de la prescripción, en cuyo caso se opondrá al contestar la demanda.

Transacción: los casos mencionados constituyen otros tantos modos de terminación de los procesos cuya eficacia equivale a la cosa juzgada. Siendo así, serán procedentes cuando concurran en ellos las tres identidades de la acción (pretensión): sujetos, objeto y causa, en el proceso concluido y en el proceso actual. Podrán oponerse como previas cuando pudieren resolverse como de puro derecho, en caso contrario, es decir, si existen hechos que de probar se opondrán al contestar la demanda.
Cosa juzgada: la cosa juzgada es una cualidad de la sentencia firme por la cual es inmutable e impugnable en cuando a las cuestiones que decide.

Para que la excepción sea procedente es necesario que la pretensión (acción) actual y al pretensión (acción) juzgada sean idénticas por concurrir las tres identidades: sujetos. Objeto y causa.

En el sentido mencionado guarda semejanza con la litispendencia, pero se diferencian en que aquella supone un proceso terminado y ésta un proceso en trámite.

Arraigo: consiste en la radicación. En el derecho procesal significa propiedad de bienes raíces, seguridad o cautela que debe prestar el actor que no tiene domicilio ni bienes registrados, casa de comercio o establecimiento industrial de valor suficiente en la República, para cubrir el pago de las costas a que pueda ser eventualmente condenado en el proceso.
TRABAJOS PRÁCTICOS DEL GRUPO N° 5

TRABAJO N°1 

Concepto de Nulidad: 
La Nulidad es la sanción legal que priva de sus efectos propios o normales a un acto jurídico, en virtud de una causa originaria: Es decir, existentes  en el momento de la celebración. La naturaleza jurídica de Sanción Legal que se adjudica en esta definición a la Nulidad significa que el acto pierde sus efectos propios y no es apto para producirlos.

 Art.355 Cód. Civil expresa: ’Las únicas nulidades que los jueces pueden declarar son las que expresa o implícitamente se establecen en este código’.

Art.27  del Cód. Civil nos señala que: Los actos prohibidos por las leyes son de ningún valor, si la ley no establece otro efecto para el caso de contravención.

Este requisito le distingue a la nulidad de la rescisión y de la revocación, que se producen por la voluntad de las partes, y no por imposición de la ley.

Fuentes del Código.

Nuestro Código Civil Paraguayo sobre esta materia tiene su fuente en el Código de Vélez; que a su vez la obtuvo de la idea de Freitas, y una marcada influencia de algunos autores franceses y de Savigny.

Art. 356 C.C Pyo. Dispone: Los actos nulos no producen efectos, aunque su nulidad no haya sido juzgada, salvo que la causa de la nulidad no aparezca en el acto, en cuyo caso deberá comprobarse judicialmente.

Mientras que los actos anulables se reputarán válidos mientras no sean anulados, y solo se tendrán por tales una vez pronunciada la sentencia.

Formulación del Código.

Art. 357. Es nulo el acto jurídico:

a) Cuando lo hubiere realizado un incapaz por falta de discernimiento;

b) Si el acto o su objeto fueren ilícitos o imposibles;

c) En el caso de no revestir la forma prescripta por la ley;

d) Si dependiendo su validez de la forma instrumental, fuese nulo el instrumento respectivo y;

e) Cuando el agente procediese con simulación o fraude presumidos por la ley.

La observación se formula en el inciso a: respecto del incapaz por falta de discernimiento, lo cual el objeto de la investigación judicial recae en el vicio que no se haya manifiesto en el acto sino que afecta a un interés particular.

Art. 358.Es anulable el acto jurídico:

a) Cuando el agente obrare con incapacidad accidental, como si por cualquier causa se hallare privado de su razón;

b) Cuando,  ejecutado por un incapaz de hecho, éste tuviese discernimiento;

c) Si tuviese viciado de error, dolo, violencia, simulación;

d) Cuando dependiendo su validez de la forma instrumental, fuese anulable el instrumento respectivo; y

e) Si fuese practicado contra la prohibición general o especial de disponer, dictada por juez competente.

¿Quiénes pueden pedir la nulidad?
La nulidad la pueden pedir aquellos que tienen un interés jurídico directo en la nulidad, sean actos nulos o anulables.

En los Actos Nulos pueden declarar de oficio el Juez y puede peticionar el Ministerio Público.

En los Actos Anulables sólo podrá declararse a instancia de partes; el Ministerio Público podrá solicitarlo cuando afectare a incapaces o a menores emancipados según nuestro Cód. Civil en su art. 359.

PRINCIPIO DE TRASCENDENCIA DE LA NULIDAD:

Este principio establece que no es posible nulidad alguna por la nulidad misma, no se puede declarar la nulidad de un acto procesal sí, no obstante su irregularidad, ha logrado la finalidad a la que estaba destinado.
Efectos de la Nulidad:
Nuestro Cód. Civil dispone en su art. 361 lo sgtes.

La nulidad pronunciada por los jueces vuelve las cosas al mismo o igual estado en que se hallaban antes del acto anulado e impone a las partes la obligación de restituirse mutuamente todo lo que hubiere recibido en virtud de él, como si nunca hubiere existido, salvo las excepciones establecidas en éste código.

Así esta norma dispone que la sentencia de nulidad retrotrae sus efectos hasta el día de la celebración del acto prohibido, y su natural consecuencia: que las partes deben devolverse recíprocamente lo que hubieren recibido en virtud del acto anulado.

Nuestro código civil pretende identificar los actos nulos con los de nulidad absoluta, y los actos anulables con los de nulidad relativa.
Clasificación de las Nulidades: (Francisco=)
Nulidades Expresas:

La nulidad de un acto cuando la ley lo declare nulo o le impone la pena de nulidad. En lo que respecta a las nulidades procesales son aquellas expresamente consagradas por la ley.

Nulidades Implícitas:
Además de las nulidades genéricas y las específicas, algunos teóricos como Nelson Pessoa que impugna el principio de legalidad de las nulidades procesales, afirman la existencia de esta categoría de nulidades, que no es admitida en la legislación procesal penal, pero "que si existen en el orden jurídico". Estas nulidades serían las que se decretan cuando en las normas procesales no se encuentre los fundamentos para utilizar una nulidad genérica o específica, no obstante debe decretarse la nulidad de las actuaciones, en salvaguarda de un principio constitucional.
Principio de legalidad o de especificidad 

La nulidad sólo se sanciona por causa prevista en la ley. El principio de legalidad se inspira en el sistema francés (época de la revolución): pas de nullité sans texte. Ello implica que ningún acto procesal será declarado nulo si la ley no prevé expresamente esa sanción. Este principio se encuentra expresamente regulado en el artículo 171 del Código Procesal Civil. 

La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema, en la Casación 1908-T-96-Ica, ha expresado: “La nulidad es la sanción por la cual la Ley priva a un acto procesal de sus efectos normales, debiendo diferenciarse la violación de las disposiciones de orden público, que entrañan siempre una nulidad absoluta, de aquellas que sólo afectan al interés privado, y que deben ser alegadas por aquel a quien perjudican”.

No basta que la ley procesal determine una formalidad para que su omisión o incumplimiento produzca la nulidad, sino que ella debe estar específicamente predeterminada en aquella ley. 

En atención a la realidad, el principio de legalidad o especificidad se ha tornado relativo. Así, se inserta el tema de las nulidades implícitas, el aporte del sistema finalista italiano y las nulidades provenientes de los vicios del consentimiento. 
Nulidades Manifiestas:

El art. 356 del Cód. Civil nos expresa que ¨Los actos nulos no producen efectos, aunque su nulidad no haya sido juzgada, salvo que la causa de nulidad no aparezca en el acto, en cuyo caso deberá comprobarse judicialmente. ¨
Nulidades No Manifiestas:

Al respecto en el art. 359 del Cód. Civil se refiere a que ¨Cuando el acto es nulo, su nulidad debe ser declarada de oficio por el juez, si aparece manifiesta en el acto¨

Nulidad Total:

Art.365 Cód. Civil establece ‘La nulidad de un acto jurídico puede ser total o parcial’. El precepto transcripto enuncia el principio de que para que se produzca la nulidad total se requiere que el acto no sea divisible.
Nulidad Parcial:
Ya se refería el art. 365 de nuestro Cód. Civil enunciando que ‘la nulidad de un acto puede ser total o parcial’ pero para que ello se dé se requiere que el acto sea divisible, sin que por causa de ello afecte a la esencia del mismo, y en efecto, el art. 365, al aludir al testamento para que subsistan sus demás cláusulas no afectadas por la nulidad de algunas de ellas, exige que unas y otras sean separadas.
Nulidades Absolutas:
Es el acto inconfirmable por padecer un vicio de carácter esencial. Debido a que protege el orden público, debe ser declarada por el juez de oficio cuando aparece manifiesta en el acto. No hay nulidad absoluta explícita.

Las nulidades absolutas se pueden reclamar siempre antes de que la sentencia sea firme.
La nulidad absoluta tiene un vicio estructural que lo priva de lograr sus efectos normales. La nulidad absoluta “se produce siempre que un acto procesal adolezca de una circunstancia esencial fijada en las leyes procesales como necesaria para que el acto produzca sus efectos normales” V.gr., la nulidad pronunciada por el juez que declara su incompetencia. 

Además, la nulidad absoluta es insubsanable, y procede de oficio o a pedido de parte, y, doctrinariamente, en cualquier estado del proceso, mientras que éste no haya terminado. La nulidad absoluta no puede ser convalidada, pero requiere que sea declarada su invalidez. 

Para Couture, “el acto absolutamente nulo tiene una especie de vida artificial hasta el día de su efectiva invalidación; pero la gravedad de su defecto impide que sobre él se eleve un acto válido”. La nulidad absoluta, es necesario que sea alegada y probados sus vicios para que se declare su nulidad.
Los actos relacionados con la negativa o el retardo en la tramitación de los recursos.

Todas estas situaciones podrán dar lugar a nulidades absolutas por vulnerar la debida intervención, representación o asistencia del imputado en el proceso, vale decir, por violar el derecho a la defensa, pero no siempre esas nulidades acarrearan la nulidad de los actos subsecuentes o subsiguientes y por ello esto deberá ser muy bien delimitado por el solicitante de la nulidad y por el tribunal que deba resolver al respecto.

Nulidades Relativas: (Klaus=)
La nulidad relativa se distingue de la nulidad absoluta en su posibilidad de subsanación. “El acto procesal relativamente nulo se equipara, de no ser subsanado, al acto absolutamente nulo, no siendo susceptible de producir efecto alguno. Pero realizada la subsanación, los efectos del acto se producen desde el momento en que ha tenido lugar”
Por otro lado, en la nulidad relativa subyacen vicios que perjudica el interés de alguna de las partes. Ejemplo: La nulidad sobre la resolución que concede un embargo sobre bienes inembargables.
Las nulidades relativas deben ser reclamadas de inmediato, pues de lo contrario o se convalidan o fenece el derecho a reclamar.
Principio de convalidación 

Este principio es propio de las nulidades relativas, aquellas que pueden ser subsanadas. No prosperará la nulidad cuando mediare consentimiento expreso o tácito de la parte interesada. Asimismo, el juez no puede declarar de oficio la nulidad si ya se ha verificado el consentimiento expreso o tácito.
Convalidación.
a) Establece tres supuestos de convalidación de los actos anulables, es decir, de los que padecen vicios de nulidad relativa.
b)  La oportunidad para solicitar el saneamiento es la del Art. Anterior y el no hacerlo constituye también una forma tácita de consentir, 
c) El consentimiento expreso y el logro de la finalidad del acto a pesar del vicio.

Declaración de nulidad. Cuando no sea posible sanear un acto, ni se trate de casos de convalidación, el juez deberá declarar su nulidad por auto razonado o señalará expresamente la nulidad en la solución respectiva, de oficio o a petición de parte. El auto que acuerde la nulidad deberá individualizar plenamente el acto viciado u omitido, determinará concreta y específicamente, cuales son los actos anteriores o contemporáneos a los que la nulidad se extiende por su conexión con el acto anulado, cuáles derechos y garantías del imputado afectan, y siendo posible, ordenara que se ratifiquen, rectifiquen o renueven.

En todo caso, no procederá tal declaratoria por defectos insustanciales en la forma. Consecuencia, solo podrán anularse las actuaciones fiscales o diligencias judiciales del procedimiento que ocasionaren a los Intervinientes un perjuicio reparable únicamente con la declaratoria de nulidad.

Existe perjuicio cuando la inobservancia de las formas procesales atenta contra las posibilidades de actuación de cualquiera de los intervinientes en el procedimiento.

El Juez procurara sanear el acto antes de declarar la nulidad de las actuaciones.
NULIDAD DE PLENO DERECHO:

Es la nulidad del acto que se produce por ministerio de la ley, independientemente de la voluntad de las partes que intervinieron.
NULIDAD ESPECÍFICA DEL ACTO JURÍDICO:

En el orden procesal es la que "se caracteriza porque al regular la ley procesal un acto en particular, impone las condiciones o formas del mismo, y establece expresamente, en esa misma norma, que el incumplimiento de tales exigencias se sanciona con la nulidad.
NULIDAD GENÉRICA DEL ACTO JURÍDICO:

Es la que se produce cada vez que el acto adolece de una falencia que, pese a no estar sancionada especialmente, como la expresa, afecta la regularidad de cualquiera de los elementos allí señalados. "Por medio de este mecanismo normativo, la ley procesal impone u ordena ciertas formas procesales, que son obligatorias para un conjunto de acto" (N. Pessoa).". Las nulidades genéricas sistematizadas o concentradas se caracterizan porque, mediante ciertas reglas ordenadoras de la actividad procesal, que están consagradas con sentido sistemático, se establece la nulidad cuando se incumplen las formas por ellas impuestas. Y las no sistematizadas o no concentradas que siendo no específicas, no están sistematizadas como conjunto, sino que se encuentran en distintas partes del Código.
Interés Jurídico Protegido:
La nulidad absoluta se funda exclusivamente en el interés jurídico protegido. La protección debe referirse al interés general, cuya inobservancia o lesión provoque la nulidad del acto.

La nulidad absoluta es aquella que tiene por causa el interés público.

Las nulidades relativas, en cambio afectan sólo al interés particular; por tanto, son nulidades subsanables, lo que convierte a ciertos actos en confirmables incluso por medio de la confirmación tácita. Ejemplo:

Es equivalente a una renuncia de la acción por falte del ejercicio de la misma durante  el término establecido por la ley, quedando operada de esta forma la prescripción de la acción. Es decir se subsana por el transcurso del tiempo como en los actos producidos por vicios de la voluntad como el error, dolo, violencia que prescriben a los 2 años.
Art.658 C.C.P: dispone lo sigte.’ No prescriben 
a) La acción de impugnación de los actos nulos.

Es decir que: los actos nulos, por más que afecten sólo al interés particular, no podrán producir efecto jurídico, aunque hubiere transcurrido el tiempo equivalente a toda una vida.
Del Recurso de Nulidad: (Liliana)
Casos en que procede:

Art.404 C.P.C: El recurso de nulidad se da contra las resoluciones dictadas con violación de la forma o solemnidades que prescriben las leyes.

Forma de interponer:
Art. 405 C.P.C: La interposición del recurso de nulidad podrá hacerse independiente, conjunta o separadamente con el de apelación, en el cual se lo considerará implícito, y regirá a su respecto lo dispuesto en los arts. 396 y 397. Del mismo código.

Resolución sobre el fondo:

Art. 406 C.P.C: El tribunal que declare la nulidad de una resolución, resolverá también sobre el fondo, aún cuando no se hubiere deducido apelación.
Caso en que es innecesario pronunciarla:

Art.407 C.P.C: Cuando el Tribunal pueda decidir a favor de la parte a quien aprovecha la nulidad, no la pronunciará.
 Costas:
Art. 408 C.P.C: En los casos en que se declare la nulidad de una resolución, las costas serán o parcialmente a cargo del Juez, si el vicio le fuere imputable, sin necesidad de petición de parte, salvo que la otra se hubiese opuesto a la declaración de nulidad, en cuyo caso se encargará son las costas.
Acción autónoma de nulidad: 
Art. 409 C.P.C: Las resoluciones judiciales no hacen cosa juzgada respecto de los terceros a quienes perjudiquen. En caso de indefensión, ellos dispondrán de la acción autónoma de nulidad, cuando la excepción de falsedad de la ejecutoria o la de inhabilidad de título fuere insuficiente para reparar los agravios que aquellas resoluciones pudiesen haberles causado.
Excepción de nulidad:
Art. 463 C.P.C: Podrá también el ejecutado, por vía de excepción, alegar la nulidad de la ejecución.

Únicamente podrá fundarse en ella:

a) No haberse observado las prescripciones para la intimación de pago y para la citación de oponer excepciones, siempre que en el acto de pedir la declaración de nulidad, el ejecutado depositare la suma fijada en el mandamiento u opusiere excepciones; y

b) Incumplimiento de las normas establecidas para la preparación de la vía ejecutiva, siempre que el ejecutado desconozca la obligación, niegue la autenticidad de la firma, el carácter de locatario o el cumplimiento de la obligación.
ACCIÓN DE NULIDAD:

Es la acción que persigue el reconocimiento y la declaración judicial de que quede sin efecto un acto jurídico.
 Un procedimiento no regulado: Los Incidentes 

Un defecto de nuestro Código Procesal Civil es no haber regulado el trámite de los incidentes, cuya implicancia es latente en el tema de las nulidades. El Anteproyecto del Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica dedica el Título III a los “procesos incidentales” (artículos 282 a 293), y la entiende como las “cuestiones diferentes de la o las principales, dependientes en su formulación y ordenadas en su decisión a las mismas, siempre que no proceda, a su respecto, otro medio de tramitación” (artículo 282). Para el mencionado Anteproyecto son incidentes especiales: la acumulación de autos (de procesos), la recusación, la contienda de competencia y la rendición de cuentas. Las nulidades pueden tramitarse como incidentes (artículo 107 in fine). 

La Real Academia Española (la que limpia, fija y da esplendor al español), al definir el incidente, señala que es toda “cuestión distinta del asunto principal del juicio, pero con él relacionada, que se ventila y decide por separado, a veces sin suspender el curso de aquél, y otras suspendiéndolo”. 

Raimundin, define el incidente como toda cuestión o contestación accesoria que sobreviene o se forma durante el desarrollo de la relación procesal. 

INCIDENTE DE NULIDAD:

b) Es el medio procesal idóneo para denunciar las irregularidades procedimentales, que precedieron a la sentencia.
TRABAJO N° 2

NULIDAD DEL ACTO JURÍDICO

La nulidad del acto jurídico se produce por carecer de los requisitos formales indispensables, por falta de elementos esenciales que le configuran y hacen imposible que cumpla su objeto o fin.

LEGISLACION: 

Art. 355 al 371 CC.-
Art: 355; Las únicas nulidades que los jueces pueden declarar son las que expresa o implícitamente se establecen en este Código.

Art: 356; los actos nulos no producen efectos, aunque su nulidad no haya sido juzgada, salvo que la causa de la nulidad no aparezca en el acto, en cuyo caso deberá comprobarse judicialmente.                                                                                                                                      Los actos anulables se reputarán válidos mientras no sean anulados, y sólo se tendrán por tales una vez pronunciada la sentencia.

Art: 357; Es nulo el acto jurídico:

a) Cuando el agente hubiere realizado un incapaz por falta de discernimiento;

b) Si el acto o su objeto fueren ilícitos o imposibles;

c) En caso de no revestir la forma prescripta por la ley;

d) Si dependiendo su validez de la forma instrumental, fuese nulo el instrumento respectivo y;

e) Cuando el agente procediese con simulación o fraude presumidos por la ley.

Art: 358; Es anulable el acto jurídico:

a) Cuando el agente obrare con incapacidad accidental, como si por cualquier causa se hallare privado de su razón;

b) Cuando, ejecutado por un incapaz de hecho, éste tuviese discernimiento;

c) Si estuviese viciado de error, dolo violencia o simulación;

d) Cuando dependiendo su validez, de la forma instrumental, fuese anulable el instrumento respectivo y;

e) Si fuese practicado contra la prohibición general o especial de disponer, dictada por un juez competente.

Art: 359; Cuando el acto es nulo, su nulidad debe ser declarada de oficio por el juez, si aparece manifiesta en el acto, o si ha sido comprobada en juicio. El Ministerio Público 

y todos los interesados tendrán derecho para alegarla.

Cuando el acto es anulable, no podrá procederse sino a instancia de las persona designadas por la Ley.

El Ministerio Público podrá hacerlo, cuando afectare a incapaces o menores emancipados.

Art. 360; Cuando un incapaz hubiere procedido con dolo para inducir a la otra parte a consentir, ni él, ni sus representantes ni sucesores tendrán derecho a anular el acto. Si fuere menor, la simple afirmación de su mayor de edad no le inhabilitará para obtener la declaración de nulidad.

Tratándose de un menor, la mera afirmación de su mayoría de edad no se tendrá por engaño suficiente.

Si mediaren vicios suficientes de la voluntad, competerá alegarlos exclusivamente al damnificado.

Art: 361; La nulidad pronunciada por los jueces vuelve las cosas al mismo o igual estado en que se hallaban antes del acto anulado, e impone a las partes la obligación de restituirse mutuamente todo lo que hubieren recibido en virtud de él, como si nunca hubiere existido, salvo las excepciones establecidas en este Código.

Art: 362; Si el acto fuere nulo o anulable por incapacidad de hecho, la parte capaz no podrá exigir la restitución de lo entregado, ni el reembolso de los gastos, salvo si probare que aún existe en poder del incapaz lo que le hubiere dado, o que el acto redundo en provecho manifiesto del mismo.
Art: 363; Todos los derechos reales o personales transmitidos a terceros sobre un inmueble por una persona que ha llegado a ser propietario en virtud del acto anulado, quedan sin ningún valor y pueden ser reclamados directamente del poseedor actual.

Los terceros podrán siempre ampararse en las reglas que protegen la buena fe en las transmisiones.

Art: 364; Los actos nulos, y los anulables que fueron anulados, aunque no produzcan los efectos de los actos jurídicos, pueden producir los efectos de los actos ilícitos, o de los hechos en general, cuyas consecuencias deben ser reparadas.

Art: 365; La nulidad de un acto jurídico puede ser total o parcial. En los testamentos la ineficacia de una disposición particular no afectará la validez de las otras, con tal de sean separables.

Con relación a los actos entre vivos, la nulidad parcial los invalidará totalmente, a menos que de su contexto resulte que sin esa parte también se hubieren concluido, o que el perjudicado optare por mantenerlos.

Art: 366; Se tendrá por confirmado un acto anulable cuando por otro válido, quién tuviere el derecho para pedir la anulación, hiciere desaparecer los vicios, siempre que los realizare después de cesar la incapacidad o defecto de que provenía la invalidez.

Art: 367; La confirmación puede ser expresa o tácita. El instrumento de confirmación expresa debe contener, bajo pena de nulidad, la substancia del acto que se quiere confirmar, el vicio del que adolecía y la manifestación de la intención de repararlo.

Art: 368; la forma del instrumento de confirmación debe ser la misma establecida para el acto que se confirma.

Art: 369; La confirmación tácita es la que resulta de la ejecución voluntaria, total o parcial, del acto anulable.

Art: 370; La confirmación, sea expresa o tácita, no exige el concurso de la parte a cuyo favor se hace.

Art: 371; La confirmación tiene efecto retroactivo al día en que tuvo lugar el acto entre vivos, o al día del fallecimiento del testador en los actos de última voluntad.

Este efecto retroactivo no perjudicará los derechos de terceros.
NULIDAD DE TÍTULO

Ineficacia de la cual se halla revestido un determinado documento o por carecer de los requisitos esenciales establecidos por la ley.

La nulidad de título es la consecuencia directa que recae sobre el título de un derecho o instrumento respectivo, por no llenar los requisitos exigidos por la ley, cuando su validez de la forma instrumental, los cuales deben observarse para su eficacia.

LEGISLACION: 

Art. 355 al 365 CC; De la Nulidad de los Actos Jurídicos;

Art. 366 al 371 CC; De la confirmación de los Actos Anulables;

Art. 372 al 374 CC; Del Ejercicio de los Derechos;

Art. 375 al 388 CC; De los Instrumentos Públicos (Prueba);

Art. 389 al 398 CC; De las Escrituras Públicas;

Art. 399 al 409 CC; De los Instrumentos Privados;

Art. 410 al 416 CC; De las Cartas y Otras Pruebas Escritas.-

OBJETO: PROMOVER NULIDAD DE ACTO JURIDICO.-

SEÑOR JUEZ:

                                         LILIANA NOEMI VERA SILVA, Abogada, con Matricula de la C.S.J. N° 31000, en nombre y representación del Sr. ROBERTO LLANO, conforme Testimonio de Poder General que adjunto, constituyendo domicilio real en la casa de la calle San José N° 2346 de esta Capital y domicilio procesal en la calle Carlos Antonio López N° 890 de esta Capital, a V.S. respetuosamente digo:

Que, cumpliendo expresas instrucciones recibidas de mi mandante, vengo por el presente escrito a promover juicio de “
NULIDAD DE ACTO JURIDICO”, contra la Sra. NELLY MORALES, domiciliada en la casa de la calle Luis Alberto de Herrera N° 1234 c/ Antequera de esta Ciudad, conforme a las consideraciones de hechos y de derecho que seguidamente paso a exponer:

HECHOS

Que, el Sr. Roberto Llano, quien adquirió del I.B.R. una finca agrícola, el mismo vive y reside en ese lote y desde mucho antes de su titulación posee la propiedad con justo título, públicamente y de buena fe, sin que su posesión haya sido turbada en ningún momento, que por motivos de salud bien justificados estuvo internado en Medicina Tropical a causa de un dengue hemorrágico, y al volver a su establecimiento y por sorpresa suya, apareció en el domicilio la hoy demandada Nelly Morales, alegando derecho de dominio sobre la finca la cual adquirió supuestamente de Lidia Candia, el demandante concurrió a la Dirección General de los Registros Públicos en donde constató una transferencia falsa que habían hecho de la propiedad, comprobó que supuestamente él había transferido su propiedad a Lidia Candia, persona demandada e inexistente para él, resalta por tanto la falsedad de la escritura pública, que el mismo nunca vendió la propiedad, ni la abandonó, tampoco firmó ninguna escritura pública por lo que la firma que aparece en dicha escritura es falsa.

Se adjunta al presente escrito el Titulo de propiedad de la Finca en cuestión.-

DERECHOS. DOCTRINA

Se funda la acción en los Arts. 357 del C.C. y concordantes del C.P.C.- Nulidad: ineficacia de acto jurídico proveniente de la ausencia de una de las condiciones de fondo o de forma requeridas para su validez; o como dicen otros autores, vicio de que adolece un acto jurídico si se ha realizado con violación u omisión de ciertas formas o requisitos indispensables para considerarlo como válido, por lo cual la nulidad se considera ínsita en el mismo acto, sin necesidad de que se haya declarado o juzgado. (Diccionario de Der. Procesal, Víctor de Santo).
JURISPRUDENCIA: En materia de actos jurídicos, rige un principio elemental y general ante la duda que puede despertar en el juzgador ciertos hechos, cual es la validez de los actos, criterio sustentable por aplicación analógica del  art. 712 del C.C.-

PETITORIO:

1- TENER por reconocida mi personería en el carácter invocado y por constituido mi domicilio en el lugar señalado.-

2- ORDENAR el desglose y devolución de los documentos originales presentados, previa agregación y autenticación de las fotocopias por el Actuario.-

3- TENER por iniciada la presente demanda que por NULIDAD DE ACTO JURIDICO promueve el Sr. ROBERTO LLANO contra NELLY MORALES y de la misma, así como de los documentos acompañados, correr traslado a la demandada para que lo conteste en el término de Ley.-

4- DICTAR oportunamente y previo los trámites de rigor, la Sentencia Definitiva, haciendo lugar a la acción de Nulidad de Acto Jurídico.-

5- PROTESTO costas.-

PROVEER DE CONFORMIDAD Y SERA JUSTICIA.-

ABOG. LILIANA NOEMI VERA 
TRABAJO N° 3 

1. RECURSOS
NOCIÓN: El recurso es el medio de impugnación de una resolución judicial para obtener su revisión por el juez que la dictó o por otro superior en jerarquía.  El recurso es el modo de fiscalizar la justicia de lo resuelto.
1.1 Reposición
NOCIÓN: El recurso de reposición o revocatoria es aquel por el cual el perjudicado por una resolución solicita al mismo juez o tribunal que la dictó que la reconsidere y revoque por contrario imperio.  Los jueces y tribunales se hallan, a su vez, facultados para revocar de oficio sus propias resoluciones, siempre que las mismas aún no hayan sido notificadas a las partes.

LEGISLACIÓN: Código Procesal Civil: Art. 390: “El recurso de reposición sólo procede contra las providencias de mero trámite y contra los autos interlocutorios que no causen gravamen irreparable, a fin de que el mismo juez o tribunal que los hubiese dictado los revoque por contrario imperio”.
1.2 Aclaratoria
NOCIÓN: El recurso de aclaratoria es el remedio procesal en cuya virtud se pide que la resolución dictada decida la cuestión debatida de modo expreso, positivo y preciso de acuerdo con las pretensiones deducidas.
LEGISLACIÓN: Art. 387 del Código Procesal Civil: “Las partes podrán, sin embargo, pedir aclaratoria de la resolución al mismo juez o tribunal que la hubiere dictado, con el objeto de que: a) corrija cualquier error material; b) aclare alguna expresión oscura, sin alterar lo sustancial de la decisión; y c) supla cualquier omisión en que hubiere incurrido sobre algunas de las pretensiones deducidas y discutidas en litigio.  En ningún caso se alterará lo sustancial de la decisión.  Con el mismo objeto, el juez o tribunal, de oficio, dentro de tercero día, podrá aclarar sus propias resoluciones, aunque hubiesen sido notificadas.  El error material podrá ser subsanado aún en la etapa de ejecución de sentencia”.
1.3 Apelación
NOCIÓN: El recurso de apelación es el medio en virtud del cual el litigante que se siente perjudicado por una resolución que considera injusta reclama del superior jerárquico su modificación o revocación.  Es el recurso de mayor trascendencia y utilización y es una consecuencia del sistema de la doble instancia.  Tiene por objeto obtener la reparación de los agravios producidos por las resoluciones consideradas injustas (error in iudicando): 1) Por haberse aplicado erróneamente una ley (error in iure); 2) Por haberse errado en la apreciación de los hechos o la valoración de la prueba (error in facto).

LEGISLACIÓN: Art. 395 del Código Procesal Civil: “El recurso de apelación sólo se otorgará de las sentencias definitivas, y de las resoluciones que decidan incidentes  o causen gravamen irreparable.  Se entenderá por tal el que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva”.
1.4 Nulidad
NOCIÓN: El recurso de nulidad es el medio por el cual el litigante perjudicado impugna la validez de una resolución judicial dictada en violación de las formas señaladas en la ley.

LEGISLACIÓN: Art. 404 del Código Procesal Civil: “El recurso de nulidad se da contra las resoluciones dictadas con violación de la forma o solemnidades que prescriben las leyes”.
1.5 Queja por Recurso Denegado

NOCIÓN: Es el recurso que se interpone contra la resolución judicial que no hace lugar al recurso deducido, a fin de que el superior declare la procedencia de éste y asuma el conocimiento de la cuestión.   

LEGISLACIÓN: “Si el juez o tribunal denegare un recurso que debe tramitarse ante el superior, la parte que se considere agraviada podrá recurrir directamente en queja, pidiendo que se le otorgue el recurso denegado.   Acompañará copia de la resolución recurrida y de las actuaciones pertinentes.  Mientras el tribunal no conceda el recurso, no se suspenderá la sustanciación del proceso.  El plazo para interponer la queja será de cinco días”.     

1.6 Queja por Retardo de Justicia
NOCIÓN: El recurso de queja por retardo de justicia se interpone cuando el juez o tribunal ha omitido dictar resolución una vez vencidos los plazos fijados por la ley, con el objeto de que el superior lo emplace para que lo haga y, eventualmente, le aplique las sanciones que correspondan.    

LEGISLACIÓN: Art. 412 del Código Procesal Civil: “Cuando transcurrido el plazo legal para dictar resolución, el juez o tribunal no lo hubiere hecho, podrá ser requerido por cualquiera de los interesados en el proceso.   El apoderado está obligado a pedir pronto despacho a los jueces o tribunales, y si no obtuviere pronunciamiento, deberá reiterar el pedido dentro de los diez días siguientes.  El incumplimiento de este deber será sancionado con multa equivalente a diez días de salario mínimo legal establecido para actividades diversas no especificadas en la Capital, cuando se omitiere el primer urgimiento, y con suspensión por tres meses en el ejercicio de la profesión, cuando se omitiere el segundo.  Si dentro de los veinte días siguientes, el juez o tribunal no dictare resolución, deberá ocurrir en queja ante el superior, salvo cuando el tribunal moroso fuere la Corte Suprema de Justicia, bajo pena de suspensión de seis meses en el ejercicio de la profesión.  El control en el cumplimiento de este deber lo realizará la Corte Suprema de Justicia mediante el informe a que se refiere el art. 197 del Código de Organización Judicial, en el cual los jueces y tribunales deberán consignar los fallos pendientes, indicando las carátulas de los respectivos juicios”. 

2. PROCEDIMIENTO en SEGUNDA INSTANCIA

2.1 Procedimiento en Segunda Instancia. Facultad del Tribunal

Art. 417 del Código Procesal Civil: “El tribunal superior no se encuentra obligado por la forma en que se hubiere otorgado el recurso y puede, de oficio o a petición de parte, modificarla conforme a derecho”.
2.1 Expresión de  Agravios 

Art. 424 del Código Procesal Civil: “Cuando el recurso se hubiere concedido libremente, en el mismo día en que los autos llegaren al tribunal, el secretario dará cuenta de ello al Presidente y éste ordenará que el recurrente exprese agravios dentro de dieciocho días.  Del escrito de expresión de agravios se dará traslado por igual plazo al apelado”.

Art. 433 del Código Procesal Civil: “Dentro de cinco días de notificada la providencia de autos, el apelante deberá presentar un escrito sintetizando los fundamentos del recurso.  Si no lo hiciere, declarado desierto éste, la resolución apelada quedará firme y se ordenará la devolución de los autos.  Del escrito de fundamentación se dará traslado a la otra parte por el plazo de cinco días”. 

3. PROCEDIMIENTO en TERCERA INSTANCIA

3.1 Procedimiento en Tercera Instancia

Art. 435 del Código Procesal Civil: “Son aplicables al procedimiento en tercera instancia, las disposiciones del Capítulo I, Sección I, de este Título”.

Art. 436 del Código Procesal Civil: “Si el tribunal cuya resolución es impugnada, fuere de alguna de las circunscripciones judiciales del interior, el recurrente deberá constituir domicilio en la capital en el acto de recurrir, y la otra parte dentro del quinto día de concedido el recurso.  La parte que no cumpliere lo impuesto por este artículo, quedará notificada por ministerio de la ley”.

Art. 437 del Código Procesal Civil: “Cuando la Corte Suprema de Justicia conociere en grado de apelación, recibido el expediente, se dictará la providencia de autos.  En ningún caso se admitirá la apertura a prueba ni la alegación de hechos nuevos.  Dentro de nueve días de notificada la providencia de autos, si se tratare de Sentencia Definitiva, y de cinco días, si fuese auto interlocutorio, el apelante deberá presentar un escrito sintetizando los fundamentos del recurso.  Si no lo hiciere, la resolución quedará firme para él y, declarado desierto el recurso, se ordenará la devolución de los autos.  Del escrito de fundamentación se dará  traslado a la otra parte por el mismo plazo de nueve o cinco días, según el caso”.

Art. 438 del Código Procesal Civil: “Si el recurrido no contestare el traslado dentro del plazo señalado, seguirá su curso la instancia”.
MEMORIAL: El recurrente debe presentar un escrito, denominado memorial, que contenga los motivos y fundamentos que sirvan para que la Corte pueda rectificar los errores en que incurrió el inferior.

El plazo para la presentación del memorial dependerá de: 1) Si es una Sentencia Definitiva: Nueve días; 2) Si es un Auto Interlocutorio: Cinco días[image: image1.jpg]



Sección VIII


De la confirmación de los Actos Anulables.








Sección VII 


De la Nulidad de los Actos Jurídicos.-











